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INTRODUCCIÓN 
Una de las principales novedades que ofrece el libro VII del 
recientemente promulgado Codex Iuris Canonici 1 radica precisamen-
te en el proceso regulado en la Sectio 11 de su Pars 11, bajo la rúbrica 
De processu contentioso orali. En efecto, desaparecida la regulación 
que se había proyectado del recurso contencioso administrativo en la 
* El presente trabajo del Prof. Madero constituye el último capítulo de 
un amplio estudio en el que se ponen de manifiesto los antecedentes doctrina-
les y legales del nuevo proceso contencioso oral en el ordenamiento histórico 
canónico, que esperamos pueda ver pronto la luz pública. Entre tanto ofrece-
mos a nuestros lectores este avance que juzgamos de interés para un cabal 
conocimiento de este nuevo proceso en el nuevo ordenamiento codicial. 
1. Codex Iuris Canonici, AAS, 75, pars. 11, Tip. PoI. Vat., 25 enero 1983. 
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última de las reVISIOnes a que fue sometido el proyecto del Codex, 
queda como una de las novedades más importantes, en el terreno pro-
cesal, la implantación del proceso oral. 
La necesidad de ofrecer una justicia adecuada en un tiempo ra-
zonable ha sido fuertemente subrayada por los estudiosos del proceso 
canónico, haciéndose notar que una justicia tardía puede convertirse 
en ausencia de tal justicia. 
Son sobradamente conocidas las críticas levantadas en algunos 
sectores contra cierta tardanza en la administración de justicia, espe-
cialmente referidas a las causas matrimoniales. Críticas que -lo re-
cordaba Juan Pablo 11 en su más reciente discurso a los miembros 
del Tribunal de la Rota Romana con ocasión de la apertura del año 
judicial 2_ no han estado exentas de fundamento. 
En respuesta a estos requerimientos, la Comisión Codificadora 
ha procurado elaborar un proceso -el proceso denominado 1 udicio 
contentioso ordinario (cc. 1501 y ss.)- más rápido y menos formal 
que el anterior del Codex de 1917, y a la vez, ha introducido un nuevo 
proceso mucho más ágil y rápido, que es el contencioso oral. 
A primera vista podría pensarse que este proceso escuetamente 
regulado en los cc. 1656-1670 se encuentra basado en principios com-
pletamente ajenos al ordenamiento procesal canónico, ya que se trata 
de un proceso abiertamente inspirado en los principios que la ciencia 
procesal actual contempla encarnados en los modernos procesos ci-
viles del área continental. No han faltado quienes así lo han conside-
rado en una primera apreciación, y no sin algún fundamento. Esti-
mamos, por el contrario, que estamos en presencia de un tipo de pro-
ceso que hunde sus raÍCes en la más clara tradición canónica, y más 
en concreto en el proceso que inauguró la decretal Saepe, última de 
las Clementinas 3. 
Es bien sabido que frente al proceso del Ordo solemnis iudiciorum 
del derecho común, caracterizado por su rígido formalismo, a la vez 
que por el predominio de los principios de escritura y preclusión, que 
hacían de él un proceso largo y costoso 4, nace el proceso sumario 
delineado por la aludida decretal Saepe, cuyas características princi-
pales se centran en la eliminación o supresión de algunas de las for-
malidades hasta entonces consideradas como esenciales; y así se su-
primía la necesidad de presentar el libelo de demanda, siendo sufi-
2. Cfr. «L'Osservatore Romano», 27 enero 1984, p. 4. 
3. In Clern. V, 11, 2, en la ed. de E. FRIEDBERG, Graz, 1955, vol. 11, col. 1200. 
4. Cfr. G. SALVIOLI, Storia del Diritto italiano, Torino 1921, pp. 764-775; 
CH. LEFEBVRE, voz Procédure, en Dictionnaire de Droit Canonique, VII, col. 
286-294; H. Rocco, Trattato de diritto processuale civile, Torino 1957, t. J, p. 217. 
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ciente que se lleve a cabo oralmente; igualmente se suprimió la ne-
cesaria litiscontestatio solemne, y la conclusio in causa, permitiéndose 
a la vez al juez el dictar la sentencia sin las solemnidades previstas 
en el Ordo Solemnis 5. 
Además se otorgaba al juez unos poderes directivos mayores, 
para facilitar la buena andadura del proceso, especialmente referidos 
a la posibilidad de acortamiento de los plazos, posibilidad de rechazar 
actuaciones innecesarias y, sobre todo, la facultad de no admitir ape-
laciones y excepciones propuestas por las partes con una finalidad 
retardataria 8. 
Este tipo de proceso estaba llamado a conocer un gran desarrollo 
en la práctica, ya que por sus características resultaba más adecuado 
a las necesidades de obtener una justicia pronta y eficaz. Inicialmente 
el número de causas que podían seguir la tramitación sumaria era 
relativamente restringido, ya que en principio únicamente se aplica-
ba a aquellas contenidas en la decretal Dispendiosam 7, de fecha ante-
rior a la Saepe, y también a algunas otras reseñadas en decretales 
anteriores, de las que la doctrina se hacía eco al comentar el ámbito 
de aplicación de este proceso 8, además de aquellas causas concretas 
que el Pontífice delegase con las cláusulas summarie, simpliciter, de 
plano et sine strepitu et figura iudicii. El problema que se planteaba 
la glosa radicaba fundamentalmente en determinar si era o no apli-
cable el procedimiento sumario cuando faltaba alguna de las cláusu-
las recordadas 9. . 
La evolución posterior del proceso sumario nos muestra que este 
tipo de proceso fue ampliando paulatinamente su ámbito de apli-
cación, ya que los Romanos Pontífices, tanto en los rescriptos de co-
misión particulares, como en otras bulas de alcance más general 10, 
5. Vid. R. AH UNIAO, De processu summario -ex notorio-, administrativo 
in iure canonico, Roma 1956, pp. 3 Y SS.; V. FAIRÉN, El juicio ordinario y los 
plenarios rápidos, Barcelona 1953, pp. 40 Y ss. 
6. Vid. R. AH UNIAO, O.C., pp. 5 Y SS.; V. FAIRÉN, O.c., pp. 44 Y ss. 
7. In Clem. n, I, 2, en la Ed. de E. FRIEDBERG, cit., col. 1143. 
8. lo. ANDREA, Liber sextum Decretalium Bonifacii papae VII, Clemens 
papae V Constitutiones cum apparata Ioannis Andreae, Venetiis, Baptista de 
Tortis, 1496/1497, foI. 53 R. mantiene, por ejemplo, que se podría aplicar el su-
mario en las causas contenidas en las decretales siguientes: c. sicut olim. 25, 
X,V,!; c. Olim. 26,X,V,I; c. Indemnitatibus. c. 43, In Sexto I, VI, además de la 
Dispendiosam. 
9. lo. ANDREA, Liber sextum decretalium ... , cit., foI. 51 V. glossa in v.· 
Figura. 
10. Para más detalles de la evolución del proceso sumario, en el ordena-
miento canónico, vid. R. AH UNIAO, O.C., pp. 30 Y ss., Y F. ROBERTI, De processi-
bus, I, Citta del Vaticano, ed. 4 .. , 1956. 
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solían emplear con gran frecuencia este tipo de cláusulas. De este 
modo se fue ampliando el número de causas que podían ser tratadas 
sumariamente 11 llegando en la práctica a desplazar el proceso suma-
rio casi totalmente al proceso solemne, lo cual resultaba explicable 
dadas las características de ambos tipos de procesos 12. 
El concepto que se emplea por la canonÍstica de la época inme-
diatamente anterior a la Codificación de 1917 difiere en muy poco del 
que ofrecían los autores que comentaban la Saepe 13, y así por ejem-
plo Wernz nos dirá: «summarium iudicium definire potest iudicium, 
in quo servatio solemnitatibus quae iure naturae praescribuntur eae 
formalitates iuris humani praetermittantur quae celerem litis expe-
ditionem retardant» 14. 
Tal concepto de proceso sumario difiere ciertamente del que en 
la actualidad tiene una mayor difusión en la doctrina procesal secu-
lar, que responde más bien al concepto de proceso sumario determi-
nado, cuyo origen parece ser diverso, aunque surge en al misma épo-
ca que el de la Saepe -sumario indeterminado--, y que se empleó, 
al menos en el ámbito canónico, para la generalidad de las causas y 
no para algunas muy concretas y determinadas 15. 
11. Véase a título de ejemplo el amplio elenco de causas sumarias que 
ofrecen autores como P. RIDOLPHINI, De ordine procedendi in judiciis in Roma-
na Curia. Praxis recentior, s.a ed., Venetiis 1703, pp. 7 Y 8; Y C. PELLEGRINO, 
Praxis Vicariorum, et omnium in utroque Foro iusdicentium, Venetiis 1762. 
pp. 115 Y ss. 
12. CH. LEFEBVRE. voz Procédure, en D. D. C .• cit. col. 295. escribe con refe-
rencia al proceso sumario: «La comodité de cette procédure et le fait qu'elle 
concemait la plupart des causes traitées devant la jurisdiction ecclésiastique 
devaient finir par en constituer la procédure du droit comun dans l'Eglise 
jusqu'au Code»; véase también M. LEGA, De iudiciis ecclesiasticis, 1, Romae 
1898, p. 519; Y el comentario anónimo titulado «De potestate Ecclesiastica 
iudicandi deque iudiciis summariis» en A. S. S. 6 (1859). pp. 36 Y ss. 
13. Así nos decía lo. LIGNANO. con referencia a la cláusula summarie. «Dici 
potest... quod iudex per hoc verbum relevatur ab omni figura et formam 
iudicii inductam ab omni iure positivo et tenetur servare formam de iure gen-
tium naturali ratione inductam» (Super clementina «Saepe» en L. WAHRMUND, 
Quellen zur Geschichte des Romisch-Kanonischen Prozess im Mittelalter. T. IV. 
fasc. VI. reimpresión de Scientia Verlag Aalen 1962. p. 25). 
14. F. J. WERNZ, Ius Decretalium, T. V, Prati 1914. p. 568; vid. también 
M. LEGA, De iudiciis ...• cit .• l. pp. 513 Y s.; D. BOUIX, Tractatus de Iudiciis Eccle-
siasticis. ed. 3:, T. 11. Romae 1884, p. 306. 
15. Para la distinción entre sumario determinado e indeterminado vid. 
G. CHIOVENDA, Principios de Derecho Procesal, T. I, Trad. de S. CASAIS SANTALO. 
Madrid 1922, p. 14. Este autor califica como proceso sumario ind'!terminado el 
proceso de la Saepe, y de sumarios determinados aquellos otros de origen di-
verso. prevalentemente germánico. en los que se reduce el ámbito de conoci-
miento del juez a una cuestión muy determinada, y la resolución recaída en tal 
proceso carece de fuerza de cosa juzgada. 
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La influencia de los principios inspiradores de la Saepe en la 
elaboración de los modernos procesos europeos es algo que parece 
fuera de toda duda, ya que éstos se encuentran bastante más distan-
tes de los que inspiraron el Ordo Solemnis Iudiciorum que de los del 
proceso sumario indeterminado 16. Señala Fairén que la distinción 
entre el proceso solemne y otros más rápidos sumarios indetermina-
dos únicamente pervive en el ordenamiento procesal español; a estos 
últimos los viene a calificar de procesos plenarios rápidos 17. 
En el proceso canónico, prácticamente hasta la codificación, per-
vive la tradicional distinción entre el proceso solemne u ordinario y 
el proceso sumario, aunque con un neto predominio de este último 
en la praxis de los tribunales; sin embargo, esta distinción será supri-
mida en el Codex de 1917. 
En los dos primeros Schemata del Liber de processibus, que en 
aquel entonces se presentaron, se contemplaba esta división del pro-
ceso en sumario y ordinario 18. La comisión codificadora siguió la 
opinión de Fischer quien estimaba no ser necesario mantener esa 
dualidad de formas, una solemne y otra simplificada, ya que se pen-
saba establecer un tipo de proceso mucho más rápido siguiendo el 
modelo germánico o austríaco, y por supuesto muy distante del que 
hasta entonces había sido el ordinario 19. 
Aunque pudiera haberse pensado que pervivía tal distinción al 
amparo del c. 1707 § 2 del Codex del 17, que admitía la posibilidad 
16. Cfr. M. CAPPELLETTI, Aspectos sociales y políticos del procedimiento 
civil, en Proceso, Ideologías, Sociedad, trad. de S. Sentís y T. A. Banzaf, Bue-
nois Aires 1974, pp. 43 Y s. 
17. Cfr. V. FAIRÉN, El juicio ordinario y los plenarios ... , cit., pp. 204-206. 
18. Vid. F. ROBERTI, eodicis Iuris eanonici Schemata liber IV de processi-
bus, I, De iudiciis in genere, Tip. PoI. Vat. 1940. Tanto el Schema A, presentado 
por Noval, como el B, elaborado por S. Many, incluían un proceso sumario 
frente al ordinario, para aquellas causas de menor importancia y escasa en-
tidad. 
El Schema A, en el c. 1 § 3, distinguía, de modo general, entre el proceso 
sumario y el ordinario «procesus alius civilis, alius criminalis, prout actio 
civilis aut criminalis instituatur, uterque autem dicitur summarius si valorem 
obtinet servatis surnmis seu generalibus normis in hoc capite contentis, ple-
narius vero si formam requirat ampliorem quoad actuum seriem et solemni-
tates» . En el Schema B se contiene una amplia regulación del proceso suma-
rio, en el apéndice al que remite el c. 76 § 2 del mismo (Schemata .. . , cit., pp. 
198 Y 474) . 
19. Puede verse la amplia argumentación de O. FISCHER en la nota expli-
cativa previa al Schema e, en F. ROBERTI, Schemata ... , cit., pp. 198 Y s. 
20. Piensa que pervive esta distinción, al menos en relación con las cau-
sas incidentales, R. NAz, Traité de Droit 9anonique, T. IV, 2. ed. París 1954, 
p. 305, mientras que Bartocetti mantiene la opinión contraria (cfr. M. LEGA-
V. BARTOCETTI, eommentarius in iudicia ecclesistica, vol. I, Romae, 1950, p. 17). 
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de plantear la demanda oralmente cuando el juez estimase que se 
trataba de causas de escasa importancia y que requerían una mayor 
celeridad en su tramitación, sin embargo en la práctica no parece 
que fuese muy utilizada esta vía procesal de la que el Codex única-
mente se hacía eco al tratar de las causas incidentales (cfr. ce. 1616 
y 1709 § 3), y así. lo entendió un sector de la doctrina 20. 
Con la codificación del derecho de las iglesias orientales se vuelve 
a admitir abiertamente tal distinción, ya que, junto al proceso ordi-
nario que ha de utilizarse en aquellas causas en las que es preceptivo 
conozca el tribunal colegial, se introduce un proceso mucho más rápido 
y económico, denominado «ludicio contentioso coram iudice unico» 2l. 
Proceso éste abiertamente inspirado a su vez en el Codice di pro ce-
dura civile del Estado Vaticano 22 y que incorpora en buena medida 
algunos de los principales avances de la ciencia procesal europea 
-,-especialmente la italiana- más reciente 23. 
Este ha constituido, como es bien conocido, el antecedente pró-
ximo en el que se ha inspirado el legislador canónico a la hora de 
introducir el proceso contencioso oral en el Codex de 1983. El hecho 
de que el proceso «coram ludice unico» haya tenido en cuenta los 
principios inspiradores de los modernos procesos europeos no impi-
de el que se encuentre también influido por los principios que en su 
día inspiraron la Saepe, ya que estos procesos a su vez no han dejado 
de sentir tal influencia. De aquí que la novedad codicial no resulte 
tan extraña a los principios del proceso canónico de cuanto pudiera 
pensarse a primera vista. 
Pasemos a ocuparnos del proceso contencioso oral en las suce-
sivas etapas de elaboración que ha experimentado, para ocuparnos 
posteriormente de su concreta regulación en el Codex de 1983. 
21. Pío XII, Motu proprio De iudiciis pro Ecclesia Orientali «Sollicitudi-
nem nostram» (6-1-1950) en A.A.S. 42 (1950), pp. 5-120. Los cc. 453-467 contienen 
el proceso «coram Iudice unico» que ha de utilizarse para aquellas causas 
de menor entidad económica y de poca trascendencia y que son competencia 
dél juez unipersonal. Puede verse un amplio comentario de este proceso en 
F. GALTIER, Code Oriental de Procédure ecclésiastique, traducción anotada. 
Beyrouth 1951; también M. CABREROS, El principio de oralidad y su aplicación 
en el nuevo proceso oriental, «Miscelánea Comillas» 16 (1951), pp. 127-154. 
22. Ha puesto de manifiesta tal dependencia, resaltando a su vez las 
,diferencias existentes entre uno y otro proceso, I. ZUZEK, Trials before a Sin-
gle Judge in the Eastern Canon Law, en «Orientalia Christiana periodica» 30 
(1964), pp. 510-525. 
23. Vid. G. BRULLIARD, Le Code de Procédure civile de la Cité du Vatican, 
en «Actes du Congres de Droit Canonique» 1, París 1949, pp. 181-201. 
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Una vez hemos recordado someramente los antecedentes legisla-
tivos del proceso contencioso oral, parece conveniente dedicar nues-
tra atención al proceso de formación del proceso contencioso oral en 
las sucesivas etapas del iter revisional previo a la promulgación del 
nuevo Codex Iuris Canonici 24. 
1.1. La fase inicial de la Revisión del «Codex Iuris Canonici» 
Cuando se inician las tareas de revisión del Codex relativas al li-
bro IV de Processibus, en los años 1966-67, de las que sucintamente 
da cuenta la revista Communicationes, no parece que se tenga en 
cuenta este proceso, dada la naturaleza de las cuestiones entonces 
tratadas 25. En la amplia exposición de las diversas innovaciones que 
se pensaban introducir, llevada a cabo por el Relator del Coetus, no 
se menciona siquiera este tipo de proceso. Sólo se habla del proceso 
o juicio contencioso, del juicio criminal y del proceso administrativo, 
como juicios generales. Después de éstos se incluyen los juicios es-
peciales, que comprenden las causas matrimoniales y los relativos a 
las causas contra la sagrada ordenación 26. 
Sin embargo, en la Sesión VIII, que tuvo lugar durante los días 
20-25 de octubre del año 69 27 , se presentó un proyecto de regulación 
del proceso contencioso sumario, preparado al parecer por Kaldany, 
quien en su exposición reconoce expresamente la dependencia de este 
proyecto respecto a los cc. 453-476 del Código Oriental que contienen 
el «Íudicio contentioso coram iudice unico» ya aludido, en el que 
se inspira ampliamente. También hace referencia a las naturales di-
ferencias que median entre uno y otro, ya que el oriental no se 
separa totalmente del ordinario, mientras que el proyecto se pre-
senta como una parte totalmente distinta del juicio ordinario. La 
razón para introducirlo, según se desprende de su autor, es que el 
24. Para una historia de la codificación en general puede verse F. D'OSTI-
LIO, E pronto il nuovo Codice di Diritto canonico, iter revisionale e prossima 
promulgazione, Citta del Vaticano, 1982; ID., La storia del Nuovo Codice di 
diritto canonico. Revisione -Promulgazione- presentazione. Citta del Vatica-
no 1983; B. F'RANK, Vers un nouveau droit canonique?, París 1983, pp. 25-66. 
25. Cfr. Communicationes, 11.2.1970, pp. 181 Y ss. 
26. Cfr. Communicationes, 11.2.1970, pp. 183-184. 
27. Cfr. Communicationes, 11.2.1970, p. 182. 
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proceso coram iudice unico, en el ámbito territorial de vigencia del 
Codex Oriental, ha tenido una gran utilización en la vida práctica. 
El ámbito de aplicación de este proceso sumario sería el de las 
causas contenciosas, exceptuándose únicamente las causas matrimo-
niales, ya que a éstas se pensaba dotar de un proceso especial. Se tra-
ta de un proceso breve, acelerado, sin que existan períodos preclu-
sivos y cuya duración máxima debería situarse alrededor de los dos 
meses. 
Sin embargo, como es sabido, en Communicationes cuando apa-
rece realmente noticia de él es en el año 1972 28. Al parecer, hubo 
algún consultor que se planteó sus dudas acerca de la necesidad de 
introducir en el Codex de la Iglesia latina este tipo de proceso. Las 
razones que se alegaron no podían diferir mucho de las que en su 
momento se hicieron valer para suprimir la distinción entre proceso 
ordinario o solemne y proceso sumario en la codificación Pío-bene-
dictina, a las que hicimos referencia anteriormente 29. 
En efecto, se dice que no es necesario este proceso sumario, ya 
que si de él quedan excluidas las causas matrimoniales, que tienen su 
propia regulación especial, no parece que se pueda utilizar mucho, 
pues la práctica totalidad de las causas que se presentan en los tribu-
nales eclesiásticos son relativas a temas matrimoniales. 
Por lo que se desprende de Communicationes, debió prevalecer 
la idea de demorar su estudio más profundo, a la vez que se eliminaba 
de la sede del proceso contencioso, al momento en que se estudiase 
el proceso administrativo, para el que según algunos de los consul-
tores podría ser de mayor utilidad, adoptándolo como proceso tipo 
para el contencioso administrativo. Sin embargo, se constituyó al pa-
recer una pequeña comisión que se encargó de preparar un esquema 
más perfeccionado de este proceso sumario. 
Hemos de esperar por tanto hasta el año 1972 para tener alguna 
noticia oficial acerca del proceso que nos ocupa. Viene descrito el pro-
ceso contencioso sumario con una cierta amplitud por el Relator del 
Coetus de Processibus como un proceso especial, no por razón de la 
materia, sino por razón de la forma, ya que no comprende una deter-
minada materia para ser tratada por esta vía, y que tiene como género 
el proceso contencioso, del que se diferencia por la suma celeridad 
de que goza 30. Se perfila por lo tanto como un proceso acelerado, 
que mantiene todos los elementos del proceso judicial, pero radical-
mente simplificado, cuyo eje central es la audiencia, y que, en pa-
28. Communicationes, IV. 1.1972, pp. 60 ss. 
29. Vid. nota 19. 
30. Communicationes, IV.1.1972, p. 60. 
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labras de Mons. Sabattani, «responde a la vez a tres necesidades: a) 
la recogida de las pruebas (examen de las partes, de los testigos; de 
los documentos); b) publicación de las mismas pruebas, que se prac-
tican en presencia de las partes y de sus patronos, con lo que se 
suple la publicación de las actas; c) discusión de la causa por los 
patronos de las partes ante el juez» 31. 
El objeto del proceso sumario, es decir, su ámbito de aplicación, 
viene igualmente descrito someramente: «a) Quaenam materiae 
dilui possint per istum alveum, pendet partim a iure communi, partim 
a iure particulari. 
«b) De iure communi ( ... ) demandatur huic novae formae pro-
cessuali, causae separationis coniugum. Sed probabiliter, cuando ha-
bebitur conspectus plenus et synopticus totius telae iudicialis, pro-
cessus iste, flexibilis et celerer, proponetur in aliis controversiis, non 
omnino gravibus, quae exigant promptam solutionem ob bonum ani-
marum et cessationem simultatum inter entia vel communitates eccle-
siales. 
«c) De iure particulari hoc instrumentum iudiciale inservire po-
terit ad usus non praevisos in lege generali. Formula quae proponitur 
haec est: «Praeter causas quas ius commune submittit processui sum-
mario, Conferentia Episcopalis poterit eidem formae processuali de-
mandare alias controversias, exclusis semper causis nullitatis matri-
monii aliisque tribunali collegiali reservatis» 32. Se precisa también 
que el derecho particular podría no sólo extender el ámbito de apli-
cación de este proceso sumario, sino que cabría la posibilidad de re-
ducirlo, según las circunstancias, sobre todo en aquellos países donde 
se encuentran los «estatutos personales», de forma que prevaleciese 
el derecho particular 33. 
Se puede apreciar que hasta el momento no se tenía una idea 
suficientemente definida de qué causas podían tratarse mediante este 
proceso. Veremos cómo poco a poco se va perfilando este tema. 
Respecto a la constitución del tribunal únicamente se dice que 
31. Communicationes, V.1.1972, p. 60. 
32. Communicationes, IV.1.1972, pp. 61-62. Téngase en cuenta que las que 
quedan reservadas al Tribunal colegial son, por aquel entonces, las que se con-
tenían en el c. 1576 del CIC 17. 
33. Communicationes, IV.1.1972, p. 62: «Tus particulare, sicuti valet exten-
dere, ita potest etiam coarctare usus huius processus. Hoc necesse habetur 
praesertim relate ad «statuta personalia» rigentia in nonnullis nationibus. 
Ideo «si quod ius particulare subtrahit a processu summario aliquas causas, 
istud praevalere debet». 
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se pueden añadir al juez unipersonal dos asesores o consultores, 
cuando el Obispo lo estime conveniente 34. Por cuanto se refiere al 
tribunal de apelación sí que se contiene una idea interesante: «Tribu-
nal appellationis eodem modo quod tribunal primae instantiae consti-
tuitur, iisdem regulis subiicitur, et est a iure designatum vel a Con-
ferentia Episcopali determinandum» 35. Decimos interesante, puesto 
que, si se trata de conseguir un proceso breve, tiene menos sentido 
que, como se hace en el Codice de Procedura Civile dello Stato Vati-
cano (art. 59, 1.0), se designe como tribunal de apelación de las sen-
tencias dictadas por el Juez único un tribunal como el de La Instan-
cia y se siga el procedimiento ordinario, ya que esto último equival-
dría a dilatar ampliamente el proceso. 
Por cuanto se refiere al procedimiento propiamente dicho se des-
cribe con cierta amplitud en Communicationes, haciéndose notar que 
en este proceso no existe una separación de distintas fases preclusi-
vas del procedimiento (introducción, instrucción, discusión y conclu-
sión), que caracterizan el proceso ordinario 36. Interesa destacar, en 
este momento, que según se perfila el contencioso sumario, hay una 
fase introductoria, que se inicia mediante la presentación del libelo 
de demanda que «anticipare debet multa quae in iudicio ordinario 
postea exhibentur: non solum facta quibus actoris petitio innititur, 
sed probationes quibus actor vult facta demonstrare, indicatis testi-
bus et alligato exemplari authentico documentorum, ac tamdem ex-
primere conclusiones actoris» 37. 
La citación se lleva a cabo mediante notificación de la demanda, 
en la que se incluye un decreto ad calcem del juez 36, otorgándose al 
demandado un plazo de quince días para que deposite el escrito de 
contestación a la demanda, con inclusión de las excepciones que es-
time pertinentes 39. El juez determinará, a la vista de los escritos de 
demanda y contestación, la fórmula de las dudas, que notificará a las 
partes, citándolas para la audiencia 40. Se encuentra presente ya la 
34. Cfr. Communicationes, IV.1.1972, p. 62. 
35. Communicationes, IV.1.1972, p. 62. 
36. Communicationes, IV.1.1972, pp. 62-63. «Ríe non habetur separatio in-
ter quattuor phases (introductionis instructionis discusionis et concIusionis 
in quibus communiter dispescitur instantia litis. Breviatio quae consequitur 
est effectus procedura oralis, quae valet coagulare diversa stadia iudicii». 
37. Communicationes, IV.1.1972, p. 62. 
38. Communicationes, IV.1.1972, pp. 62-63. 
39. Communicationes, IV.1.1972, p. 63. 
40. Communicationes, IV.1.1972, p. 63. 
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prohibición de aportar más de cinco testigos, que establece el c. 455, 
del Código Oriental para el proceso contencioso coram iudice unico 41. 
La audiencia es vista por el Relator del Coetus de processibus 
como un campo abierto ya que «probationes in audientia colliguntur, 
ad quam testes quoque citandi sunt; pars eiusque advocatus assistit 
excursioni alterius partis et testium ni si iudex ob rerum et persona-
rum adiuncta aestimaret aliquod temperamentum ponendum esse huic 
publicitati» 42. 
La audiencia se desarrollaría en una o varias sesiones según fuera 
necesario dada la naturaleza de la causa, dejándose al buen sentido 
del juez, que será quien determine la necesidad de una más amplia 
instrucción de la causa 43. Se insiste especialmente en el carácter oral 
de este procedimiento, ya que «Voces testium, explicationes peritorum, 
documenta allata percutiunt simul sensus iudicis, partium patrono-
rum»; pero se advierte a continuación que «ad sententiam dein scripto 
redigendam, et praesertim in casu appellationis, aliqualis scriptura 
necessaria esto Ideo «in audientia responsiones partium, testium, pe-
ritorum, petitiones advocatorum, redigendae sunt scripto a notario, 
sed summatim et in iis tantummodo quae pertinent ad substantiam 
rei controversae» 44. 
Una vez concluida la instrucción de la causa se procede, dentro 
de la misma audiencia, a la discusión oral que se desarrolla ante el 
juez por los patronos de las partes, pudiendo participar en ella el 
actor y el demandado. A continuación el juez se retira a deliberar, 
cuando es asistido por los asesores, y se redacta la parte dispositiva 
de la sentencia, siempre que no existan excesivas dificultades, pro-
nunciándola en la misma audiencia. Si el juez lo estima oportuno pue-
de posponer la sentencia para dentro de tres días 45. La sentencia ha 
de redactarse en su integridad, es decir con la parte motiva incluida, 
y notificarse a las partes en un plazo no superior a los quince días 46. 
41. Communicationes, IV.1.1972, p. 63. "Cum nota specifica huius proces-
sus sit ceIeritas, oportet imprimis refraenare excesivum numerum testium, et 
dein discusionem scriptam, quandoque omnino academicam, vitare. Ita statui-
tur quod singulis partibus non liceat pIures quam quinque testes adducere». 
42. Communicationes, IV.1.1972, p. 63. 
43. Communicationes, IV.1.1972, p. 64. "Praevideri debet prorrogatio audien-
tiae ad secundam veI tertiam sessionem, quía, nisi agatur de re evidenti in 
unica sessione difficulter contineri poterunt instructio, discusio et decissio. 
"Ideo 'si in audientia probationes iam admissae colligi haud potuerint, veI 
index necessarium duxerit novas probationes colligere, altera statuitur audien-
tia'». 
44. Communicationes, IV.1.1972, p. 63. 
45. Communicationes, IV.1.1972, p. 65. 
46. Communicationes, IV.1.1972, p. 65. 
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De cuanto hemos ido viendo se desprende la gran similitud que 
guarda el proyecto con el proceso ante el juez único del Código Orien-
tal, con la única salvedad .de que el sistema de publicación de la sen-
tencia difiere en cierta medida del c. 466 de este cuerpo legal, que 
establece que «pars dispositiva sententiae statim communicetur ore 
partibus, nisi iudex decernat decisionem secreto servandam esse usque 
ad formalem sententiae publicationem»; publicación que ha de lle-
varse a cabo cuanto antes, fijándose un plazo máximo de quince 
días (c. 467 C.P.O.). 
1.2. El proceso contencioso sumario en el «Schema de modo 
procedendi pro tutela iurium seu de Processibus» 
de 1976 
Hasta el año 1976 no se vuelve a tener noticia de los trabajos del 
Coetus encargado de elaborar el libro de los procesos. Justamente en 
este año, concretamente el 3 de noviembre, fue enviado para una am-
plia consulta el Schema denominado «De modo procedendi pro tutela 
iurium seu de Processibus» 47. Consta el mencionado Schema de 436 
cánones, frente a los 642 del libro IV del Codex de 1917. Va precedido 
de una amplia exposición, firmada por Mons. Sabattani, en la que 
se ofrece un amplio panorama de las principales modificaciones intro-
ducidas como fruto de las diversas sesiones de trabajo del Coetus 48. 
Se va perfilando más el proceso contencioso sumario en los cá-
nones que el Schema dedica a este proceso, concretamente los cc. 318-
334. Hay que hacer notar que se mantiene en sus trazos fundamen-
tales las estructura del procedimiento que hemos descrito; sin em-
bargo, encontramos más detalladamente expuestas las normas para 
la determinación de las causas que pueden conocerse mediante el pro-
ceso sumario, pues estamos ya en presencia de un proyecto completo 
que contempla toda la materia procesal, y por tanto se ha ido con-
cretando cuáles son las causas que se han de conocer siguiendo este 
procedimiento y cuáles podrán serlo si las partes lo desean. En los 
Praenotanda que acompañan al Schema se advierte este propósito: 
«De iure communi proposito in adnexo schemate demandantur hui e 
novae formae processuali: causae separationis coniugum (c. 357); eau-
47. Cfr. B. FRANK, O.c., p. 44. 
48. Pontificia Commissio Codici Iuris Canonici Recognoscendo. Schema 
canonum de modo procedendi pro tutela iurium seu de processibus (reserva-
tum). Tip. PoI. Vat. 1976. (En adelante se citará Schema 76). Puede verse, sin 
-el texto del Schema, la Introducción en Communicationes, VIII.2.1976, 185 ss. 
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sae incidentales (c. 246); causae de querela nullitatis (c. 284); nova 
causae propositio (c. 308)>> 49. Según el relator del Coetus estas son 
las causas que piden ser conocidas por el proceso sumario por dere-
cho común, mientras que por derecho particular se deja a las Con· 
ferencias Episcopales que regulen algunas determinaciones concre-
tas sobre el uso que puede hacerse de este proceso50 • 
El texto del canon del Schema que regula este tema es el 
siguiente: «§ 1.0 Processu contentioso summario, de quo in hac sec-
tione, debent vel possunt ea tantum causae tractari, quas vel ius 
commune vel lex a Conferentia Episcopali lata, tractandas es se vel 
tractari posse statuant» (c. 318 § 1). Veamos más detenidamente el 
alcance de este precepto. El derecho común puede mandar que una 
causa sea conocida siguiendo este trámite procesal o simplemente per-
mitirlo; por lo tanto, aquellas causas que no se encuentren expresa-
mente excluidas del ámbito de este proceso se entiende que el dere-
cho común permite que se conozcan de acuerdo con las normas esta-
blecidas en esta sección. 
Veamos, en primer lugar, qué causas están excluidas por derecho 
común, según los cánones del Schema de 1976: En primer lugar se 
excluyen las causas de nulidad del vínculo matrimonial. Este punto 
estuvo claro desde el comienzo de los trabajos del Coetus 51 ya que 
para estas causas se proyecta, al igual que el Codex de 1917, un pro-
ceso específico regulado en los cc. 335-350 y que contempla las espe-
cialidades que requiere este tipo de procesos respecto al ordinario 
o común. El c. 354 de las normas generales advierte que «causae ad 
matrimonii nullitatem declarandam nequeunt processu summario 
tractari», y añade una excepción «praeter casus de quibus in c. 351». 
Esta excepción se refiere a aquellas causas de nulidad del vínculo 
matrimonial de los llamados, en el Codex de 1917, «casus excepti» 
(cc. 190-192) y posteriormente desarrolladas por los arts. 226-231 de 
la Instrucción Provida Mater Ecclesia proponiéndose, para él, el nom-
bre de processus matrimonialis sumarius 52. 
49. Schema 76, p. XIII; Communicationes, VIII.2.1976, p. 192. 
50. Schema 76, p. XIII; Communicationes, VIII.2.1976, p. 192. «N.O 48, c) 
De iure particulari, lege a Conferentia Episcopali lata, determinationes pecu-
liares haberi possunt circa usum huius processus (c. 318)>>. 
51. Cfr. Communicationes, IV.1.1972, pp. 61-62. 
52. Cfr. Schemata 76, p. XV Y Communicationes, VIII.2.1976: «Processus 
matrimonialis summarius dicitur nunc procedura antea nuncupata «De casi-
bus exceptis» (cann. 1990-1992 CIC), et dein «De regulis in casibus specialibus» 
(M.P. Causas Matrimoniales X-XIII). Nomen novum videtur magis respondere 
ordinationi systematicae materiae dum praecedentes formulae exprimebant 
conceptum mere negativum». Este proceso especial viene regulado en el Sche-
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Lógicamente, también se excluyen del proceso sumario las causas 
de dispensa super rato, para las que el Schema establece un procedi-
miento especial (ce. 362-372) cuya naturaleza es estrictamente admi-
nistrativa, a pesar de que se emplee el término processus en el enca-
bezamiento del título 111. Para estas causas prevé el c. 367 que en la 
medida de lo posible se observen las normas relativas a la prueba 
contenidas en la regulación del contencioso ordinario y las propias 
de las causas matrimoniales. 
Del Schema no parece deducirse, en principio, ninguna otra ex-
clusión de causas, ya que las causas relativas a la nulidad del vínculo 
del orden sagrado no tienen en el Schema un propio proceso especial, 
a diferencia de cuanto ocurría en el Codex del 17 (cc. 1993-1988), lo 
cual hacía suponer que se podrían conocer siguiendo las normas del 
contencioso in genere (que es cómo se designaba en el esquema del 
76 el contencioso ordinario) 53. 
En este sentido hacía notar Grocholewski, a la vista del Schema, 
que bien podría pensarse, acerca de estas causas, que no se encontra-
ban expresamente excluidas de la tramitación según el contencioso 
sumario ya que para él únicamente se excluyen expresamente las cau-
sas de nulidad de matrimonio, exceptuándose los casos especiales 54. 
ma 76, en los cc. 351-353. Se trata, en efecto, de un procedimiento sumario en 
sentido propio, más acelerado aún que el entonces denominado sumario, es 
decir, el proceso sumario determinado. 
53. Communicationes, VIII.2.1976, p. 185, al hablar de la distribución de 
la materia procesal no se encuentra ya un proceso especial, como se hacía 
constar en el año 1970 Comm. II.1.1970, p. 183, «In sectione processuum specia-
lium sequuntur: causae contra sacram ordinationem», lo cual hace pensar que 
quizá se entendió por el Coetus o por la Comisión que no era necesario un pro-
ceso especial para estas causas, lo cierto es que aparece en Comm. vol. IV.1.1972, 
p. 59, 1 haciendo referencia a la cita anterior, pero en realidad ya no se hace 
más alusión a este tema, y desde luego en el Schema 76 no aparece regulado 
como especial. 
Una de las Animadversiones que se hacen contra este Schema es precisa-
mente poniendo de relieve esta laguna (cfr. Comm. X.2.1978, p. 212 -Causae 
de Sacra ordinatione, de reductione ad statum laicalem et de dispensationibus 
ab oneribus sacerdotalibus). Se hará caso de esta observación, pues en el 
Schema del año 80 ya aparece en los cc. 1664-1668. 
54. Cfr. Z. GROCHOLEWSKI, Natura ed oggetto del processo contenzioso sum-
mario, en «Ephemerides Iuris Canonici» 34, 1978, pp. 140-141. «La legge comune 
nel presente schema esc1ude soItanto le cause di nullita di matrimonio (can. 
354), con eccezione degli ordierni «casi speciali»; neanche si esc1udono ad esem-
pio le cause super rato {<quoties in instructione causae nullitatis matrimonii 
dubium valde probabile emerserit de non secuta matrimonii consummatione>} 
(can. 346 del nuovo schema) -prescrivere infatti una forma speciale per tali 
cause non significa positiva esc1usione del processo sommario- ne si esc1ude 
una eventuale causa «de vinculo sacrae ordinationis», ne alcuna aItra». De 
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La función que este c. 318 del Schema 76 le asignaba a la legis-
lación particular era más bien negativa, ya que el § 2 establecía que 
la ley particular no puede admitir que se traten causas que se encuen-
tren excluidas de esta forma o vía procesal por el derecho común, no 
pudiendo tampoco excluir de la tramitación como sumarias aquellas 
causas que el derecho común establece que han de conocerse según 
este tipo de procedimiento sumario 55. 
Al parecer, únicamente cabría que el derecho particular determi-
nase la exclusión de este procedimiento sumario de aquellas causas 
que el derecho común permite conocer sumariamente 56; sería pensa-
ble también la posibilidad de imponer como necesaria la tramitación 
sumaria -mediante ley particular- de aquellas causas que el derecho 
común simplemente permite tratar como sumarias, por analogía con 
el parágrafo anterior, si bien éste se está refiriendo a la legislación 
particular de la Conferencia Episcopal 57. 
Hemos dicho que se le asigna una función prácticamente nega-
tiva a la legislación particular, en el sentido de que únicamente cabe 
una reducción del ámbito de aplicación de este proceso. 
En el Schema 76 nada se decía explícitamente sobre la posibili-
dad de elegir una vía u otra en las causas en las cuales estaba per-
mitido emplear el sumario. En principio tendría tal facultad el actor 
que, al presentar la demanda, debería hacer constar su voluntad de 
emplear uno u otro procedimiento. 
Podría entenderse también -en ausencia de norma explícita-
que fuese el juez, a la vista de la entidad de la causa o de su posible 
complejidad, quien decidiese por una u otra posibilidad, un estrecho 
paralelismo con la posibilidad de elección que otorgaba el c. 1707 § 2 
del CIC 17. Podemos afirmar, de cualquier modo, que este extremo 
se encontraba lógicamente necesitado de una mayor concreción. 
En este Schema de 1976, que venimos comentando, la competen-
cia para conocer estas causas sumarias se atribuye, en primera instan-
cia, al juez o tribunal unipersonal, que puede a tenor del c. 23 cono-
contrario parecer era la interpretación del Relator del Coetus, quien afirmaba 
que quedan excluidas «semper causis nullitatis matrimonii aliisque tribunali 
collegiali reservatis» (Communicationes, IV.1.1972, pp. 61-62). 
55. C. 318 § 2. «Lex particularis non potest admittere ut processu summa-
rio tractentur causae, quas ius commune excludit ab hac processus forma, ne-
que potest excludere a processu summario causas, quas ius commune hac for-
ma tractandas esse statuib>. Schema 76, p 74. 
56. El c. 318 § 2 establece a continuación: «potest autem excludere causas, 
quas ius commune hac forma tractari permitit», Schema 76, p. 74. 
57. C. 318 § 1. «( ... ) quas ( ... ) lex a Conferentia Episcopali lata, tractandas 
es se vel tractari posse statuat». Schema 76, p. 74. 
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cer la causa asistido por dos asesores 58. A la vez el canon establece 
la posibilidad de que la ley o el Obispo establezcan otra cosa distinta, 
«nisi lex vel in singulis casibus Episcopus, de quo in c. 18 vel 22 aliter 
statuaÍ». Esta norma tenía su razón de ser lógicamente, por cuanto se 
refiere a que la ley establezca otra cosa, ya que si se prevé la utiliza-
ción de este procedimiento para la tramitación de la querela nullitatis 
(c. 284) y para la nova O' ulteriO'r prO'pO'sitio (c. 308), parece lógico que 
si es el mismo el tribunal competente -de acuerdo con el criterio 
jerárquico de competencia- para ambos remedios o recursos, no ten-
dría sentido que fuese el juez único quien conociese de ellos, al igual 
que ocurriría con las causas incidentales (c. 246) cuando surgieran 
en una causa que se esté conociendo ante tribunal colegial. 
En cambio, por lo que respecta a la posibilidad de que el Obispo 
en algún caso concreto decidiese otra cosa, en el sentido de enco-
mendar el conocimiento de la causa a un tribunal colegial, podría 
pensarse que era un tanto supérflua, habida cuenta de que el c. 24 § 2 
del Schema preveía ya con carácter general que el Obispo pudiese en-
comendar las causas más difíciles a un tribunal colegiado de tres 
o cinco jueces, cuando lo estime oportuno. 
El patrocinio de las partes procesales, en el proceso sumario, 
era regulado por el c. 320 del Schema, que establecía la posibilidad 
de que las partes actuasen sin necesidad de patronos, incluso en las 
causas en las que el c. 87 § 2 establece la necesidad de que se nom-
bre un patrono, bien a los menores, o a los mayores que litigan en 
causas relativas al bien público. Pero a la vez se contempla la posi-
bilidad de que el juez, cuando lo estime necesario, pueda otorgar pa-
trono de oficio a cualquiera de las partes, lo cual hacía supérflua esta 
norma, siendo suficiente la contenida en el aludido c. 87 § 2. 
El procedimiento se mantiene en este Schema prácticamente in-
mutado respecto a lo que ya se había avanzado en su día por el Re-
lator del CO'etus de PrO'cessibus 59 y que hemos estudiado anterior-
mente 60. 
1.3. Principales mO'dificaciO'nes del ((Schema de modO' procedendi 
prO' tutela Iurium seu de prO'cessibus» de 1976 
Este Schema sería objeto, como es bien sabido, de una amplia 
58. C. 319. Schema 76, p. 74. «Processus contentiosus sumarius fit in pri-
mo gradu coram iudice llOico, ad norman c. 23». 
59. Cfr. Communicationes, IV. 1.1972, pp. 62 ss. 
60. Cfr. Communicationes, VII 1.2.1976, pp. 192-193, que lo describe con 
cierta amplitud. 
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consulta, y posteriormente, teniendo en cuenta las observaciones he-
chas por las diversas instancias consultadas, sería reelaborado por la 
Comisión 61. 
De estas modificaciones aludidas tenemos una noticia amplia en 
Communicationes, que reproduce en sus trazos fundamentales la ma-
yor parte de las cuestiones relativas al proceso sumario que se deba-
tieron en las sesiones de los días 26 y 27 de marzo de 1979 62. 
Fue justamente en esta ocasión cuando se plantea la cuestión del 
adecuado encuadre sistemático del proceso sumario, ya que por sus 
características no cuadraba bien con la clasificación o encuadre que 
le había otorgado el Coetus en el Schema 76, calificándolo de juicio 
especial 63. Ahora se le sitúa entre los juicios en general, como un pro-
cedimiento prevalen temen te oral, plenario rápido diríamos nosotros, 
junto al plenario ordinario. 
No deja de plantear dudas la opción que se adopta, de denomi-
narlo proceso oral o contencioso oral, a alguno de los consultores, 
que manifiesta su discrepancia especialmente por la escasa latinidad 
del término oralis. A nosotros nos las plantea también, desde otra 
perspectiva, ya que parece más adecuada, a los efectos clasificatorios, 
la designación de este proceso como proceso plenario rápido, o si se 
prefiere sumario indeterminado. 
En esta ocasión parece que se vuelve a plantear la duda acerca 
de la utilidad o viabilidad de un proceso como el que se proyectaba, 
llegando a proponerse por alguno de los consultores la supresión ra-
dical del proceso contencioso oral. Las razones que se aducen no dis-
tan mucho de las que con anterioridad puso de manifiesto un Consul-
tor en las primeras elaboraciones, según se recordó: Si se ha procu-
rado elaborar un proceso contencioso ordinario, mediante la adopción 
de una serie de cambios tendentes a darle una mayor agilidad, sufi-
cientemente rápido y simplificado, no existe razón alguna para man-
tener esta proyectada Sección 11 64. Otro de los consultores aduce la 
61. Cfr. F. D'OsTILIo, E pronto il nuovo Codice ... , cit., p. 62; B. FRANK, 
O.C., p. 44. 
62. Communicationes, XI.2.l979, pp. 247 ss. 
63. Communicationes, XI-2.l979, p. 247. 
64. Communicationes, XI.2.l979, p. 248. «Aliquis Consultor proponit ut 
Sectio de processu contentioso orali penitus supprimatur, quia non iam adest 
ratio talem proceduram introducendi in nostro iure. Etenim Consultores illud 
schema «De processu contentioso summario» delineaverunt ac proposuerunt 
eo fine ut processus breviores fierent. Cum autem in processu contentioso or-
dinario multae emendationes ac normae introductae nunc sint quibus revera 
consulitur brevitati processum, deficit ratio praecipua introducendi novam 
proceduram in nostro iure». 
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razón de que, aun considerando el esquema del proceso contencioso 
oral, acabará imponiéndose la opinión de aquellos consultores que, re-
conociendo las razones aducidas, piensan sin embargo que puede 
esta vía procesal, tal como se desprende del Schema de 1976, parece 
que ha de ser sumamente reducido, habida cuenta de la prohibición 
de su utilización en las causas matrimoniales de nulidad 65. 
A pesar de esta postura menos favorable o, por mejor decir, abier-
tamente contraria a la adopción del proceso sumario o contencioso 
oral, acabará imponiéndose la opinión de aquellos consultores que, re-
conociendo las razones aducidas, piensan sin embargo que puede 
mantenerse el proceso oral, ya que constituye un cierto progreso en 
nuestro derecho, y sobre todo porque la cuestión de su ámbito de 
aplicación podrá ser mejor definida más adelante por la competente 
autoridad 66. 
Puede apreciarse, por consiguiente, una voluntad decidida de 
llevar a cabo el proyecto del proceso oral, a pesar de la oposición 
de algunos de los miembros del Coetus. Cabe preguntarse acerca del 
exacto significado de la afirmación de que el legislador pueda definir 
posteriormente su campo de aplicación; quizá se estaría pensando en 
la posibilidad de que la legislación particular posterior pueda permi-
tir tratar las causas de nulidad matrimonial según este procedimiento. 
Resulta difícil afirmarlo habida cuenta de que en el mismo proyecto 
hay una exclusión explícita de las mismas. 
En la misma sesión se procede al examen ae cada uno de los cá-
nones del Schema, produciéndose una serie de retoques, algunos de 
ellos de cierta importancia. 
En primer lugar se suprime el complejo y limitador § 2 del c. 318, 
adoptándose una forma más conveniente, al menos desde un cierto 
punto de vista, y así queda redactado este canon: «Processu conten-
tioso orali de quo in hac sectione tractari possunt omnes causae a 
iure non excIusae, nisi pars processum contentiosum peta!» 67, elimi-
nándose la referencia a la legislación particular y a la Conferencia 
episcopal que se hacía en el anterior Schema, y que como se ha apun-
65. Communicationes, XI.2.1979, p. 248: «Alter Consultor quamvis agnoscat 
schema de processu contentioso orali optimum esse, si ad scientiam iuridicam 
attendatur, tamen conset hoc schema supprimi posse, quia usus talis viae 
processualis minimus erit, attento vetito tractandi processu contentioso orali 
causas matrimoniales». 
66. Communicationes, XI.2.1979, p. 248. «Quinque consultores autem te-
nent processum contentiosum oralem utiliter retineri pos se sive quia pro-
gressum aliquem in nostro iure constituit sive quia quaestio de eius usu 
melius in futuro definiri poterit a competenti auctoritate». 
67. Cfr. Communicationes, XI.2.1979, p. 248. 
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tado no podía venir a significar otra cosa que posibles limitaciones 
del campo de aplicación de este procedimiento. 
La fórmula adoptada permite a las partes optar por la vía del 
proceso ordinario en aquellos casos en los cuales esté simplemente 
permitido conocer una determinada causa según el trámite del con-
tencioso oral, y no así cuando esté preceptuado que se emplee esta 
vía procesal. 
Esta solución, de dejar en manos de las partes la adopción de una 
u otra vía procesal, respetuosa con la voluntad de las partes, puede 
en algunos casos mostrarse un tanto inconveniente, ya que bastaría 
que una de ellas no tuviese mucho interés en obtener una pronta so-
lución del litigio, para pedir el cambio de tramitación al proceso or-
-clinario, evidentemente más lento y costoso, en línea de principio. No 
es difícil imaginar que puede en ocasiones interesar precisamente al 
aemandado el retrasar todo 10 posible la sentencia. 
En el proceso de la Seape -si bien admitía la posibilidad de 
tránsito de una vía procesal a la otra, puesto que así 10 establecía 
la misma decretal-, es decir, del proceso sumario al proceso ordi-
nario, era siempre el juez quien con el consentimiento de ambas par-
tes 68, o al menos de una de ellas, podía decretar tal cambio. Recuér-
dese igualmente el carácter privilegiado que tenían las causas suma-
rias, y por ende la consideración de renuncia a un privilegio que tenía 
en la mente de aquellos autores el tránsito a la vía ordinaria, y su 
'carácter irrevocable. 
En nuestra opinión era ciertamente más equilibrada la solución 
adoptada por la Saepe que la que aquí se va perfilando, ya que según 
-esta formulación queda en poder del demandado exclusivamente 
-pues no se requiere consentimiento del actor ni aprobación del 
juez- el evadir la posibilidad de la tramitación sumaria. 
Esta objeción que acabamos de hacer, habrá de mantenerse tam-
bién respecto al esquema o proyecto del año 1980 y al texto definitivo. 
Parece latir en el fondo una cierta actitud de prevención respecto al 
-proceso sumario, en el sentido de pensar que se encuentra más des-
provisto de garantías para las partes que el ordinario. Esta actitud 
la veremos aflorar en otros aspectos de la regulación concreta del 
'sumario. 
Nos parece que se encuentra aquí un cierto temor no suficiente-
68. Cfr. lo. ANDREA, o.c., glassa in V" non contradicentibus «innuit quod 
partibus contradicentibus non possit iudiciorum figura vel solemnitas ultra id 
quod hoc exprimitur observari quod verum intelligo quoniam sic procedere 
non est in iudicis potes tate vel quae papa sic procedimandat ut in principio 
,capituli». 
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mente justificado ya que en buena medida puede llegar a hacer inope-
rante el sumario, y en definitiva el deseo del legislador de ofrecer un 
cauce de tramitación más rápido para ciertas causas, precisamente 
por dejar esta posibilidad a la parte. En el proceso oriental se re-
quiere el consentimiento del Jerarca del lugar para poder conocer una 
causa sumaria según el rito ordinario 69. 
También se propone por alguno de los consultores que, para evi-
tar posibles dudas, se especifique en el § 2 del c. 318 qué clase de 
nulidad provoca la utilización del proceso cotencioso oral cuando esté 
expresamente prohibida para una determinada causa 70. 
Ciertamente, en el Schema 76 no quedaba este tema suficiente-
mente perfilado, ya que nada se decía en el c. 318, y el c. 334 no de-
jaba suficientemente claro cuándo existía, o podía existir, por tal mo-
tivo, una nulidad de la sentencia, ya que se prestaba a una dudosa 
interpretación, al establecer, de un lado, que «Si tribunal appellationis 
perspiciat in inferiori iudicii gradu sumarium processum es se adhibi-
tum extra casus a iure statutos vel permisos ad normam c. 318, causam 
iudicare debet secundum ordinarii processus normas», con lo que 
se daba a entender que podría utilizarse en una causa en principio 
no preceptuada, o permitida por el derecho común o por la legisla-
ción particular de la Conferencia Episcopal; mientras, de otro lado, 
continuaba el canon aludido «quod si ex non servato processu ordina-
rio sententia nullitate laboret, tribunal apellationis debet nullitatem 
declarare». Este canon sería reformado en esta sesión, disipándose 
toda duda al respecto. 
Se propone modificar el 318 fijando una fórmula según la cual 
es nulo lo actuado en transgresión del precepto contenido en este ca-
non a su párrafo 1.0 Dos consultores proponen incluir esta sanción 
de nulidad en un parágrafo 2.° del mismo canon, mientras que otro 
consultor propone que tal norma sancionadora de la nulidad de lo 
actuado, cuando indebidamente se emplea el proceso sumario o con-
tencioso oral, se debería incluir en el c. 354. Y esto se decía no sin 
cierto fundamento, ya que en este canon se contiene la única exclu-
sión explícita que hacía el proyecto en relación a las causas de nuli-
dad de matrimonio 71. 
Una tercera opinión se pronuncia en el sentido de estimar más 
69. C. 47 del C.P.O., según el cual el Jerarca del lugar puede, a petición 
de las dos partes, decidir que otras causas no reservadas al Tribunal Colegial 
sean sometidas a juicio ante Tribunal Colegial, con lo que esto supone ·de 
cambio de procedimiento. 
70. Cfr. Communicationes XI.2.1979, p. 248. 
71. Communicationes, XI.2.1979, p. 248. 
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conveniente la inclusión de este posible motivo de nulidad de la 
sentencia entre los enumerados en el c. 277, relativo a las causas o 
motivos de nulidad insanable de la sentencia. Esta solución, más 
acorde a nuestro entender con una adecuada sistemática, será recha-
zada, viniendo a incluirse en el c. 334, cuya redacción quedaba de la 
forma siguiente: «Si tribunal appellationis perspiciat in inferiori iudi-
cii gradu processum contentiosum oralem esse adhibitum extra casus 
a iure admissos, nullitatem sententiae declaret et causam remittat 
tribunali quod sententiam tulit» 72. 
En esta ocasión fue propuesta por alguno de los consultores, en 
relación con el c. 323 del Schema 76, la conveniencia de introducir en 
el proceso contencioso oral una audiencia preliminar, similar a la 
establecida en el Codice di Procedura Civile Vaticano arts. 243-249, y 
en la Z.P.O. Austriaca §§ 239-242, tendente a resolver las cuestiones 
previas que pueden suscitarse, permitiendo llegar a la audiencia de-
finitiva habiendo resuelto toda la posible gama de cuestiones preli-
minares que no harían otra cosa que entorpecerla. En la audiencia 
preliminar se resolverían las excepciones planteadas por el demanda-
do y otros incidentes de previa resolución; podría declararse si fuera 
necesario la contumacia o ausencia del demandado, o del actor, o 
bien admitir nuevas pruebas no aducidas en la demanda y en la 
contestación. Esta audiencia tendría una finalidad preparatoria de 
la audiencia definitiva, en la que libre de estas cuestiones podría 
entrarse a resolver sobre el fondo 72. 
Esta propuesta fue rechazada, sin que se entrara en el nudo de 
la cuestión 73. Conviene tener presente que este mismo consultor alu-
de ciertamente a la audiencia prelimnar que, tanto en el Codice di 
Procedura Civile Vaticano como en la Z.P.O. Austriaca, se llevan a 
cabo precisamente en el procedimiento que podríamos calificar de 
plenario ordinario; en éste, por la importancia de la materia suscep-
tible de conocimiento judical según tal procedimiento, se requiere 
efectivamente de la audiencia preliminar. Sin embargo, en el Codice 
72. Communicationes, X1.2.l979, p. 255. 
72. Communicationes, X1.2.l979, p. 250 s.: «Aliquis consultor proponit ut 
can. 323 (et deinde can. 324-327) modificetur ad introducendam in processu 
contentioso orali Audientiam Praeliminarem, quae invenitur in «Codice di pro-
cedura civile dello Stato della Citta del Vaticano» (aa. 243-249) atque in pro-
cessu civile austriaco (Zivilprozessordnung §§ 339-242) cum temporis, laboris 
ac iustitiae magno emolumento». 
73. Communicationes X1.2.l979, p. 251. «Alii Consultores laudant indolem 
didacticam huius redactionis, censent autem pro indole iuridica et technica 
Codicis meliores esse textus canonum qui praebentur in Schemate. His dictis, 
Consultores decernunt ut servetur can. 323 prout in schemate». 
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di Procedura CiviZe Vaticano, por ejemplo, tratándose del procedi-
miento ante el juez único (arts. 322 ss.), se suprime la audiencia pre-
liminar, precisamente por el carácter que tiene de plenario rápido 
o acelerado, y por la índole de las materias que pueden seguir este 
tratamiento procesal. 
Con todas estas modificaciones, y algunas más que tendremos 
ocasión de tratar en su momento, se elabora el texto que aparece en 
el Schema Codicis Iuris Canonici de 1980 '\ Y el cual será ulterior-
mente retocado, aunque haya que decir que en pequeños detalles, en 
la ReZafio de 1981, al menos en lo que afecta al tema del proceso 
contencioso oral. Unicamente se añade una modificación al c. 1608 
del Schema 80, que establece la nulidad de lo actuado cuando se uti-
liza el contencioso oral fuera de los casos permitidos por el derecho '5. 
Con todas esas observaciones se elabora el Schema Novissimum 
de 1982, que permanecerá inalterado prácticamente, salvo la acomo-
dación necesaria para la numeración definitiva del crc, al menos en 
]0 que respecta al proceso que nos ocupa. 
Una vez delineada la evolución del presente tema, en las sucesi-
vas fases de redacción del Codex Iuris Canonici, hemos de ocuparnos 
de la regulación tal como ha quedado perfilada en los cánones dedi-
cados al contencioso oral en el texto definitivo. 
74. Schema Codicis Iuris Canonici iuxta animadversiones S.R.E. Cardi· 
nalium, Episcoporum Conferentiarum, Dicasteriorum Curiae Romanae Univer-
sitatumque ecclesiasticarum necnon Superiorum Institutorum vitae consecra-
tae recognitum, Tip. PoI. Vat. 1980. Este «esquema de todo el Código, fue 
presentado, el 29 de junio de 1980, fiesta de los Santos Apóstoles Pedro y 
Pablo, al Sumo Pontífice que dispuso fuera remitido para su definitivo examen 
y juicio, a los distintos Cardenales miembros de la Comisión ( ... ). Estos, a 
principios del año 1981, enviaron muchas enmiendas que luego con la ayuda 
de consultores especialmente expertos en las distintas materias de que se 
trataba, fueron sometidas por la Secretaría de la Comisión a cuidadoso exa· 
men, estudio diligente y colegial discusión. Una síntesis de todas las enmien-
das juntamente con las respuestas dadas por la Secretaría y los Consultores, 
fue remitida a los miembros de la Comisión en el mes de agosto de 1981» 
(Prefacio del CIC en Codigo de Derecho Canónico, edición anotada a cargo 
de P. LoMBARDfA Y J. I. ARRIErA. Pamplona, 1983, pp. 65). Se trata, esta síntesis, 
de la conocida Relatio complectens synthesim animadversionum ab Em.mis 
atque Excmis patribus Commisionis ad novissimum Schema Codicis Iuris 
,Canonici exhibita, cum responsionibus a secretaria et consultoribus datis, 
Tip. PoI. Vat. 1981 (en adelante Relatio 81). 
75. Relatio 81, p. 326, ad can. 1608, 2 «ex officio: Unanimiter censent 
consultores ad praescriptum can. 1608 sanctionem invaliditatis addendam esse, 
et proponunt ut tanquam § 2 eiusdem canonis dicatur: "§ 2. Si processus 
·oralis adhibeatur extra casus iure permissos, actus iudiciales sunt nulli" . 
. Ratio "ut abusus praecaveantur"». 
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2. El proceso contencioso oral en el CIC de 1983 
2.1. Naturaleza del proceso contencioso oral 
Se ha aludido ya en el apartado anterior a las dudas y problemas 
que se suscitaron acerca del encuadre sistemático del proceso con-
tencioso oral 76 , directamente relacionado con su naturaleza. 
Hemos de ocuparnos ahora, de manera más directa, de determi-
nar la exacta naturaleza de este proceso. 
De una confrontación de la estructura del proceso contencioso 
oral con la del proceso sumario de la Saepe pueden recabarse algu-
nos datos interesantes a este respecto, pero pensamos que quizá ten-
ga más trascendencia el lugar que dentro de la arquitectura procesal 
le corresponde a este tipo de proceso y la función que viene a cum-
plir, respecto al proceso ordinario. 
Si nos atenemos a las semejanzas y diferencias que se pueden 
encontrar, hay que señalar que la primera de las características del 
proceso sumario de la Saepe era la supresión de la necesidad del libe-
lo de demanda 77. En el proceso contencioso oral se establece, en cam-
bio, que la demanda ha de hacerse por escrito (c. 1658); se añade tam-
bién a las prescripciones del c. 1504 un mayor rigor en la medida 
en que se requiere la exposición «breve, completa y clara» de los 
hechos en los que se fundan las peticiones del actor, y la indicación 
de las pruebas mediante las cuales el actor pretende demostrar los 
hechos y que no ha podido aportar con la demanda, de manera que 
el juez pueda recabarlas inmediatamente. 
El parágrafo 2 de este canon añade aun otro requisito más, «li-
bello adnecti debent, saltem in exemplari authentico, documenta qui-
bus petitio innititur» del que tendremos ocasión de ocuparnos más 
detenidamente. 
Este mayor rigor formal obedece a la necesidad de que en este 
tipo de procesos se encuentre todo preparado desde el comienzo del 
proceso, «libellus anticipare debet multa quae in iudicio ordinario 
postea exhibentur: non solum facta quibus actoris petitio innititur, 
sed probationes quibus actor vult facta demonstrare, indicatis testi-
bus et alligato exemplari authentico documentorum, ac tandem expri-
mere conclusiones actoris» 78, con objeto de evitar dilaciones innece-
sarias. Parece lógico, en efecto, que tal requisito se incluya en el pro-
76. Vid. supra texto correspondiente a la nota 63. 
77. Cfr. lo. DE LIGNANO, o.c., p. 2, lo. ANDREA, O.C., fol. 52R, glossa in v" non 
exigat y la in VO neccesario. 
78. Communicationes, lV.1.1972, p. 62. 
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ceso oral, y a decir verdad ya en los comentarios a la Saepe había 
autores que advertían, de que a pesar de la posibilidad que se ofre-
cía de formular la demanda oralmente, los abogados cautos hacen 
triplicar el libelo; así lo expresaba Juan Andrés «cauti advocati acto-
rum faciunt triplicari libellos: unum dant notario quae scribit acta; 
aliud reo, tertium sibi servant ad finem, de qua dicitur, ut melius, 
et certius possitiones, et articulas forment» 79. 
En la doctrina más reciente acerca de la oralidad, y en la prácti-
ca de muchos de los ordenamientos, aparece suficientemente clara es-
ta idea, de no ser necesario que la demanda se proponga oralmente, 
para poder calificar un proceso como proceso oral. Así lo señalan ya 
Capelletti 80 y Nicora 81. 
La supresión de la litis contestatio solemne, que vimos se opera 
por obra de la decretal Saepe, no deja de ser una de las característi-
cas del proceso contencioso oral, al igual que la supresión de la con-
clusio in causa 82. 
En efecto, en el nuevo proceso contencioso oral, la litis contesta-
tio solemne no se encuentra presente, ya que el c. 1661 § 1 hace ex-
clusiva referencia a la determinación mediante decreto judicial de la 
fórmula de las dudas: <<Íudex perspectis actis, formulam dubii deter-
minet». A esta determinación de la fórmula de la duda -que la doctri-
na denomina litis contestatio simple- se unirán algunos de los efec-
tos de la litis contestatio que el Codex actual regula en los cc. 1514, 
1515, 1516, 1459 § 2 Y 1462 § 1 83. 
79. lo. ANDREA, o.c., fol. 52 V' gZossa formari debeant. En idéntico sen-
tido lo. ab IMOLA, Lectura super clementinas, Venetiis, 1480, fol. 4 3R. 
80. M. CAPPELLETTI, La testimonianza della parte neZ sistema dell'oralitiJ., 
Milano, 1962, pp. 40-41. 
81. A. NICORA, Il principio di oralitiJ. neZ diritto processuaZe civile italiano 
e neZ diritto processuaZe canónico, Roma, 1977, p. 171. 
82. Vid., por ejemplo lo. DE LIGNANO, o.c., p. 7; F. ZABARELLA, Lectura super 
clementinis, Venetiis, 1499, fol. CCI V'. 
83. La doctrina distinguió, en base a la normativa del CIC 17, dos clases 
de efectos de la litis contestatio: 
a) efectos procesales: 1.0 determinación del objeto del proceso que que-
da, en línea de principio, invariable a lo largo del proceso, y sobre el que 
ha de recaer sentencia (c. 1731 1.0 del CIC 17); 
2.° preclusión de las excepciones dilatorias y de las perentorias de pleito 
acabado, ya que de no ser propuestas antes de la litis contestatio no cabe 
hacerlo posteriormente (cc. 1628 y 1629 CIC 17); 
3.° concluye la fase o período introductorio de la causa y se abre por 
el juez el período instructorio de la causa, o fase probatoria (c. 1731, 2.° 
CIC 17); 
4.° se da inicio a la instancia a tenor del 1732 CIC 17. 
b) Efecto substancial, ya que únicamente se alude a la pérdida de la bue-
na fe procesal en el poseedor de cosa ajena Cc. 1731, 3.° CIC 17). 
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Entre los autores que comentaban la decretal Saepe hemos po-
dido comprobar una clara tendencia -aún habiéndose suprimido la 
litis contestatio en el proceso sumario- a unir sus efectos al acto pro-
cesal que en el Ordo solemnis seguía a la misma, que era el iuramen-
tum calumpniae 84. 
Por cuanto se refiere a la supresión de la conclusio in causa, hay 
que advertir que el Codex, en las causas que se conocen siguiendo 
este procedimiento, no requiere que se dé la conclusión en la causa, 
si bien una vez que la práctica de la prueba ha comenzado a llevarse 
a cabo, aunque sea con la sola declaración de un testigo, ya el juez 
no puede ordenar otra prueba que no fuera propuesta antes, sino con-
forme a lo que se indica en el c. 1600, tal como establece el c. 1665. 
Es interesante considerar el hecho de que la supresión de ambas 
formalidades del proceso del solemnis ordo, y también del ordinario 
del CIC 17, vino a cumplir una función, en orden a la preclusión, de 
otorgamiento de ciertas facilidades, y significó el cierre de uno de 
los períodos estancos en que se dividía el proceso ordinario, bien sea 
el período introductorio (la litiscontestatio), bien el período instructo-
rio (la litiscontestatio), bien el período instructorio o probatorio (la 
conclusio in causa), dando paso, este último, al período decisorio de 
la causa, por lo que significó la Saepe el derrumbamiento, al menos 
parcial, de la división del proceso en esa serie de fases preclusivas 
que caracterizó el proceso formal y solemne 85. 
84. Véase a título de ejemplo, F. ZABARELLA, o.c., fol. CHI, R.0, «Si erit 
causa in qua non fit litis contestatio per iuramentum calumniae surget idem 
effectus ac si lis contestaretur, alio modo esset deterior conditio causarum 
in quibus proceditur summarie quod aliarum contra menten constitutiones». 
Algo similar ocurre con quienes comentan el proceso oriental; puede verse, 
por ejemplo, M. CABREROS, El principio de oralidad ... , cit., p. 148, quien co-
mentando el c. 459 del C.P.O. escribe: «Trátase en este canon de la contesta-
ción a la demanda (litiscontestación), que aún en el proceso escrito se realiza 
oralmente. A fin de que las partes puedan presentarse ante el juez bien infor-
madas acerca de la causa y fijar claramente los puntos de la controversia, 
se les concede un plazo mínimo de diez días entre el término concedido para 
la respuesta del reo a la petición del actor y la réplica de éste -si tuviere 
lugar- y la fecha señalada para el acto de litiscontestación». 
85. Adviértase que la rigidez de la preclusión, que también vemos se 
opera en el CIC 17, por ejemplo respecto a las excepciones, no es tampoco 
excesiva (vid. c. 1628 §1, que contempla la excepción a la preclusión general 
que establece al inicio del parágrafo, <<llisi contestata iam lite primum emerse-
rint, aut pars iureiurandum affirmet eas tunc tantum innotuisse»; y el 
c. 1629 § 1 respecto a las perentorias de pleito acabado); y si se trata de la 
posibilidad de recibir o pedir pruebas por el juez, una vez producida la 
conclusio in causa, tampoco deja de haber sus excepciones justificadas (cfr. 
cc. 1681 § 2). 
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Si en el proceso sumario de la Saepe decae esa división rígida del 
proceso del ordo solemnis, en el proceso contencioso oral igualmente 
desaparece esa manifestación del principo de preclusión, y así lo ma-
nifestaba el Relator del Coetus de processibus: «Hic non habetur se-
paratio inter quattuor phases (introductionis, instructionis, discussio-
nis et conclusionis), in quibus communiter dispescitur instan tia litis. 
Breviatio quae consequitur est effectus procedurae oralis, quae valet 
coagulare diversa stadia iudicii» 86. 
En el proceso oral no dejará de distinguirse al menos dos fases, 
la introductoria, en la que ha de prepararse de algún modo todo el 
material que ha de emplearse en la audiencia, y la fase instructoria, 
que se lleva a cabo en la audiencia. Hay que hacer notar que esa 
separación de fases no implica una fuerte preclusión, aunque el buen 
orden procesal imponga necesariamente que no se puedan llevar a 
cabo ciertas actuaciones una vez se ha dado el paso de una fase a 
otra; piénsese, por ejemplo, que en línea de principio no cabría uti-
lizar excepciones dilatorias, una vez fijada la fórmula de la duda, tal 
como hemos visto, ni tampoco cabe que se lleve a cabo la proposi-
ción de unas pruebas una vez oído el testimonio de uno de los tes-
tigos, ya que este hecho parece simbolizar la conclusio in causa. 
El modo en que el c. 1668 § 1 prevé ha de llevarse a cabo la lec-
tura de la parte dispositiva de la sentencia, en presencia de las par-
tes, recuerda evidentemente la forma menos formal y sin solemnida-
des propias del proceso sumario clementino, que establecía la lectura 
de la sentencia ante las partes. 
Si nos fijamos en los poderes del juez, podemos apreciar un cier-
to incremento de los mismos en la dirección del proceso, especial-
mente en el desarrollo de la audiencia ya que también será él quien 
determina la fórmula de la duda mediante decreto (1601 § 1), quien 
decide si es o no necesaria otra nueva audiencia (1668), etc.; que re-
cuerda también con mucho el proceso clementino, donde el juez vio 
incrementados sus poderes de dirección procesal adoptando una acti-
tud más activa en la buena andadura del proceso, especialmente pa-
ra evitar las excesivas dilaciones, obra de las partes o de sus abo-
gados 87. 
La limitación de las apelaciones frustratorias y dilatorias, era 
86. Communicationes, IV.1.1972, p. 62. 
87. Así dice textualmente la decretal <<ludex cuí taliter causam commit-
timus, ( ... ) amputet dilationum materiam, litem, quantum poterit, faciat bre-
viorem, exceptiones, apelIationes dilatorias et frustratorias repelIendo, par-
tium advocatorum contentiones et iurgia, testiumque superfluam multitudinem 
refrenando». (Ed. E. FRIEDBERG, cit. col. 1200). 
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otra de las medidas que adoptaba la Saepe para evitar la dispersión 
del proceso, y un excesivo alargamiento del mismo por la paraliza-
ción del procedimiento. . 
En la mente del Relator del libro De procesibus no deja de estar 
presente esta idea limitadora de las apelaciones interlocutorias, por 
lo que escribe: «Nam procedura huius generis, quae nititur in ele-
mento orali et in publicitate, aut in paucis sessionibus sibi brevi suc-
cedentibus absolvitur, aut nunquam resumi poterit post diturnam in-
terruptionem. Roc alterum eveniret, si daretur appellatio a senten-
tiis interlocutoriis» 88. A la vez advierte: «Ruiusmodi apellatio non 
denegatur, sed cumulatur cum appellatione a sententia definitiva, 
quae ceterum, intra paucos die s sequitur. Ita quodcumque damnum 
non erit grave» 89. 
Se aprecia, por lo tanto, una gran semejanza, en los aspectos 
concretos que hemos examinado hasta el momento, entre el proceso 
sumario de la Saepe y el proceso contencioso oral. Pero más que es-
tos puntos concretos, en los que aparecen también ciertas divergen-
cias, hemos de fijarnos en la función que el proceso sumario desem-
peña respecto al proceso ordinario, dentro de la arquitectura comple-
ta del libro VII del actual Código de Derecho Canónico, al objeto de 
fijar su naturaleza. 
Pensamos que la función que se le asigna al mismo es muy si-
milar a la que cumple, en el momento de su creación, el proceso su-
mario de la Saepe respecto al proceso del ordo solemnis. Frente a es-
te viene a situarse como procedimiento mucho más ágil, desprovisto 
formalidades excesivas, que tiende a obtener una justicia más rápida 
y eficaz para aquellas causas en las que realmente hay un peligro en 
la demora. 
Bien es verdad que el proceso ordinario, tanto en el Codex de 
1917, como en el actual, no puede decirse que guarde una excesiva 
semejanza con el solemne del derecho común, sin embargo, no deja 
de poseer algunas de sus características, tanto en cuanto a la pervi-
vencia de ciertos formalismos, como a la división en períodos pre-
elusivos, moderadamente elásticos, pero que no dejan de estar pres-
critos, y sobre todo su carácter prevalentemente escrito. 
Baste recordar a este respecto todo el movimiento surgido con 
posterioridad al Codex de 1917 para reelamar una mayor agilidad en 
88. Communicationes, IV.1.1972, pp. 64-65. 
89. [bid., p. 65. 
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el tratamiento de las causas matrimoniales, cuya duración no puede 
decirse que fuese pequeña 90. 
De todas formas, ante la insistencia de la doctrina y de la opinión 
pública, como es sabido, se llevó a cabo una cierta reforma, mediante 
el M. P. Causas matrimoniales, tendente a agilizar el procedimiento 
de las causas matrimoniales, aun a costa de mermar en cierta me-
dida el principio de igualdad de partes 91. 
90. Puede verse a este respecto N. DENTICI, Antecedentes sociológicos y 
jurídicos del M.P. "Causas Matrimoniales», en "Revista Española de Derecho 
Canónico», 33 (1977), pp. 243-293 especialmente pp. 248 Y ss. No deja de ser 
interesante el resumen de las causas que motivan los retrasos en la admi-
nistración de justicia, lo que lleva a cabo en una amplia muestra de 717 
sentencias examinadas, que pensamos vale la pena reproducir: "Las causas 
de esta excesiva duración son muy diversas. Hemos observado que la ma-
yoría de los retrasos se dan en la fase de apelación, unas veces porque las 
partes renuncian a ella o no la prosiguen y otras veces por la inercia del 
Tribunal. 
Otros retrasos se producen: 
»Por dificultades en la citación. 
»Por la falta de impulso en las partes que presentan la demanda. 
»Por no fijar con precisión desde el principio los capítulos por los que 
se pide la nulidad del matrimonio, lo que no hace más que provocar nuevas 
demandas, bien por un capítulo, bien por otro, hasta dar con el capítulo 
oportuno para conseguir una sentencia favorable. 
"Por no presentar demandas intempestivas que carecen totalmente de 
fumus boni iuris. 
»Por presentar pruebas impertinentes, entre ellas la testifical es la que 
más problemas ha causado: se presentan multitud de testigos que dicen exac-
tamente lo mismo y muchas veces sus declaraciones no atañen directamente 
al hecho objetivo de prueba, lo cual no hace nada más que retrasar la causa. 
»Por plantear multitud de incidentes y recursos muchas veces inoportunos. 
»Y por supuesto es muy general el incumplimiento de los plazos esta-
blecidos» (o.c., pp. 249-250). 
Puede apreciarse que la mayor parte de los retrasos obedecen a causas 
directamente relacionadas con las partes y los abogados de las partes, más 
que con una determinada forma de procedimiento. 
Véase también F. DELLA RoccA, Prospettive di riforma della legislazione 
processuale canonica, en "Apollinaris» 40 (1967), pp. 443-456; ID., Spunti post-
conciliari di riforma del proceso matrimonialé canonico en "Dinámica jurí-
dica postconciliar». Trabajos de la XII Semana de Derecho Canónico, Sala-
manca, 1967, pp. 205-212; I. GORDON, De nimia processuum matrimonialium du-
ratione, en "Periodica de · re Morali canonica et liturgica» 58 (1969), pp. 491-
596 y 641-735: véase la amplia bibliografía citada por este autor y los apén-
dices en los que incluye diversos extractos de artículos aparecidos en rela-
ción con el tema. 
91. No podemos detenernos en un análisis pormenorizado de este tema, 
del que ya tuvimos ocasión de ocuparnos brevemente en la Comunicación 
presentada al IV Congreso Internacional de Derecho Canónico, Tiempo y 
Proceso, en torno a los derechos fundamentales dentro del proceso matri-
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Sí interesa destacar que, a pesar de tratarse -el proceso ordi-
nario del CIC 17- de un proceso, de los que se han dado en deno-
minar mixtos, parece que se ha ido cayendo en buena medida en un 
cierto formalismo, aunque quizá no sea ésta la causa de tanta len-
titud -calificada de exasperante- en la tramitación de estas causas. 
Por lo tanto, el proceso contencioso oral parece venir a jugar ese 
papel de hacer posible, en aquellas causas que el legislador considera 
de menor trascendencia, una tramitación más rápida, de forma que 
no se produzcan retrasos innecesarios. Se trata de una forma pro-
cesal simplificada que, siguiendo la doctrina procesal civil, cabría 
calificar de proceso sumario indeterminado o proceso plenario rápido. 
Veamos en qué consiste éste, con un cierto detenimiento, aunque 
el concepto ya fue adelantado, no sin proceder a una necesaria tarea 
de clarificación. 
Hemos visto cómo el concepto prevalente en la doctrina canó' 
nica de lo que es un proceso sumario se encuentra fuertemente vincu· 
lado al proceso de la Saepe, y aunque no se desconoce la existencia 
de los sumarios ejecutivos o sumarios determinados, el proceso su 
mario constituye una variante respecto al proceso ordinario y solem· 
ne, que ofrece las ventajas de una mayor celeridad y rapidez, pres-
cindiendo de ciertas formalidades. La sumariedad, en el concepto de 
estos autores, significa más bien la simplificación formal del pro· 
-cedimiento, tendente a conseguir una justicia más rápida y econó-
mica, más que una reducción del ámbito de _ conocimiento del juez 
sobre un aspecto determinado de la relación jurídica material dedu· 
cida en el proceso. Frente a este concepto, que se puede identificar, 
,con ciertas acomodaciones, con el concepto de sumario indetermi· 
nado, la doctrina procesal civil ha ido elaborando un concepto de 
sumario, que parece reducir esta denominación al campo de los pro-
cesos sumarios determinados, proponiendo la adopción del término 
juicio plenario rápido o acelerado, para designar en realidad el pro-
ceso sumario indeterminado. 
En efecto, para un cierto sector de la doctrina procesal española 
.el concepto de proceso sumario, o mejor, de procesos sumarios, viene 
a coincidir en buena medida con el que Fairén Guillén propone. Este 
autor ha prestado especial atención a la sistematización de las diver-
sas formas procesales vigentes en España, dedicando parte de su pro-
·ducción al esclarecimiento de los diversos módulos procesales en di-
monial, en Les Droits Fondamentaux du Chretién dans l'Eglise et dans la 
societé, Actes du IVe Congres Intemational de Droit Canonique, publie par 
:E. CORECCO, N. HERZOG, A. SCOLA, Friburgo 1981, pp. 581 ss. 
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versos trabajos monográficos 92. Frente al proceso plenario solemne 
u ordinario, sitúa los procesos plenarios rápidos o acelerados. Del pri-
mero nos dice que se «basa y se ha basado siempre en el deseo de aca-
bar para siempre con el litigio entre las partes de manera judicial, 
de tal modo que no sea posible un nuevo proceso sobre el punto 
resuelto (a excepción de los remedios extraordinarios de revisión). 
Por ello es de desear en él una mayor extensión en el desarrollo de 
las pretensiones, de tal modo que todas las relaciones litigiosas sean 
resueltas» 93. Esta finalidad apuntada implica a su vez la necesidad de 
que se permita a las partes que «completen lo mejor posible, y con 
toda la extensión necesaria, sus medios de ataque y de defensa y que 
las apoyen sobre todas las pruebas que estimen del caso y que sean 
admisibles a juicio del tribunal. Igualmente sus medios de impugna-
ción son los más amplios del sistema procesal» 94. 
Los procedimientos plenarios rápidos «se diferencian del ordina-
rio simplemente por su forma más corta, pero no por su contenido, 
que es el mismo cualitativamente, jurídicamente plenarios» 95, puesto 
que en ellos no hay una reducción del objeto sobre el que versa el 
conocimiento -visto para el futuro- son las mismas que justifica-
rían uno solemne y extenso; en principio no se podrían recortar los 
medios de ataque y de defensa, pues el litigio debe terminar definiti-
vamente con la sentencia, en ella se han de examinar todas las cues-
tiones del fondo del asunto. Sólo por la escasa cuantía o por la 
presunción de la facilidad de resolver el conflicto, se admite en tales 
casos un procedimiento abreviado» 96. En otras palabras, que el fun-
damento de los juicios plenarios rápidos o acelerados no es otro 
que el de la economía procesal, que tiende a suprimir formalidades 
y actuaciones que se consideran supérfluas; no existe por tanto una 
fundamentación en la naturaleza del objeto procesal. 
El proceso o procedimiento sumario se caracteriza, en cambio, 
para este autor, porque la forma acelerada no obedece sólo a razo-
nes de índole extrínseca o formal, sino que obedece a razones de 
índole material, es decir al peculiar objeto que se ve sometido a tra-
tamiento procesal, que es el que determina la celeridad del procedi-
miento 9'1. Una de las características principales y diferenciadoras de 
92. V. FAIREN, El juicio ordinario y los plenarios rápidos ... , cit., especial-
mente, pp. 53 Y ss.; Estudios de Derecho procesal, Madrid 1968, pp. 825-837. 
93. V. FAIREN, El juicio ordinario y ... , cit., p. 53; Estudios .. . , cit., p. 373. 
94. V. FAIREN, Estudios ... , cit., p. 373. 
95. V. FAIREN, Temas del ordenamiento procesal..., cit., p. 828. 
96. V. FAIREN, El juicio ordinario ... , cit., p. 54. 
97. V. FIAREN, Estudios ... , cit., p. 375. 
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los juicios sumarios radica precisamente en el acotamiento de la ma-
teria sometida a juicio, y así lo manifiesta Guasp: «En el proceso 
sumario se produce una limitación de la cognitio judicial, un acota-
miento del problema que, dentro del juicio, ha de ser decidido por 
el juez dejando fuera del mismo aquellos extremos que no estén 
dotados de la fehaciencia que define esta clase de procesos» 98. 
En el mismo sentido se expresa Fairén, al señalar que «existen 
casos en que un peligro jurídico es inminente, y ha de darse a los 
interesados un medio procesal de evitarlo con la rapidez adecuada; 
en vez de plantearse ampliamente todas las cuestiones jurídicas que 
surgen en torno al peligro se debe enfocar procedimentalmente sólo 
ese preciso punto, de tal modo que sólo se discuta y se sentencie de 
él, no se tratará, pues, en tales casos, de un proceso exhaustivo de 
la relación jurídica litigiosa» 99. «Así, pues, en tales casos, el proceso 
indicado y adecuado al peligro que lo provoca no agotará el litigio 
total, sino solamente uno de sus fragmentos» 100. Pero es que ade-
más, y como lógica consecuencia de esa limitación del conocimiento 
del juez, de ese «acotamiento procesal», hay lógicamente una limita-
ción en los medios de prueba y en las defensas de las partes, llegando 
en algunos casos a quedar éstas sumamente reducidas 101. 
Tales limitaciones implican a su vez una limitación en cuanto a 
los efectos de la cosa juzgada de la sentencia, pues como pone de 
relieve Prieto Castro «la cosa juzgada que en ellos se produce, es fun-
damentalmente la formal, y que la cosa juzgada que pudiera origi-
narse es sólo parcial» 102. 
Como puede verse, el concepto de juicio sumario que existe en 
la doctrina procesal, al menos de un sector importante, no parece 
que pueda asimilarse fácilmente al que se emplea en la doctrina ca-
nónica, fiel a un concepto de elaboración tradicional, basado lógica-
mente en la Decretal Saepe, y que, como ha señalado De Diego-Lora, 
«sigue dependiendo de la idea de aceleración y de rapidez» ya que el 
calificativo de sumario «aparece justificado fundamentalmente en ra-
98. J. GUASP, Derecho Procesal Civil, II, Madrid 1968, p. 16; L. PRIETO 
CASTRO, Tratado de Derecho Procesal Civil, n, Pamplona 1982, pp. 37 Y ss.: 
"El proceso sumario en este sentido (estricto) es aquel donde se impone 
una limitación en cuanto al objeto, en el procedimiento y en los medios de 
ataque y de defensa, con la consiguiente restricción del conocimiento por el 
órgano jurisdiccional». 
99. V. FAIREN, El juicio ordinario ... , cit., p. 54. 
100. V. FAIREN, Estudios ... , cit., p. 374. 
101. L. PRIETO CASTRO, Tratado dé Derecho Procesal, II, Pamplona, 1982, 
p. 38. 
102. L. PRIETO CASTRO, Tratado ... , cit., p. 38. 
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zones procedimentales, en la omlSlOn de las solemnidades propias 
del proceso ordinario, en una razón, por tanto, puramente adjetiva, 
procedimental. Y esta razón no deja de ser, en la actualidad, la que, 
en ámbito procesal canónico, se sigue utilizando para calificar un pro-
ceso de sumario en contraposición con el ordinario solemne» 103. 
Buena prueba de ello son las palabras de Sabattani, referentes 
al entonces denominado, en los Schemata de Processibus, Proceso con-
tencioso sumario, que a continuación transcribimos: «Processus sum-
marius est processus iudiciarius radicitius semplificatus, manente sub-
stantia contradictorii, actionis, exceptionis, probationum, publicatio-
nis discussionis et sen ten tia motivatae. 
«Haec omnia, tamen, obtinenda erunt faciliter et celeriter. Ideo 
praetermitti debent omnes sollemnitates, omnia temporis intervalla 
non stricte necessaria, et permultae scripturae» 104. Se puede apreciar 
que el concepto que se tiene del proceso sumario se encuentra bas-
tante ceñido al ámbito procedimental, es decir al aspecto formal, ex-
trínseco. 
Si nos atenemos al sentido un poco más amplio del concepto de 
proceso sumario, que hemos visto prevalece en la doctrina canónica 
previa al Código del 17, e incluso la más próxima a nuestros días, 
no cabe duda de que el proceso contencioso oral responde, en sus 
trazos fundamentales, a tal noción, aunque no encaje a la perfección 
en el esquema del proceso delineado por la Saepe 105. Sin embargo, 
103. C. DE DIEGo-LoRA, Naturaleza y supuesto documental del proceso <<in 
casibus specialibus», «Ius Canonicum», XIV, 27, 1974, p. 246. Se ocupa el 
autor, en este trabajo, de poner de manifiesto la naturaleza sumaria del 
proceso documental de nulidad de matrimonio, que si bien es calificado como 
tal por un sector de la doctrina canónica, no es entendido así por otros; 
véase por ejemplo, P. A. BONNET, Il iudicio di nullita matrimoniale nei casi 
speciali, Roma 1979, pp. 64 ss., quien sostiene que este proceso no se puede 
calificar de proceso sumario, sino que más bien se ha de encuadrar en el 
instituto canónico del notorio (véase sobre este tema R. ab UNIAO Dos PALMA-
RES, O.c., pp. 45 Y ss., donde trata del proceso «ex notorio»). En efecto, no 
cabría hacerse esa calificación de sumario, atendiendo al concepto canónico 
de sumario, que como se ha visto es más bien un concepto extrinsicista o 
puramente procedimental. Si se hubiese tenido presente el significado que 
en la doctrina procesal tiene la sumariedad, pensamos, por el contrario, que 
se adecua plenamente. Para una más amplia crítica de la postura de P. A. BON-
NET, vid. C. DE DIEGo-LORA, Consideraciones sobre el proceso <<in casibus spe-
cialibus», en «Ius Canonicum» XXI, 41 (1981), pp. 309-383. 
104. Communicationes, IV.1.1972, p. 60; Y VII1.2.1976, p. 192. 
105. La razón fundamental estriba en la exigencia de libello escrito que 
se mantiene en el juicio contencioso oral, además de la supresión de algunas 
de las formalidades de la clementina Saepe, que ya hemos visto. Cfr. Z. GRO-
CHOLEWSKI, Natura ed oggetto ... , cit., pp. 122-123, donde muestra cómo encaja 
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si se mantiene un concepto de proceso sumario más acorde con la 
doctrma procesal moderna, que hemos recordado sucintamente, y 
que caracteriza con mayor precisión el juicio sumario, no cabría 
calificar al proceso contencioso oral como un juicio sumario. Ello 
por la razón de que no se encuentran en él las notas típicas del pro-
ceso sumario, que son fundamentalmente la limitación del conoci-
miento del juez a un muy determinado aspecto o cuestión, prescin-
diendo de los demás aspectos de la relación jurídico material, la 
consiguiente limitación de los medios de prueba, tanto para el actor 
como para el demandado, y la consiguiente reducción del efecto de 
cosa juzgada de la sentencia que pone fin al litigio al solo efecto 
de la cosa juzgada formal. 
En el proceso sumario o contencioso oral, como se desprende 
de las palabras que acabamos de citar de Sabattani, no se da esa li-
mitación de la cognitio iudicialis, la relación jurídica material some-
tida a tratamiento procesal lo es en todas sus posibles dimensiones, 
sin necesidad de ceñirse a un aspecto parcial, se mantiene la substan-
cia del contradictorio con una cierta amplitud. Las pruebas que se 
pueden llevar a cabo no se limitan en modo alguno. Existe incluso 
la posibilidad de alegar todo tipo de excepciones. 
La sentencia que se dicte en tal proceso alcanza la cosa juzgada 
plenamente sin que se produzca ninguna limitación, ya que la rela-
ción jurídica material se ha debatido en toda su amplitud. No hay 
una reducción en los efectos de la cosa juzgada 106. 
Pensamos que este proceso contencioso oral cabría encuadrarlo 
más bien en la categoría de los que Fairén conceptualiza como juicios 
plenarios rápidos o acelerados. Pero para ello será necesario adoptar 
esa clasificación que desde el punto de vista de la ciencia procesal 
parece más útil, pues se atiene a razones bien fundadas, y ofrece 
una clarificación de la naturaleza de cada una de las formas proce-
sales, evitándose posibles equívocos 107. 
el proyecto contenido en el Schema 76 en el concepto de proceso sumario de 
la Saepe. 
106. C. DE DIEGo-LORA, Naturaleza y supuesto documental ... , cit., p. 241: 
«el contenido de la sentencia será el mismo: los derechos y las acciones 
sobre los que alcance la decisión, la amplitud de los temas jurídicos sobre 
los que establece su certeza. El mismo también será el efecto preceptivo 
-de naturaleza definitiva (cosa juzgada material)- de las sentencias, sean 
dictadas en un tipo de proceso u otro». 
107. C. DE DIEGo-LORA, Naturaleza y supuesto documenta!..., cit., p. 252; 
ID., Consideraciones sobre el proceso ... , cit., pp. 313 ss. Prueba de la utilidad 
de esta clasificación es la que ofrece este autor al poner de manifiesto la 
que nos parece auténtica naturaleza del proceso in cassibus specialibus. 
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A favor de esta calificación del proceso contencioso oral, como 
un proceso plenario rápido, aboga de Diego-Lora, que en el ámbito 
canónico se puede decir que ha sido el primero en adoptarla 108. Ade-
más conviene tener presente que la calificación, que en un principio 
se dio a este proceso en los esquemas del Coaex de 1983, ofrece algu-
nas dudas a los componentes del Coetus de Processibus, y así lo ponía 
en evidencia el mismo Sabattani al declarar que <<llomen huius pro-
ces sus forsam non est perfectum, quia vox • summarius , iuxta com-
munem profanum usum, sapit aliquid nimis leve et incompletum, seu 
per summa capita consideratum. 
«At terminus aptior difficulter invenitur, et vox summarius cogno-
scebatur a veteri iure canonico, et etiam nunc adhibetur in eodem 
sensu in legislatione gallica» 109. 
De modo indirecto se está aludiendo al significado que en el ám-
bito civil tiene este término, que como hemos dicho está connotando 
una limitación en el objeto procesal a la vez que una cierta provisio-
nalidad en cuanto a la decisión en él producida. Este hecho indujo 
a la Comisión de reforma a abandonar este término, que si bien cua-
draba con la tradición canónica, podría prestarse a equívocos por las 
razones expuestas. Por ello, en el año 1979, se da cuenta de la dis-
cusión que en el seno de la comisión se lleva a cabo acerca de la 
naturaleza de este proceso, y sobre su consiguiente encuadre siste-
mático, ligado a dicha naturaleza íntimamente 110. 
Se adopta la decisión de excluirlo de la pars tertia «De iudiciis 
specialibus», donde se encontraba hasta ese momento, trasladándolo 
a la Pars Il, como una nueva sectio inmediatamente después del ludi-
cio contentioso ordinario, al cual viene a añadirse como forma pro-
cesal alternativa (con una cierta limitación de causas que de su ám-
bito quedan excluidas). No deja de ser significativo este cambio de 
108. C. DE DIEGo-LORA, Naturaleza y supuesto documental ... , cit., p. 246. 
Refiriéndose al proceso contencioso sumario del que se daba noticia en «Com-
municationes» IV, 1, 1972, pp. 59-72, escribe: «con arreglo a tal concepción, 
ese proceso sumario, que resulta, a juicio de la Comisión revisora del Có-
digo, por obra de su Relator en el campo procesal, especial ratione formae, 
no deja de ser un proceso común acelerado de los que hemos calificado ( ... ) 
como proceso plenario rápido, al que le excluyen solamente ciertas materias 
jurídicas en razón de su complejidad». 
109. Communicationes, IV, 1, 1972, p. 63 y VII, 2, 1976, p. 193. 
110. Communicationes, XI, 2, 1979, pp. 247 ss.: «Consultores attende con-
siderant naturam processus contentiosi summarii et post aliquam discus-
sionem admittent unanimiter eius peculiaritatem in eo esse quod prevalenter 
sit oralis. Quare non recenseri ille debet inter iudicia specilia, sed inter iudi-
da contentiosa in genere, quorum alterum scripto, praevalenter fit, alterum 
vera prevalenter oraliter». 
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encuadre sistemático, pues en realidad calificar este proceso, como 
se había hecho hasta entonces, como un proceso especial «ratione for-
mae et non ratione materiae» lll, no dejaba de suscitar cierta proble-
mática desde el punto de vista doctrinal, que fue puesta de relieve 
por De Diego-Lora 112 y también por Grocholewski 113. 
La doctrina procesal, también la canónica, entiende por proceso 
especial aquel que «no está pensado para una hipótesis general o 
indeterminada, sea ordinaria o no ordinaria, sino para una hipótesis 
particular y concreta. No responde a un género, sino a una especie, 
en el sentido de que su objeto está integrado por pretensiones espe-
cíficamente definidas y no genéricamente definidas, de donde resulta 
la propiedad del término «especial» frente a proceso «general» o «co-
mún» 114. La especialidad de un proceso puede venir motivada en al-
gunos casos por razones concretas de orden procesal, pero por regla 
general se debe a razones de índole material, «en efecto, en algunos 
casos, el legislador se encuentra, con que, según su opinión, la exis-
tencia de un tipo especial de derecho material reclama, como necesa-
rio o conveniente, la existencia de un tipo especial correspondiente 
de proceso» 115. Por esta razón, Grocholewski ya advertía la inconve-
niencia de incluirlo entre los procesos especiales, ya que no se tra-
taba de un procedimiento establecido para determinados derechos o 
hipótesis específica, que requieran un tratamiento especial, sino que, 
por el contrario, se trataba más bien de una vía procesal común 
establecida para la generalidad de las causas, salvo las excepciones 
que establezca el legislador: <dI processo sommario, invece, e una 
nuova forma procedurale che pub essere applicata alle diverse cause, 
e percib si contrapone, come correlativa, a aquella ordinaria ( ... ) sem-
bra percib piu naturale considerare la procedura ordinaria e quella 
sommaria come due forme procedurali correlative, ed accanto a ques-
te i giudici speciali ai quali pub essere applicata l'una o l'altra forma 
procedurale» 116. 
Esto motiva, aun más si cabe, que nos inclinemos a considerar 
111. Cfr. Communicationes, IV, 1, 1982, p. 60, Y VIII, 2, 1976, p. 191. 
112. C. DE DIEGo-LoRA, Naturaleza y supuesto documental..., cit., pp. 
246-247. 
113. Z. GROCHOLEWSKI, Natura ed oggetto ... , cit., p. 128. 
114. J. GUASP, O.c., p. 406. 
115. J. GUASP. O.c., p. 409. 
116. Z. GROCHOLEWSKI, Natura ed oggetto ... , cit., p. 129. Opinión contraria 
parece mantener R. BERTOLINO, La tutela dei diritti nella comunita eccle-
siale, en Il nuovo Codice di Diritto Canonico. Aspetti fondamentali della 
codificazione postconciliare a cura di S. FERRARI, Bolonia, 1983, p. 196, si-
guiendo muy de cerca la opinión de Mons. Sabattani. 
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más adecuada la calificación del proceso oral como un proceso con-
tencioso plenario rápido o acelerado, en el que indudablemente tiene 
un gran peso el principio de oralidad, calificativo que le otorga el 
nuevo Código. 
2.2. Principios informadores del proceso contencioso oral 
2.2.1. Observaciones previas 
Conviene aclarar, con carácter previo, que a la hora de afrontar 
la temática de los principios que informan este tipo de proceso, cabe 
adoptar una doble postura. 
La primera, sería la adoptada por quienes sustentan un significa-
do de la oralidad más elemental, es decir, quienes mantienen que el 
principio de la oralidad hace referencia a la forma oral en que han 
de realizarse determinados actos procesales para ser eficaces. Es la 
acepción de la oralidad en un sentido estricto, como principio que, 
junto con el de escritura, significa qué actos han de realizarse oral-
mente y cuáles han de serlo escritos, para que adquieran relevancia. 
Se trata de una consideración, de este principio, paritaria con los 
otros principios que pueden informar el proceso; así escribía Cala-
mandrei: «Según la forma de los actos procesales singulares que cons-
tituyen la serie, y según el orden y la relación en que se suceden, el 
procedimiento puede asumir diversas figuras típicas, las cuales se 
distinguen y se reconocen a base de los caracteres comunes que pre-
dominan en la serie. Estos caracteres típicos, en los cuales se debe 
pensar cuando se quiere describir un procedimiento, se encuentran 
enunciados en la doctrina en parejas antitéticas: escritura y oralidad; 
mediación e inmediación; concentración y fraccionamiento; publici-
dad y secreto; preclusión y elasticidad» 117. 
La segunda postura, sería la adoptada por aquellos autores que, 
junto a la significación más elemental, admiten un significado más 
general de la oralidad, que no es entendida como un simple prin-
cipio relativo a la forma de los actos procesales, sino más bien como 
un conjunto de principios interconectados y en clara dependencia de 
la oralidad, de forma que los demás principios procesales se encuen-
tran, en buena medida, como condiciones o presupuestos para la efec-
117. P. CALAMANDREI, Instituciones de Derecho Procesal civil según el 
nuevo Código, trad. de la 2.a ed. italiana por S. SENTIS MELENDO, Buenos Aires, 
1962, J, p. 328. Véase también F. DELLA ROCCA, Instituciones de Derecho Pro-
cesal Canónico, trad. de P. JRAGUI, Buenos Aires, 1950, pp. 147 ss. 
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tiva realización de la oralidad en sentido amplio, tal como ocurre con 
Cappelletti y con Nicora 118. 
Estos autores hablarán de un mayor o menor grado de realiza-
ción de la oralidad en un determinado procedimiento, no en la me-
dida en que exista una mayor preponderancia de la oralidad sobre 
la escritura, sino en la medida en que el juez pueda o no valorar 
libremente la prueba en general y para ello tenga posibilidad de uti-
lizarla a la hora de adquirir su libre convencimiento en base a la cien-
cia o saber de las partes procesales y de los terceros interesados acer-
ca de los hechos controvertidos. La inmediación es vista como un 
requisito indispensable para poder llegar a extraer la ciencia que el 
juez requiere, de forma que pueda dictar sentencia no en base a lo 
que otro diafragma entre el juez y las partes pueda transmitirle, sino 
en base al interrogatorio libre de las partes 119. 
A la vez, el principio de elasticidad es requerido precisamente 
para que la audiencia, en la que se realiza el contacto personal y di-
recto, entre las partes, los testigos y el juez, adquiera el valor central, 
concentrándose en ella la totalidad de la actividad instructoria de la 
causa. Junto a esto, se postula el incremento necesario de los pode-
res del juez ,no sólo en el plano de la dirección formal del proceso, 
sino también en cuanto a la configuración y disponibilidad de las 
pruebas. 
No parece necesario que nos detengamos más en este punto, 
baste recordar el valor globalizante, o por decirlo de otro modo, el 
valor de sistema paradigmático que asume el principio de oralidad, 
que más bien cede su lugar, en la terminología de estos autores, al 
de sistema oral o proceso oral. 
Parece, por tanto, que la primera visión enfocaría el principio 
de la oralidad en su acepción estricta, es decir, relativa a la forma 
118. Puede verse la postura de M. CAPELLETTI en su obra fundamental 
La testimonianza.. . Para este autor el principio de la oralidad no radica 
tanto en la forma oral de todos los actos del proceso, como requisito para 
su validez, sino más bien se centra en la idea siguiente: «oralita pro-
cessuale significa dunque, nella sua piiJ. intima essenza, creazione di un 
ordinamento processuale idoneo a far luogo ad un effettiva possibilita di 
libera valutazione della prova libera indiziaria» (o.c., p. 281), para la cual se 
requiere la existencia de lo que denomina «premesse modali», inmediación, 
aumento de los poderes directivos del juez en la dirección formal del proceso 
y las consecuencias cuantitativas y estructurales: expansión de la prueba 
testifical, sin llegar a desplazar totalmente a las demás. En el ámbito canó-
nico mantiene una postura muy parecida. A. NICORA, 11 principio di oralita ... , 
cit., especialmente pp. 342 y ss. 
119. G. CHIOVENDA, L'oralita e la prova en «Rivista di diritto Processuale 
civile», 1.-1., 1924, p. 17. 
234 L. MADERO 
de los actos procesales, mientras que la segunda aporta una VlSlOn 
sistemática e integradora, haciendo coincidir armónicamente los di-
versos principios procesales dentro de un sistema procesal que es 
calificado de proceso oral. 
2.22. El principio de oralidad 
Entendido de acuerdo con el primer enfoque que aludimos, la 
vigencia del principio de oralidad aparece claramente en relación con 
la forma en que se llevan a cabo los actos. Obviamente se puede tam-
bién percibir en el proceso contencioso oral la existencia de una serie 
de actos en los que prima la forma escrita, en definitiva el principio 
de escritura. ASÍ, por ejemplo, en la demanda, que ha de formularse 
por escrito Cc. 1658); la citación judicial y la contestación a la deman-
da Cc. 1659); los escritos de alegaciones o de ampliación Cc. 1661 § 2). 
Además hay que advertir que, según preceptúa el c. 1664, han de reco-
gerse por escrito las respuestas de las partes, de los testigos y peritos, 
así como las peticiones y excepciones de los abogados. 
Estos escritos tienen, como puede apreciarse, un carácter prepa-
ratorio de la audiencia o, en el caso del 1664, de documentación pro-
cesal, de cara a posibles impugnaciones de la sentencia. 
La oralidad, en sentido estricto, se ve plasmada en la realización 
de la audiencia, que se desenvuelve oralmente ante el juez, tal como 
señalaba Mons. Sabattani, «procedura ista est oralis: voces testium, 
explicationes peritorum, documenta allata percutiunt simul sensus 
indicio partium patronorum» 120. 
La discusión de la causa, que ha de llevarse a cabo en la misma 
audiencia, también ha de ser realizada oralmente Cc. 1667); yen cuan-
to a la decisión del juez, realizada por escrito, ha de «leerse enseguida 
la -parte dispositiva de la sentencia ante las partes presentes» Cc. 1668). 
Este sería el balance de la confrontación entre los principios de 
oralidad-escritura considerados en relación con la forma de los actos 
procesales. Adviértase sin embargo que desde la perspectiva de aque-
llos autores que adoptan una visión más actual del significado de 
la oralidad, la forma concreta en que se lleve a cabo los actos, es-
pecialmente los actos preparatorios, reviste menos trascendencia a 
la hora de calificar un proceso determinado como escrito u oral, aun-
que indudablemente, en aquellos momentos en los que se lleva a 
cabo la instrucción de la causa dentro de la audiencia, ha de preva-
lecer la forma oral, sobre todo si se trata de pruebas de carácter 
120. Communicationes, IV, 1, 1972, p. 63. 
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testifical. Nada se opone, como vimos, a que en el proceso oral se 
utilice la forma escrita para determinados actos. 
2.2.3. El principio de inmediación 
En el nuevo proceso contencioso oral se puede apreciar cierta-
mente la presencia clara del principio de inmediación, según el cual 
las actuaciones procesales más importantes, sobre todo la práctica de 
la prueba, han de llevarse a cabo en la presencia del mismo juez que 
ha de decidir la causa, evitándose la escisión entre la fase instruc-
toria o instrucción y la decisión judicial. 
Lo más opuesto al principio de inmediación es, según algunos 
autores, el encomendar la realización de la instrucción a un juez 
instructor o delegado distinto del tribunal o juez que ha de resolver 
la cuestión planteada 121. 
En el proceso contencioso oral, tal como lo delinea el nuevo 
Código, la inmediación se encuentra asegurada, en primer lugar, por 
la necesidad de que sea el juez único del c. 1657 el que conozca la 
causa desde su inicio hasta la sentencia, manteniéndose, como medio 
para favorecer la inmediación, la identidad del juez. A la vez, el 
hecho de que este procedimiento esté confeccionado de forma que 
sea dirigido por el juez unipersonal, y no por el tribunal colegial, 
garantiza y posibilita la inmediación, ya que la asunción de las prue-
bas y la discusión de la causa han de realizarse en su presencia, no 
pudiendo delegar, en línea de principio, en un juez instructor, ya 
que esto iría contra la identidad del juez, que ha de permanecer el 
mismo -es decir, la misma persona física- durante todo el proceso. 
El c. 1663 § 1 establece que las pruebas han de recogerse en la 
audiencia, es decir que, aunque hayan sido presentadas con anteriori-
dad, han de realizarse o practicarse como pruebas justamente en la 
audiencia. 
Alguna sombra de duda podría deslizarse a tenor del c. 1428 § 1, 
que establece «Iudex vel Tribunal collegialis praeses possunt audito-
rem designare ad causae instructionem peragendam». Esta norma está 
contenida en un canon cuya situación en la Pars 1 del lib . VIII, De 
iudiciis in genere, podría entenderse aplicable al juez unipersonal, 
pues si sólo pudiese darse esta figura del auditor en el Tribunal Co-
legial, el Codex no haría mención del Iudex, refiriéndose exclusiva-
mente al praeses tribunalis. 
Esta interpretación, además, se apoyaría en el primer inciso del 
121. G. CHIOVENDA, L'oralita ... , cit., p. 17; M. CAPPELLETTI, La tes timo-
nianza, , " cit., pp. 149 SS., 159; A. NICORA, Il principio di oralita ... , cit., pp. 346-347. 
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c. 1670, «in ceteris quae ad rationem procedendi attinent, serventur 
praescripta canonum de iudicio contentioso ordinario», que viene a 
declarar supletorias las normas del proceso ordinario en cuanto al 
orden o ratio procedendi. 
Esta posible interpretación, nos parece que convendría dejarla 
de lado, ya que el proceso orál tiene su propia dinámica, y su estruc-
tura interna pide que no sea atacada la inmediación. Por tanto, he-
mos de pensar que, desde una perspectiva más sistemática, no cabe 
que al juez unipersonal, cuando conoce una causa de acuerdo con la 
normativa del proceso contencioso oral, le pudiera estar permitido 
el nombrar auditor a tenor del c. 1428 § 1. Este canon parece -en 
nuestra opinión- estar pensado más bien para el supuesto, que cabe 
plantear, de que una causa determinada sea conocida por el tribunal 
unipersonal o juez único, sólo o asistido por dos asesores, tratándose 
según el procedimiento ordinario, hipótesis ésta prevista por el Codex, 
al dejar una serie de causas contenciosas a la elección de las partes, 
en cuanto al procedimiento a seguir (vid. cc. 1425 y 1656). 
No ocurre así por ejemplo en el Codex Oriental, donde parece 
ligarse más al juez unipersonal el tipo de procedimiento a seguir. 
Téngase presente que el mismo modo de designar el proceso homó-
logo en el Codex oriental, coram iudice unico, hace que siempre que 
es competente el juez único, ha de emplearse en la resolución de la 
causa el procedimiento plenario acelerado, mientras que si es com-
petencia del tribunal colegial (c. 46 C.P.O. § 1) el procedimiento a 
seguir es el ordinario (cc. 226-1452) del C.P.O. 
El c. 52 del C.P.O., en su parágrafo 2.°, permite al juez escoger 
un auditor para la causa que él conoce, y por tanto cabría avanzar 
con más fuerza, de un lado, la hipótesis inicial, pero a la vez no 
sería factible basarse en un canon paralelo al 1670, que no existe 
en el Codex oriental, de manera que la regulación oriental en este 
sentido es más cerrada, al no hacer, en línea de principio, aplicables 
las normas generales del proceso ordinario, aunque el c. 453 C.P.O. dice 
que al juez único le pertenecen los derechos que en el ordinario com-
peten al tribunal y a su presidente, lo cual podría hacer pensar le 
estuviesen también permitido, a tenor del c. 52 ya aludido, nombrar 
un auditor. 
Esta posibilidad choca con la misma idea de inmediación, que 
como es bien sabido es uno de los principios integradores de la ora-
lidad, sin la cual perdería su sentido; y así se comprende que Ca-
breros, comentando el Código oriental, y más en concreto los cánones 
461, 462, 463, escribiese: «no solamente se proclama el principio de 
concentración, sino que también en estos mismos cánones laten o de 
ellos necesariamente se derivan otros dos principios que son conco-
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mitantes con la oralidad: el principio de inmediación y el de iden-
tidad. Mal podrían practicarse en una o pocas audiencias consecu-
tivas la alegación de pruebas y hasta la pronunciación de la senten-
cia, y todo ello bajo la forma de expresión oral, si el juez que ha 
de dictar la sentencia no se hallara inmediata y personalmente pre-
sente a los dos mismos actos, cuya total significación no puede re-
flejarse en las actas y menos aún percibirse mediante su simple lec-
tura. Por otra parte, tratándose ahora, en el presupuesto en que nos 
hallamos situados, de un tribunal singular o unipersonal, no existe la 
ventaja de economizar trabajo al sustituir el juez propio por un au-
ditor o por un delegado. Lo dicho de la inmediación es igualmente 
aplicable a la identidad del juez durante la sustanciación de una mis-
ma causa, particularmente desde el momento de la litiscontestación» 122. 
y es que, en efecto, el auditor o el juez instructor, puede tener su 
justificación en el proceso, aun en el oral, cuando el órgano judicial 
ha de constituirse necesariamente en modo colegial y el escaso nú-
mero de jueces que puedan existir en una determinada organización 
judicial no permita que el Colegio en bloque asista a la práctica de 
la prueba 123. Por esto se comprende que en ningún caso pueda tener 
sentido, tratándose de un juez unipersonal, que éste delegue la in s-
tructoría de la causa a un auditor, ni aun en el caso de que este 
juez unipersonal se encuentre asistido por dos asesores de los previs-
tos en el c. 1424. 
En un sentido muy parecido se pronunciaba, con referencia tam-
bién al proceso oriental ante el juez único, Nicora, quien escribe «dal 
momento che 'ad iudicem unicum iura spectant cum tribunalis tum 
praesidis' (can. 453) e non fa alcun espresso richiamo dell"auditor' 
(cfr. cann. 52-55), tutto lascia concludere che spetta esclusivamente 
al giudice singolo la diretta e personale conduzione della causa» 124. 
Pensamos, por tanto, que la inmediación en el proceso oral debe 
quedar suficientemente protegida, siendo necesario excluir la posibi-
lidad que se apuntó de una interpretación menos adecuada, y en 
consecuencia hay que afirmar que el juez unipersonal, cuando conoce 
la causa según el trámite del proceso oral, no puede nombrar auditor, 
122. M. CABREROS, El principio de oralidad ... , cit., p. 150. 
123. Al menos algunos autores piensan de este modo, y así por ejemplo, 
F. CARNELUTTI, Lineamenti della riforma del processo civile di cognizione, en 
«Rivista di diritto processuale civile», 1929, pp. 44-47, mantiene la necesidad del 
juez delegado y relator, cuando se trata de asistir a la recogida de las pruebas, 
ya que sería muy difícil que pudiese llevarse a cabo ante el colegio de tres 
jueces, dada la escasez de los mismos. 
124. A. NICORA, Il principio di oralita ... , cit., p. 566. 
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debiendo estar personalmente presente en la asunción de toda la 
prueba. 
Dígase lo mismo respecto al c. 1561, que de forma más directa 
afecta a la realización de la prueba de testigos, en el que expresa-
mente se encuentra prevista la posibilidad de que el examen del tes-
tigo lo lleve a cabo bien el juez o su delegado o un auditor. Este 
precepto estimamos posibilita una rotura o quebranto notable del 
principio de inmediación, y por tanto no debe tener aplicación en el 
proceso oral, ya que lo desvirtuaría en no poca medida. 
A pesar de lo dicho, una necesaria limitación al contenido del 
principio de inmediación, se contiene en el c. 1663 en virtud de la sal-
vedad que introduce en el segundo inciso del primer parágrafo, que 
reza «Probationes colliguntur in audientia, salvo praescripto can. 
1.418». Este precepto, como es sabido, se refiere a la necesaria media-
ción que se produce cuando para la asunción de una determinada 
prueba, por diversas razones, se hace necesario acudir al auxilio ju-
dicial. Si, por ejemplo, ha de llevarse a cabo una prueba fuera del 
territorio. En estos supuestos falla la inmediación, ya que el tribunal 
al que se requiere para que realice la prueba es distinto del que 
conoce la causa, y deberá enviar los resultados por escrito. Carne-
lutti ya hablaba de la necesaria mediación que se produce en estos 
casos -en los cuales el legislador se percata de que el principio de 
inmediación puede tener un precio excesivo-, y añade «ne e saltato 
fuori nella pratica quell'accomodamento che e il giudice richiesto; 
quando lo spostamento dovrebbe portare il giudice fuori della pro-
pria circoscrizione, egli richiede un giudice della circoscrizione diver-
sa, in cui l'atto si deve compiere. Si apre, per tal modo, nel principio 
della inmediatezza una breccia; ma non c'e che fare contro la neces-
sita» 125. En el mismo sentido se pronuncia Nicora, señalando aquí 
uno de los límites a la inmediación: «e da sottolineare che anche 
nell'assunzione delle prove orali-representative si possono incontrare 
ostacoli insuperabili e necessari alla realizzazione di una vera mme-
diatezza, i principali dei quali sono dati: dalla necessita di assumere 
la prova per il tramite del c.d. giudice riquiesto, quando non sia 
possibile per gravi motivi (sopratutto per le grandi distanze o co-
munque per l'impossibilita o l'eccesiva gravo sita di un incontro di-
retto con il testimone) che il giudice che conduce il procedimento 
provveda alla personale · assunzione» 126. 
Hay que tener en cuenta, sin embargo, que en el nuevo Codex 
125. F. CARNELUTTI, Lineamenti della riforma ... , cit., pp. 43-44. 
126. A. NICORA, 11 principio di oralita .. . , cit., p. 347. 
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ya que el c. 1469 § 2 establece que el juez puede, por justa causa y 
oídas las partes, salir de su territorio propio para recoger pruebas, 
siendo necesario para ello contar con la licencia del Obispo diocesano 
del lugar al que va, y debiendo hacerlo en la sede que éste determine. 
No quiere decir que se imponga esa conducta al juez, sino que se le 
ofrece esa posibilidad, tal como se desprende también en relación 
con la prueba testifical, del c. 1558 § 3, independientemente de que 
se le permita al juez optar por acudir al auxilio judicial (cfr. c. 1418). 
2.2.4. El principio de concentración 
El principio de concentración se encuentra también conveniente-
mente acogido en el nuevo proceso contencioso oral. Este principio 
se opone a la dispersión de las actuaciones procesales, que era caracte-
rística del proceso del ordo solemnis, y que en cierta medida se en-
cuentra también presente en el proceso ordinario, tanto del CIC 17 
como del actual 127. 
Puede decirse con Cabreros que la «concentración del procedi-
miento o de la sustanciación de la causa es el efecto más visible, im-
portante y característico del proceso oral. La concentración se opone 
a la dispersión o división en períodos» 128. 
No parece realizable una ilusoria concentración total de la causa, 
y ya se ha dicho que aun en el proceso oral existe lógicamente una 
cierta separación entre la fase de preparación y la fase instructoria y 
decisoria. 
La concentración se ve fuertemente favorecida por los cc. 1663-
1668 del nuevo Código ya que se concentra en la audiencia la asunción 
de las pruebas (c. 1663: Probationes colliguntur in audiencia), se plan-
tean las posibles excepciones y otras cuestiones que se susciten; en la 
audiencia se llevan a cabo todas las defensas y alegatos de las partes, 
a la vez que el c. 1667 determina que, una vez recogidas y realizadas 
todas las pruebas, ha de procederse dentro de la misma audiencia a la 
discusión oral de la causa. 
Este último punto también es de sumo interés dado que de esta 
forma se evita el que se lleve a cabo la discusión de la causa en tiem-
po muy posterior al momento de la instrucción de la misma, pudiendo 
127. Cfr. para el proceso común M. CAPPELLETTI, Proceso oral y proceso 
escrito, en La oralidad y las pruebas en el proceso civil, trad. de S. SENTIS 
MELENDO, Buenos Aires, 1972, p. 37; para el del Codex de 1917, vid. NICORA, Il 
principio di oralita ... , cit., pp. 482 ss., y M. CABREROS, El principio de oralidad ... , 
cit., p. 138. 
128. M. CABREROS, El principio de oralidad ... , cit., p. 138. 
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el juez, en el momento de la discusión oral, mantener más fácilmente 
en su memoria todo lo que ha ocurrido en la práctica de la prueba, 
y también en el de dictar sentencia; de ahí que el c. 1668 permite al 
juez, cuando aprecie que la causa está suficientemente instruida, el 
dictar sentencia en la misma audiencia. 
Indudablemente, desde el punto de vista práctico puede mostrar-
se en algunos casos más difícil la posibilidad de resolver inmediata-
mente, pero el Código en este punto es bastante realista y advierte 
que por la dificultad del asunto u otra causa justa puede diferirse la 
sentencia durante cinco días útiles. (Cfr. c. 1668 § 2). 
Se aprecia en los cánones citados la preocupación del legislador 
por lograr la efectiva realización del principio de concentración pro-
cesal que si, de un lado, favorece la inmediación, de otro posibilita la 
unidad e identidad del órgano decisor durante toda la causa. 
Se encuentran, sin embargo, admitidas algunas excepciones a este 
principio, como es la ya aludida del c. 1663 § 1, cuando se requiere 
el auxilio judicial, y la posible práctica anticipada de alguna prueba 
caso de que se pretenda asegurar por correr peligro de no poder prac-
ticarla, bien por enfermedad del testigo o por cualquier otra causa: 
se puede en estos supuestos pedir la asunción de la prueba antes de 
la realización de la audiencia a tenor del c. 1529. 
Ciertamente que habida cuenta de la poca duración, al menos 
en el plano teórico, de este tipo de proceso, se hará menos necesario 
tal tipo de actividad probatoria, pero es bueno recordar que, en la me-
dida de lo posible, debe ser el mismo juez que conoce la causa, y 
cuando exista realmente un motivo grave, quien recoja esa prueba 
anticipada, para salvar la necesaria inmediación. 
No supone una excepción o limitación del principio de concen-
tración, el hecho de que en algunos casos se requieran más de un acto 
de vista oral, ya que esta posibilidad, contemplada en el c. 1666, nada 
obsta al principio de continuidad y unidad de la audiencia 129. 
Sí que se requiere, para no desvirtuar la estructura de este pro-
ceso, el que la audiencia posterior, cuando sea necesaria, sea convo-
cada lo más pronto posible, de forma que el juez pueda mantener viva 
la memoria de cuanto se actuó en la anterior. 
Recuérdese a este respecto las palabras de Chiovenda ya mencio-
nadas: «l'oralita vuole che le attivita processuali importanti per la 
decisione (dichiarazioni delle parti, prove, discusioni) se concentrino 
il phI possibile in una udienza o in poche udienze vicine, perche cuan-
129. Cfr. W. KISCH, Elementos de derecho procesal civil, Trad. y anoto de 
L. PRIETO CASTRO, Madrid, 1940, p. 136. 
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to piu esse sono prossime alla decissione del giudice, tanto minore e 
il pericolo che l'impressione riportata da questo si cancelli e che la 
memoria lo inganni» 130. 
2.2.5. La inapelabilidad de las decisiones interlocutorias 
En el pensamiento de Chiovenda el principio de concentración 
procesal tiene también un corolario muy importante que es el de la 
inapelabilidad de las resoluciones interlocutorias, y de ahí que escri-
biera que, en línea de principio, «no deben sustraerse a la regla de 
la concentración los llamados incidentes, ya se refieran a las cuestio-
nes preliminares del pleito, ya a la admisión de medios instructorios. 
Los incidentes deben resolverse en la misma audiencia o en las audien-
cias próximas en que el proceso está concentrado» 131. «La oralidad 
y la concentración exigen que la decisión del incidente no sea im-
pugnable separadamente del fondo. La inapelabilidad de las interlo-
cutorias es una regla que no debe abandonarse sino para algunas ex-
cepciones litis ingressum impedientes, cuando el juez crea convenien-
te suspender la continuación del pleito hasta que se decida sobre la 
apelación» 132. 
En el proceso contencioso oral no aparece una norma tan explí-
cita, en este sentido, como la que se encuentra en el proceso ante juez 
único del C.P.O. c. 465, que dice textualmente: «sententiae interlocu-
toriae a iudice unico prolatae impugnari nequeunt nisi una cum sen-
tentiis definitivas admissis». Con este precepto se prohíbe abiertamen-
te tal apelación de las sentencias interlocutorias, para evitar la po-
sible paralización de la marcha del procedimiento principal. A este 
respecto comentaba Cabreros que «la inapelabilidad de los decretos 
y de las sentencias interlocutorias, ya admitida en el proceso canóni-
co escrito, lo está en el oral de una manera más absoluta, porque en 
él es más necesaria a fin de no malograr en gran parte las ventajas 
de la oralidad. Tanto el c. 1880, 6.° del proceso latino, como el 407, 
6.° del proceso escrito oriental, conceden el derecho de apelar contra 
la sentencia interlocutoria cuando tiene fuerza definitiva. En el pro-
ceso oral, sin embargo, la prohibición general de apelar contra las 
resoluciones incidentales es categórica, salvo el caso de que la apela-
ción incidental se acumule con la principal. La inapelabilidad de las 
130. G. CHIOVENDA, Lo stato attuale del processo civile in Italia e tl Pro-
getto Orlando di riforme processuali, en «Rivista di diritto civile», 19JO, {J. 417, 
Y en Principios ... , cit., n, p. 151. . 
131. G. CHIOVENDA, Principios ... , cit., n, p. 152. 
132. G. CHIOVENDA, Principios ... , cit., n, p. 153. 
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interlocutorias es consecuencia del princIpIO de concentración, pero 
también es exigido por otras razones» 133. 
En el Codice di Procedura Vaticano se encuentra una norma si-
milar en la que evidentemente se inspiró el legislador al elaborar el 
c. 465 del C.P.O., que recoge el arto 322 § 3: «Le ordinanze pronun-
ciate dal giudice unico non sono soggette a reclamo, ma soltanto ad 
impugnativa» 134. 
Nicora considera que esta medida es uno de los instrumentos 
que garantizan la identidad del juez y la concentración del proceso. 
Para conseguirla plenamente propone que la resolución de las causas 
incidentales sea confiada al mismo juez que conoce la causa princi-
pal y la necesaria prohibición de apelar separadamente de la apelación 
principal las decisiones sobre las cuestiones incidentales; a la vez con-
sidera, siguiendo en este punto también a Chiovenda, que serían ape-
lables los decretos que resuelven cuestiones prejudiciales relativas al 
orden procesal o al mérito de la causa que tengan suficiente entidad 
para impedir el tratamiento de la causa 135. 
En el proceso sumario, tal como se describía en Communicatio-
nes, cuando aún no era público el contenido de los cánones concre-
tos que en el proyecto lo regulaban, se hacía mención explícita de 
esta inapelabilidad o inimpugnabilidad de las resoluciones judiciales 
interlocutorias como se ha recordado anteriormente 136; sin embargo, 
en el Schema de 1976 no se encuentra una norma explícita a este res-
pecto 137, ni tampoco en las sucesivas modificaciones que experimen-
ta hasta el texto definitivo del Codex 83. 
Este principio, de todas formas, hay que decir que se encuentra 
ya recogido -aunque con menor «radicalismo»- en el Codex de 
1917 como abiertamente señala Nicora: «quanto alla inappellabilita 
delle sentenze interlocutorie, che pure rappresenta null'altro che una 
133. M. CABREROS, El principio de oralidad .. . , cit., p. 151. 
134. Cfr. 1. ZUZECK, Trials Before ... , cit., p. 525. Téngase en cuenta la dife-
rencia entre impugnativa, que ha de realizarse con la sentencia definitiva, 
cfr., arto 334 § 1 C.P.V., y el reclamo contemplado en el § 2 del citado artículo. 
135. Cfr. A. NICORA, Il principio di oralita ... , cit., pp. 350-351. Entre otras 
medidas propone este autor: «Adeguamento delle norme processuali: le quali 
dovranno prevedere in particolare: a) l'affidamento della risoluzione delle 
questioni incidentali allo steso giudice del procedimento; b) il divietto di ap-
pellare separatamente dal merito le decisioni su questioni incidentali, a meno 
que si tratti di pronuncie su questioni pregiudiziali sia di ordine che di merito 
la cuí rilevante incidenza in rapporto alla stessa utile proseguibilita del proce-
dimento ne consiglia un'antecipata definizione». 
136. Communicationes, IV, 1, 1972, pp. 63-64. Vid. supra texto sub notas 
88-89. 
137. Cfr. Communicationes, XI, n, 1979, pp. 247-255. 
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specifica forma di concentrazione -solita pero, dal Chiovenda in 
poi, ad esser segnalata con sottolineatura particolare, per la novita 
caratteristica che intendeva presentare in contrapposizione al siste-
ma del processo scritto, il quale conduceva al frazionamento del pro-
cedimento istruttorio in una serie di episodi autonomi e di decisione 
giustapposte- dobbiamo riconoscere che il diritto canonico la fa pro-
pria, disciplinando la materia in modo equilibrato e praticamente in-
telligente» 138. Esto 10 dice con relación al antiguo c. 1880, n.O 6.°, que 
establecía: «Non est locus appellationi. . . 6.° A iudicis decreto vel a 
sententia interlocutoria, quae non habeat vim definitivae, nisi cumu-
letur cum appellatione a sententia definitiva». 
Conviene sin embargo recordar, en honor a la verdad, que en 
este punto concreto, como en tantos otros, no es propiamente una 
apropiación, por el derecho canónico, de un elemento que haya sido 
descubierto por la doctrina oralística, sino más bien un tema de una 
cierta tradición canónica, ya que se remonta a la legislación emana-
da de Trento 139, que en este punto precisamente será fundamental, 
para la ordenación del régimen de las apelaciones establecido en el 
Codex. Sin embargo, no lo es en su propio espíritu inspirador, ya que 
si bien en Trento se limitan las apelaciones interlocutorias, en el 
138. A. NICORA, Il principio di oralita ... , cit., p. 485. 
139. Si ya en la decretal Saepe se otorgaba al juez la posibilidad de re-
chazar las apelaciones frustratorias y dilatorias, en Trento se prohiben las 
apelaciones interlocutorias (cfr. sess. XIII, dec. de ref. C.1. y sess. 24, C.II.). 
Sobre el tema de la inapelabilidad de las sentencias y decretos interlocutorios 
en el ámbito canónico véase la interesante y bien documentada monografía 
de P. PELLEGRINO, 1 provvediménti interlocutori nella teoria canonistica delle 
impugnazioni, Padova, 1969, quien escribe: <dI primato del giudizio sul pro-
ces so che nel diritto pretridentino si manifestava, sotto un aspetto, nel prin-
cipio generale che prevedeva indiscriminatamente l'impugnazione di ogni tipo 
e specie di interlocutiones, portava ad una serie di inconvenienti di ordine pra-
tico a scapito della speditezza del processo, reso percio difficultoso e inter-
minabile dalle frequentissime interferenze che si verificavano nel suo svolgi-
mento con i continui ricorsi al giudice superiore, determinati assai spesso, 
non gUl. dalla volonta di difendersi contro l'iniustitia arrecata dalla pronuncia 
interlocutoria, ma dalla volonta di differire l'esito del giudizio. Ne gli abusi 
che si verificavano nella prassi giurisprudenziale, in conseguenza del fatto 
che in ogni caso era possibile impugnare il provvedimento del giudice potevano 
essere evitati». 
«Si spiega pertanto alla luce delle sopra dette considerazioni il tenore 
della legislazione positiva in materia processuale introdotta del Concilio di 
Trento, che, lunghi dal prevedere l'impugnativa di ogni specie di interlocutio, 
disponeva l'impugnabilita delle sententiae definitiva e e della sole sententiae in-
terlocutoriae cuí fosse riconosciuta efficacia di provvedimenti definitivi, eli-
minando in conseguenza il principio dell'impuiDabilita di ogni specie di sen-
tenza interlocutoria» (o. c., pp. 102-103). 
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fondo lo que se pretendía en realidad no era otra cosa que poner en 
manos del juez un instrumento mediante el cual pudiese efectivamen-
te evitar aquellas apelaciones propuestas exclusivamente con una fi-
nalidad retardataria del procedimiento. Así lo entiende Pellegrino: 
«Infatti, a chi volesse con attenzione valutare la vera portata della le-
gislazione Tridentina non potrebbe sfuggire il fatto che la limitazione 
de questa ultima introdotta, in materia d'impugnabilita delle pro-
nunce interlocutorie, aveva in sostanza solo lo scopo di rimettere alla 
discrezionalita del giudice la questione relativa all'impugnabilita o 
meno della interlocutio. Si ovviava in tal modo agli abusi ed agli in-
convenienti che la pratica giurisprudenziale doveva quotidianamente 
tollerare, attribuendo al giudice il potere di determinare le singole ipo-
tesi concrete in cui effettivamente la sentenza interlocutoria meritava 
di essere impugnata» 140. Mientras que el Codex -aun tornando pres-
tada la estructura de la decisoriedad de las decisiones interlocutorias, 
elaborada en Trento- no deja de presentar sus diferencias ya que 
pierde ese carácter de medio dejado en manos del juez, para decidir 
cuando puede o no impugnarse una de las decisiones interlocutorias 
por él dictadas, para convertirse en un criterio formal de diferencia-
ción de sentencias y decretos decisorios o meramente ordenatorios 141. 
En definitiva, el criterio del carácter decisorio u ordenatorio de 
las sentencias o decretos interlocutorios sirve para determinar cuán-
do hay posibilidad o no de impugnar una de estas decisiones, siendo 
ello posible únicamente cuando tiene carácter decisorio y no mera-
mente ordenatorio 142. 
En el nuevo Codex la disciplina de las decisiones interlocutorias 
no parece haber experimentado un cambio muy sustancial ya que 
se sigue distinguiendo entre sentencia definitiva y sentencia interlo-
cutoria (c. 1607 que en substancia coincide con el c. 1868 § 1 ele 17) 
y los decretos del c. 1617. Este último canon presenta sin embargo la 
novedad, respecto al parágrafo 2 del c. 1868 ele 17, de exigir la moti-
140. P. PELLEGRINO, o.c., p. 106. 
141. Cfr. P. PELLEGRINO, o.c., p. 112. 
142. Téngase en cuenta de todas formas que únicamente cabría apelación 
separada del decreto cuando éste es efectivamente decisorio y a la vez haya 
existido la disceptatio iudicialis previa a que se dicte el mismo; así lo expresa 
P. PELLEGRINO, o.c., p. 119: «l'impugnazione debe essere logicamente prevista 
nei confronti del solo decreto giudiziale strutturato sulla base della discepta-
tio iudicialis. Nesun altro tipo di decreto giudiziale e impugnabile all'infuori 
di quello che asume consistenza di sentenza giudiziale, pur rivestendo forma 
peculiare del decreto giudiziale, dato che solo il provvedimento strutturato 
sulla base della disceptatio iudicialis appare qualificato dalla natura decisoria 
del suo contenuto sostanziale». 
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vación al menos sumaria o la remisión a los motivos expresados en 
otro acto distinto cuando se trate de decretar «quae mere ordinato-
rie non sint». 
Tanto si se trata de sentencia interlocutoria, como de decreto, 
que no tengan fuerza definitiva, son inapelables separadamente de 
la sentencia principal a tenor del c. 1629, 4.°, que se diferencia en un 
aspecto concreto de su paralelo de 1917 (el c. 1880, 6.°). La diferencia 
radica en que en el actual la cláusula de la definitividad viene direc-
tamente unida tanto a la sentencia como al decreto, cosa que en el 
anterior no ocuría 143, aunque bien es verdad hubo una línea interpre-
tativa que así lo sostuvo 144. 
Esto quiere decir que en el Código actual se abre, al menos des-
de el punto de vista de la letra de la ley, la posibilidad de aplicar, a la 
decisión judicial que cristaliza en decreto, la cláusula de la definiti-
vidad, es decir que el decreto que tenga fuerza de sentencia defini-
tiva pueda ser impugnado mediante apelación independiente; mien-
tras que en el anterior, ateniéndose a la letra del precepto, había que 
entender que no cabía apelación separada de los decretos tanto orde-
natorios como decisorios, quedando únicamente la posibilidad de 
apelar conjuntamente con la sentencia definitiva 145. 
No debe perderse de vista que la regulación que diera a este te-
ma, para las causas matrimoniales, la Instrucción Provida Mater 
143. Cfr. P. PELLEGRINO, o.c., p. 120. Téngase en cuenta que el c. 1880 em-
plea el singular «Non est locus appellationis: ... 6.° A iudicis decreto vel a sen-
tentia interlocutoria, quae non habeat vim definitivae», mientras el actual 1629 
dice: «Non est locus appellationi: ... «a iudicis decreto vel a sententia inter-
locutoria, quae non habeant vim sententiae definitivae». 
No le faltaba razón a Pellegrino cuando afirmaba que «suIla base dell'at-
tuale legislazione positiva, deva respingersi il tentativo di collegare, anche al 
decreto giudiziale, l'espresione quae non habeat vim definitivae in base all'as-
serito lapsus calami che avrebbe indotto il legislatore canonico a statuire una 
disciplina solo formalmente suscettibile di scludere l'impugnabilita del decreto 
giudiziale, e prima ancora l'applicabilita alla pronuncia avente forma e sos tan-
za di decreto giudiziale della clausura suddetta». 
144. Cfr. P. PELLEGRINO, o.c., p. 121. J. B. FERRATA, De vi decreti «Habebitur 
ratio in die decisionis causae», en «Monitor Ecc1esiasticus», fasc. I-II, 1966, 
p. 274, identifica a estos efectos el decreto y la sentencia: «sed verba 'quae 
non habeat' nonnisi lapsui calami videntur tribuenda, nam respiciunt? tum 
decretum, tum sen ten tia m interlocutoriam, 'quia simplex denominatio non 
mutat naturam' (ita in Mediolanen. coram Jullien (17 februarii 1930, SRRDS 
XXII, pp. 80-84). Rectius igitur in canone legi debebat: "quae non habeant 
vim ... "». 
145. Aparte de P. PELLEGRINO, o.c., p. 120; mantiene esta idea A. NICORA, 
II principio di oralita ... , cit., p. 486 «anche i decreti decisori non posono esser 
impugnati separatamente dalla sentenza definitiva, e per analoghe ragioni». 
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Ecclesia de 15 de agosto de 1936 146, se decantaba ya por la opción 
que toma el nuevo Codex, concretamente en aquel art. 214, que hacía 
referencia indistintamente a . las sentencias y a los decretos, cuando 
estableció: «A sententia interlocutoria vel a decreto interlocutorio ad 
superius tribunal appellari potest tunc tantum quando habeant vim 
deffinitivae», que será en substancia la solución que recoge el nuevo 
Codex 147. 
El problema se centrará en la determinación de cuándo, en con-
creto, tiene fuerza de sentencia definitiva el decreto o la sentencia 
interlocutoria, es decir, cuándo irrogan un gravamen que no pueda 
repararse por la sentencia definitiva, lo cual queda en buena medida 
a la libre apreciación del juez. 
Al no establecerse una norma similar a la contenida en el c. 465 
del e.p.o. yen el arto 322 § 3 del Codice di Procedura Vaticano antes 
aludidos, habrá de estarse por lo tanto a la regulación general de es-
te tema en el proceso ordinario del C. 1629, 4.°, ya que a tenor del 
C. 1670 sería aplicable en el contencioso oral. Bien es verdad que el 
C. 1670 en su segundo inciso permite al juez derogar mediante decre-
to motivado las normas de procedimiento, y en consecuencia cabría 
hiciese uso de esta facultad para dejar sin aplicación en cada caso 
concreto el C. 1629, 4.°, decretando que no sea apelable la decisión 
interlocutoria con fuerza de sentencia definitiva. 
Pensamos que hubiese sido más práctico establecer una norma 
específica para el proceso contencioso oral en la que se tuviese pre-
sente la inapelabilidad independiente de las disposiciones interlocu-
torias al estilo de las recordadas del e.p.o. y del Codice di Procedura 
Vaticano. 
2.2.6. Los principios de elasticidad y de preclusión 
Ya se ha aludido a este principio de la elesticidad que ciertamen-
te se encuentra también presente en la regulación concreta del pro-
ceso contencioso oral. La elasticidad requiere que no se establezcan 
rígidas fases preclusivas, posibilitándose el que las partes no pierdan 
sus posibilidades de ataque y defensa por la expiración de los plazos. 
De todas formas hay que decir que en el Codex actual se establecen, 
a nuestro entender con acierto, una serie de plazos y términos lega-
les estrictos y breves; así, por ejemplo, el C. 1659 otorga un plazo de 
15 días al demandado para contestar a la demanda, el 1660 prevé que 
146. S. Congr. de Sacramentos, Instructio Provida Mater Ecclesia, 15. 
VIII.1936. ASS 28 (1936), pp. 313 ss. 
147. Cfr. P. PELLEGRINO, O.c., p. 125. 
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el juez señale un plazo al actor para responder a las excepciones pro-
puestas por el demandado. Igualmente ha de ejercitarse en el plazo 
previsto la posibilidad de llevar a cabo los escritos que contempla el 
1661 § 2. En estos supuestos, el no ejercicio de tal facultad comporta la 
preclusión de la misma, no pudiendo llevarse a cabo fuera de plazo. 
Nos parece que este tema queda bien resuelto en el proceso con-
tencioso oral. No deja de resultar un tanto extraña la oposición que 
mantienen al principio de preclusión algunos de los autores más par-
tidarios de la oralidad en sentido amplio. 
Hemos visto que se muestran, en líneas generales, bastante más 
favorables a la elasticidad para que se evite la preclusión 148. Algu-
nos de ellos eran conscientes de que una excesiva elasticidad pue-
de ser negativa en el sentido de permitir ataques sorpresivos, cuando 
en el desarrollo de la audiencia se alegan excepciones y defensas que 
no se encuentran en la demanda, y que en línea de principio no tie-
nen por qué encontrarse. De cualquier forma, se dice que este incon-
veniente real se evita en la medida en que las partes tienen siempre 
sobre sí la espada de Damocles de no saber cuándo va a considerar 
el juez suficientemente instruida la causa y declarar que ha de cerrar-
se la audiencia 149. 
La solución por: la que opta el nuevo Codex es aquí bastante razo-
nable, en el sentido de que exige un mayor rigor en la presentación 
de la demanda, y sobre todo un preanuncio de las pruebas y la posi-
bilidad de los escritos de alegaciones. Todo ello hace suponer que 
quien intente alegar otras cuestiones en la vista oral, puede fácilmen-
te evidenciar con su actitud, que está actuando con menor rectitud 
procesal, y en consecuencia podría el juez denegar la práctica de una 
prueba propuesta tardíamente, o la admisión de una excepción dila-
toria, etc., si la parte no demuestra también que con anterioridad 
desconocía su existencia. 
Parece, según se desprende de cuanto afirma Nicora, que la doc-
trina oralística no ve con malos ojos una cierta preclusión, en el 
148. Cfr. p. ej. P. CALAMANDREI, Instituciones de Derecho ... , cit., pp. 332 
Y 392. P 
149. Vid. supra pp. 248 ss. Así lo expresaba L. ROSENBERG, I?;re~~o. ro-
cesal.. ., cit., p. 407. «Se intenta evitar de otra manera la extenswn tlzmttada 
.del debate oral. Por un lado, de hecho, porque las partes no pueden saber 
. cuándo considerará el juez al proceso en condiciones de resolución; y me-
diante el cierre del debate oral, les suprimirá la oportunidad de seguir ~l,e­
gando y además mediante las medidas legales que impulsan la concentracwn 
.de lo~ alegatos de las partes, en tanto que el tribunal en ejercicio de su libre 
. arbitrio, puede disponer su rechazamiento en caso de retardo culpable o entor-
.pecimiento procesal». 
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sentido de evitar las dilaciones del proceso, pero es necesario para 
ello un uso ágil y discreto de la misma 150. Desde luego en el Codex 
del 17 parece encontrar NiCora un «sistema suficientemente ágil y 
equilibrado cuya eficacia viene confiada en última instancia a la ca-
pacidad de dominio y de conducción de la causa propias del juez» 151. 
Para De Diego-Lora, la solución del problema va por la línea de 
no dar tanta libertad al juez en el sentido de que funcione con una 
mayor rigidez la mecániCa preclusiva, de forma que se eviten las di-
laciones que tantas veces se producen por esta causa; y aquí hay que 
reconocer que habla la voz de la experiencia: señala cómo la orali-
dad, entendida en un sentido actual, puede verse reflejada en algunos 
de los cánones del Codex del 17 pero a la vez afirma que «basta que 
se den otros cánones que faciliten demoras y rupturas de preclusiones 
como, por ejemplo, los canso 1773 § 1; 1782 y 1786; 1861 y 1889 § 2, 
para que el proceso se paralice o distorsione. Esos mismos preceptos, 
en cuanto proporcionan poderes optativos al juez y no imponen de-
beres para la sumisión, resultarán ocasión propicia para que la con-
ducta procesal quede ordenada según debida legalidad, por el juez, 
pero como si el proceso canóniCo quedara condicionado, en su desen-
volvimiento, bajo el principio más riguroso de escritura y de inicia-
tiva plena de partes. Surgen, entonces, incidentes siempre suspensi-
vos de la cuestión procesal, dilaciones imprevisibles, sea por la admi-
sión de medios de pruebas propuestas tardíamente, sea por carecer 
la sentencia de plazo riguroso para su pronunciamiento; se acude con 
frecuencia al Auditor para recibir la prueba, se suspenden una y otra 
vez los actos de comparecencia, y se rebasan con facilidad los límites 
temporales máximos, dentro de los cuales se han de desarrollar las 
diversas instancias, se prorrogan siempre los plazos judiciales. La fal-
ta de impulso de oficio termina con el ritmo progresivo del avance 
procesal» 152. 
150. Cfr. A. NICORA, Il principio di oralita ... , cit., p. 351. 
151. Cfr. A. NICORA, Il principio di oralita .. . , cit., p. 489. 
152. C. DE DIEGo-LORA, El principio de oralidad en el proceso, en «Ius Ca-
nonicum» XVII, 34, 1977, pp. 386-387. No menos claro en este sentido se mues-
tra R. BERTOLINO, a.c., p. 199, en relación a este tema en el actual Codex, cuando 
escribe que «la nuova legislazione ha mirato a una organizzazione del pro-
cesso ordinario tale da consentire che 'iustitia celeriter administretur' (cfr . 
. Comm., 1970, 183). A tradurre nel concreto quella aspirazione sarebbe dovuta 
pero seguire l'adozione di termini effecttivamente perentori, che, invece, il 
can. 1465 § 1 prevede solo per quelli «perimendis iuribus» non per quelli 
«iudiciales» (can. 1465 § 2). L'attuazione del generico invito, racchiuso in non 
pochi canoni, che si proceda «quam primum», «intra brevem terminum», 
«continenter», «expeditissime», sembra cosi rimessa alla sola buona volonta 
del giudice». 
PROCESO CONTENCIOSO ORAL EN EL CODEX DE 1983 249 
2.2.7. El aumento de los poderes directivos del juez 
La mayor parte de los autores que se muestran partidarios de la 
oralidad ven este tema en estrecha conexión con la estructura del pro-
ceso oral, y no parece que les falte razón, en la medida en que el pro-
ceso, tal como se configura en los ordenamientos que han empleado 
el proceso oral, requiere en el juez unos poderes directivos mayores. 
El juez deja de ser mero árbitro para considerarse componente acti-
vo en esa relación que entrelaza a las partes procesales y al órgano 
judicial, y juega en cambio un papel de mayor protagonismo en el 
desenvolvimiento de la instancia 153. 
El problema radica más bien en determinar en qué medida han 
de otorgarse tales poderes al juez, de forma que pueda cumplir con 
su misión del modo más adecuado posible. Es fácil suponer que en 
este punto es donde juegan de modo preponderante los criterios de 
la posible concepción política que en cada caso existe en una deter-
minada sociedad. 
Se trata en definitiva de ver la forma de establecer un equilibrio 
adecuado entre los poderes de las partes en el proceso y los poderes 
del juez. Esto admite como es obvio diversas gradaciones, según el 
nivel en el que actúe dicha ampliación de poderes. 
Nicora 154 distingue tres planos: 
En un primer nivel, relativo a la deducción de determinadas re-
laciones jurídicas en el proceso, cabe se estructure con prevalencia 
del principio dispositivo en un sentido propio (principio dispositivo 
sobre la relación material deducida en el proceso), que se expresa en 
las máximas conocidas «nema iudex sine actore»; «iudex iuxta alle-
gata a partibus iudicare debet» y «sententia conformis debet es se li-
bello» o, por el contrario, de acuerdo con el principio inquisitorio, 
en un sentido propio, es decir que no existe una disponibilidad por 
las partes respecto a la relación deducida en el proceso. Se trata co-
mo es obvio de una publicistización del derecho a deducir en juicio. 
El juez en definitiva no quedará vinculado por las peticiones de las 
partes. 
En este nivel, en el derecho procesal canónico no parece que pue-
da afirmarse recogido el principio inquisitivo, pues aun reconocien-
do la existencia de un interés público en muchas de las relaciones 
jurídicas que unen a los miembros de la comunidad eclesial, el orde-
namiento canónico reconoce la disponibilidad de tales relaciones ju-
153. Cfr. F. LENT, Diritto Processuale civile tedesco, trad. de F. RICCI, Ná-
poJes, 1962, p. 116 Y A. NICORA, Il principio di oralita ... , cit., p. 355. 
154. Cfr. A. NICORA, Il principio di oralita ... , cit., pp. 357 ss. 
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rídicas, reconociendo una esfera de intereses privados en el que las 
partes pueden disponer libremente. Esto tiene su manifestación en 
el ámbito del proceso, encontrándose acogidos los tres principios alu-
didos. Así el c. 1501 del nuevo Codex preceptúa «Iudex nullam cau-
sam cognoscere potest, nisi petitio, ad normam canonum, proposita sit 
ab eo cuius interest, vel a promotore iustitia», que, como afirma De 
Diego-Lora, «consagra el principio memo iudex sine actore del modo 
más radical. Esta incoación del proceso, partiendo de la iniciativa ne-
cesaria de parte, permite afirmar que el proceso canónico es un pro-
ceso inspirado en el principio de iniciativa, ya que el presente canon 
es de carácter basilar, de extensión general a todo tipo de proceso ca-
nónico, con independencia de la naturaleza del interés que lo promue-
va, público o privado» 155. Téngase en cuenta la sanción de nulidad 
que establece el c. 1620, 4.° cuando se actúa por el juez contravinien-
do tal principio: «Sententia vitio insanabilis nullitatis laborat, si: ... 
4.° «Iudicium factum est sine iudiciale petitione, de qua in can. 1501 ». 
Puede verse, por tanto, que el nuevo Codex recalca incluso con 
más fuerza este principio dispositivo a nivel substancial o material 
que lo hacía el Codex del 17, donde no aparecía tan explícitamente 
formulado 156. 
Por lo que se refiere al principio «iudex iuxta allegata partibus 
iudicare debet», el Codex no deja de mostrarle su acogida en el c. 1608 
§ 2, que prescribe que el juez ha de dictar sentencia cuando tenga cer-
teza moral acerca del asunto que debe dirimir y «hanc certitudinem 
iudex haurire debet ex actis et probatis»; pero además y sobre todo 
el canon 1611, 1.0, que al establecer el deber de congruencia de la sen-
tencia reafirma este principio, y en este sentido comenta De Diego-Lo-
ra este canon: «El n .O 1 es un precepto de gran importancia, al orde-
nar que la senten:cia debe ser congruente con las peticiones de parte, 
tal como han quedado expresadas en los dubia formulados y aproba-
155. C. DE DIEGo-LoRA, en Código de Derecho Canónico, edición anotada 
a cargo de P. LoMBARDÍA Y J. lo ARRIETA, Pamplona, 1983, p. 903, comentario al 
c. 150l. 
156. Cfr. c. 1706 Codex Iuris Canonici 1917, al menos en tal sentido lo 
-interpretó siempre la doctrina. F. ROBERTI, De Processibus ... , cit., T. J, p. 476, 
-escribe a este respecto: «Existen tia processus semper a partibus pendet. Nemo 
iudex, ne in casu boni publici quidem, potest motu proprio processum inire 
(nemo iudex sine actore). Revera actiones contentiosae boni privati privatis 
personis relinquentur (c. 1706. Cpro E.O. de Ju. c. 228); actiones contentiosae 
boni publici vel proponuntur a partibus, vel ab iis qui partes, sive ordinario 
sive extraordinario modo, repraesentant (c. 1653 § S; C.P.O. c. 168 § S), vel 
tandem ab iis, quibus committitur iuridica tuitio publici boni (cfr. c. 1971 
:§ 1, 2.°)>>. 
PROCESO CONTENCIOSO ORAL EN EL CODEX DE 1983 251 
dos judicialmente. La congruencia de la sentencia es un tema tras-
cendental para el derecho procesal, por su carácter garantizador de 
las justas expectativas de parte en el proceso. Significa, de un lado, 
que el juez debe pronunciarse sobre la totalidad del objeto litigioso 
-nunca infra pe tita partium- tal como fue configurado por las peti-
ciones de las partes; pero de otro lado supone limitación para el juez 
en sus pronunciamientos, pues no puede marginar -extra petita par-
tium-, ni resolver más allá -ultra pe tita partium-, de los plantea-
mientos con que las partes lo condicionan» 157. 
Con relación al Codex anterior, escribía Roberti que «limites quo-
que processus a partibus, vel ab iis qui partium specie vel nomine 
agunt, determinantur. Sane iudex non potest se ingerere in ea ad quae 
eius officium non fuit requisitum, sed tenetur eam iuris exsecutionem 
praestare, quae a partibus in libello petita et in litiscontestatione de-
terminata fuit (sententia debet esse conformis libello)» 158. Al señalar 
ese deber de congruencia, que corresponde al juez, entiende que se 
impide tanto el cambio arbitrario de la fórmula de las dudas como el 
que la sentencia verse sobre cuestiones no planteadas por las partes 
o deje de resolver alguna de las cuestiones por ellas propuestas. 
Es bien patente que en el Codex de 1983, como en el de 1917, se 
consagra en este primer nivel el principio dispositivo en sentido pro-
pio o material; a este respecto no parece ofrecer duda la orientación 
del proceso canónico 159. 
En un segundo nivel, que es el de la deducción de los medios de 
prueba, advierte Nicora que cabe distinguir entre aquellos procesos 
en los cuales hay una prevalencia del principio inquisitorio en senti-
do impropio o por el contrario prevalece el principio dispositivo en 
sentido impropio: «11 principio in senso impropio (o formale o pro-
cessuale), che realizzando la mas sima «iudex secundum probata a par-
tibus iudicare debet», vien pure chiamato principio della «disponibi-
lita delle prove» 160, que se contrapone al principio inquisitivo formal 
o en sentido impropio, y que «comporta invece la possibilita rico-
157. C. DE DIEGo-LORA, en Código de Derecho Canónico, edición anotada, 
cit., p. 965. 
158. F. ROBERTI, De processibus ... , cit., I, p. 476. 
159. A. NICORA, Il principio di oralita ... , cit., «possiamo dunque affermare 
che nel processo canonico vige il principio dispositivo in senso proprio, senza 
distinzione tra cause 'boni publici' e cause 'boni privati'. E invece esclusa 
ogni forma inquisitoria in senso proprio», vid. también J. GOTI, Principios 
rectores del proceso canónico y orientaciones en el esquema de reforma, en 
Estudios de Derecho Canónico y de Derecho Eclesiástico en homenaje al prof. 
Maldonado, Madrid, 1983, p. 169. 
160. A. NICORA, Il principio di oralita ... , cit., p . 357. 
252 L. MADERO 
nosciuta al giudice di integrare le prove, ordinando l'assunziorie di 
tutti i mezzi probatori, anche non proposti dalle parti, che ritiene ne-
cessari od opportuni» 161. 
De acuerdo con esta conceptualización, la doctrina distingue en 
el Codex de 1917 dos tipos de causas fundamentales: las que única-
mente afectan al bien privado de las partes y aquellas que hacen re-
ferencia, de algún modo, al bien público 162. 
En el primer caso rige, con carácter general, el principio disposi-
tivo impropio o formal, en el sentido de que el juez depende estricta-
mente de las pruebas que las partes hayan aportado al proceso, es-
tándole prohibido al juez suplir las pruebas, pues así lo establece el 
c. 1619 CIC 17, en su parágrafo 1.0: «Si actor pro re sua probationes 
quas afferre posset, non afferat, vel reus exceptiones sibi competen-
tes non opponat, iudex ne supleat», y así lo manifestaba Roberti: «In 
causis boni privati, seu in omnibus causis quae bonum publicum non 
attingunt, iudex probationes supplere plerumque non potest» 163. Este 
principio general, se ve en cierta medida atemperado: «Verum si sin-
gulae dispositiones Codici examinemus, haud invenimus iudicem, 
etiam his causis, cuiuslibet potestatem expertam. Revera iudex qua-
sdam probationes potest pro suo arbitrio statuere, alias a partibus 
requisitas complere ac perficere valet» 164; por ejemplo, siempre puede 
d juez mandar que se practique la prueba pericial (c. 1792, 1801 § 2), 
establecer que se lleve a cabo el juramento supletorio (c. 1829, 1830 
§ 3) o imponer el juramento estimatorio (c. 1832) o establecer el ac-
ceso o el reconocimiento judicial cuando lo crea necesarió (c. 1806). 
Por lo que se refiere al interrogatorio de las partes hay que de-
cir que el Juez no puede llevarlo a cabo con una finalidad probatoria, 
únicamente clarificatoria (c. 1742 § 2). 
Se aprecia que estas excepciones no modifican radicalmente el 
principio de disponibilidad de la prueba o dispositivo procesal 165. 
Para las causas que afecten al bien público, en el Codex del 17, 
hay que decir que el principio inquisitivo tiene siempre un peso nota-
ble, pues se establece como regla general que «si vero agatur vel de 
161. A. NICORA, Il principio di oralita ... , cit., p. 357. 
162. Con relación a la actuación de este principio en el ClC 17 véase las 
indicaciones de A. NICORA, Il principio di oralita ... , cit., pp. 538 ss. 
163. Cfr. F. ROBERTI, De procéssibus ... , cit., l, p. 477. A. NICORA, Il principio 
di oralita ... , cit., p. 538. 
164. F. ROBERTI, De processibus .. . , cit., l, p. 78. 
165. A. NICORA, Il principio di oralita ... , cit., p. 540, escribe «Tutto somo 
mato, si dovrebe concludere che per questo secondo tipo di controversia (las 
de bien privado) vale il principio dispositivo in senso improprio». 
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publico bono vel de animarum salute, eas supplere potest et debet» 
(c. 1619 § 2 CIC 17). Así lo señalaba expresamente Roberti: «Proba-
tiones a iudice suppleri in causis boni publici Codex iubet» , acla-
rando a continuación: «Causae boni publici dicuntur illae in quibus 
relatio iuridica substantialis societatis uti talis interest e.g. crimina-
les, matrimoniales, s. ordinationis et generaliter omnes in quibus salus 
animarum periclitatur» 166. «In his iudex tenetur partes interrogare ad 
eruendam veritatem facti quod publice interest Cc. 1742 § 1), potest 
testes ex officio adducere Cc. 1759), requirire documenta etc.; uno ver-
bo potest quaslibet decernere probationes quae a plenam cognitionem 
requiri videatur» 167. 
En el Codex de 1983 puede observarse, de entrada, una reafirma-
ción del principio inquisitivo impropio, ya que el c. 1452 § 2 estable-
ce, sin hacer distinción entre causas que afectan al bien público o 
únicamente al bien privado, «potest autem praeterea iudex partium 
neglegentiam in probationibus afferendis vel in exceptionibus oppo-
nendis supplere, quoties id necessarium censeat ad vitandam graviter 
iniustam sententiam, firmis praescriptis can. 1600». Se puede apre-
ciar que se ha producido un desplazamiento en el sentido de acoger 
también para las causas de bien privado esta posibilidad de que el 
juez, cuando lo considere oportuno, siempre antes de la conclusión 
de la causa, supla la negligencia de las partes en la proposición de 
las pruebas. 
Al parecer se ha seguido, también aquí, la orientación ya marca-
da para el proceso oriental y para el proceso de la Ciudad del Vati-
cano 168. Se aprecia también en este extremo una cierta tendencia a la 
unificación, y especialmente a aprovechar la experiencia obtenida en 
base al Codex oriental. 
Esta posibilidad se ve restringida únicamente en las causas de 
166. F. ROBERTI, De processibus ... , cit., l, p. 477. 
167. F. ROBERTI, De processibus .. . , cit., l, p. 477. En idéntico sentido se pro-
nuncia también A. NrcoRA, Il principio di oralita ... , cit., p. 539. «COm'e facile 
scorgere, abbiamo qui le caratteristiche tipiche del principio inquisitorio in 
senso impropio o processuale, che non elimina la disponibilita del diritto so-
stantivo, ma sottrae invece alle parti la c. d. disponibilita delle prove». 
168. A. NrcoRA, Il principio di oralita ... , cit., p. 540: «e interesante osser-
vare la conforma e lo sviluppo che tale tendenza ha avuto sia nel Codice Va-
ticano di procedura, dal quale e fatta «salva la facolta del giudice stesso di 
supplire le prove anche quando si tratti d'interesse privato, in caso di evidente 
negligenza o malvolere delle parti, allo scopo di evitare una decisione ingiusta» 
(art. 81, par. 2), sia nel codice orientale, e precisamente nel can. 134, par. 1, 
dove si dichiara «. .. iudex ne suppleat excepto ca su evidentis negligentiae vel 
doli partium, vitandae iniustae sententiae causa"». 
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bien privado, una vez se ha producido la conclusio in causa, a tenor 
del c. 1600 § 1, 1.0, al requerirse el consentimiento de las partes para 
que el juez pueda llamar a otros testimonios o mandar que se practi-
quen pruebas no pedidas con anterioridad. Pero no conviene olvidar 
que el mismo c. 1600 § 1, 3.° permite al juez esta posibilidad en todo 
tipo de causas, cuando la sentencia, de no admitirse la nueva prue-
ba, ha de resultar injusta por las razones contenidas en el c. 1645 
§ 2, 1.°_3.°. 
En relación con el proceso oral, el momento de la conclusio in 
causa viene sustituido por el hecho de que en la audiencia se haya 
llevado a cabo la deposición testifical de uno de los testigos presen-
tados, como se recordará, a tenor del c. 1665, que remite al c. 1452, 
para antes de la conclusio in causa ficta, en cuyo caso el juez puede 
ordenar pruebas no solicitadas por negligencia de las partes y cuando 
sea necesario para evitar una sentencia gravemente injusta, y al c. 1600, 
para aquellos supuestos en los que se ha producido la declaración 
de uno de los testigos. 
Se aprecia por tanto que hay un giro amplio en esta materia, fa-
voreciéndose en buena medida el aumento de los poderes del juez en 
este segundo nivel de la deducción de las pruebas, dándose cabida a 
una expresión del principio inquisitivo entendido no en sentido ma-
terial sino formal o procesal. 
Los demás aspectos antes recordados, de la influencia del princi-
pio inquisitivo en sentido impropio o formal con relación al Codex 
de 1917, se mantienen prácticamente iguales, salvo el que a continua-
ción analizamos. 
El c. 1530, que con fórmula más sintética regula el interrogato-
rio de las partes, se decanta ahora hacia una mayor preponderancia 
del principio inquisitivo. El c. 1742 ere 17 distinguía, en cierta me-
dida, entre las causas de bien público y las de bien privado, ya que 
el parágrafo primero establecía que «Iudex ad eruendam veritatem 
facti quod publice interest ut extra dubium ponatur, debet partes in-
terrogare», lo cual era visto como una concreta manifestación del 
principio de inquisición, en las causas que afectan al interés públi-
co 169; mientras que en las de bien privado el interrogatorio de las 
partes puede llevarlo a cabo el juez ex officio con una finalidad ple-
das, como se desprendía del c. 1742 § 2: «In aliis casibus potest unum 
ex contendentibus interrogare non solum ad iristantiam alterius par-
tis, sed etiam ex officio, quoties agitur de illustranda probatione 
abducta». En cambio, en el nuevo Código, el interrogatorio de las 
169. Cfr. A. NICORA, II principio di oralita ... , cit., p. 539. 
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partes puede llevarlo a cabo el juez ex officio con una finalidad ple-
namente indagadora de la verdad, pues el c. 1530 dice en concreto: 
«Judex ad veritatem aptius eruendam partes interrogare semper po-
test», añadiendo a continuación, «immo debet, ad instantiam partis 
vel ad probandum factum quod publice interest extra dubium poni». 
Se encuentra en este punto una manifestación clara del cambio 
de orientación por parte del Codex en este tema de los poderes del 
juez respecto a la prueba, dándose una marcada inclinación hacia el 
principio inquisitorio formal. 
En el nuevo Codex no aparecen explicitados ciertos poderes que 
antes, en el Código anterior, sí que aparecían; así por ejemplo res-
pecto a la posibilidad que contemplaba el 1759 § 3, de que el juez 
presentase testigos caundo el bien público lo exigiera; nada se dice, 
en cambio, en el canon paralelo del nuevo Codex, el 1551, que única-
mente reproduce el § 4 del antiguo 1759. Sin embargo, hay que tener 
presente que el c. 1452 § 2 ha ampliado esta posibilidad de presentar 
testigos habida cuenta del carácter general que se le da a la suplen-
cia de la negligencia de las partes en materia probatoria por parte 
del juez. 
Se mantiene en idéntico sentido la posibilidad que tiene el juez 
de nombrar peritos (c. 1574 CIC 83); disponer el acceso judicial o el 
reconocimiento (c. 1582 CIC 83); exigir la presentación de documen-
tos comunes (c. 1545 y 1546 § 2 del CIC 83), en todo tipo de causas. 
El tercer nivel, del que nos habla Nicora 170, es precisamente el 
relativo al progresivo desarrollo del proceso a lo largo del tiempo: 
es decir, lo que es conocido habitualmente por el sistema de impulso 
procesal, en el que cabe que el ordenamiento otorgue el impulso a las 
partes, debiendo éstas, mediante actos concretos, impulsar el avance 
del proceso o, por el contrario, que se otorgue al juez la facultad de 
hacerlo avanzar ex oflicio. 
En el proceso canónico, tal como venía configurado en el CIC 
de 1917, existía la clara distinción entre las causas que atañen al bien 
público y aquellas que únicamente afectaban al bien privado de las 
partes; así lo expresaba Roberti: «Jure canonico analoga regula tra-
ditur ac norma pro probationibus statuta; sc. iudex in causis boni 
priva ti debet procedere ad instantiam partis, in causis boni publici 
etiam ex officio (c. 1618 C.P.O. c. 173). Verum si iudex in causis boni 
publici plenissimam habet potestatem dirigen di processum, haud par-
vam quoque servat in causis boni privati, adeo ut fere asserere liceat 
170. Cfr. A. NICORA, 11 principio di oralita ... , cit., p. 357. 
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iudici spectare processus canonici moderatio ac propulsatio ad fi-
nem» 171. 
En el nuevo Código este tema no sufre una modificación substan-
cial ya que el c. 1452 § 1 reproduce, perfeccionándolo técnicamente el 
c. 1618 del CIC del 17. El perfeccionamiento que introduce radica en 
la matización que se lleva a cabo, pues parece distinguir el poder 
dispositivo material del impulso procesal ex afficia, en las causas de 
bien público: «causa autem legitima introducta, iudex procedere po-
test et debet etiam ex officio in causis poenalifius aliisque, quae pu-
blicum Ecclesiae bonum aut animarum salutem respiciunt». En las 
causas de bien privado se mantiene el principio dispositivo material 
y el principio de impulso de parte, aunque, como es obvio, en el nue-
vo Cadex se encuentran recogidos toda una multitud de poderes del 
juez que afectan a la dirección del proceso, pudiendo ofrecerse un 
elenco similar al que Nicora presentaba con relación al CIC 17 172, in-
cluso se ve acentuado en algunos puntos el poder del juez en orden 
a la marcha del proceso. 
171. F. ROBERTI, De Processibus ... , cit., 1, p. 480. Vid. también A. NICORA, 
O.c., p. 357, donde el autor hace una análisis pormenorizado de algunos de los 
poderes directivos que tiene el juez respecto a la evolución del proceso según 
el Codex de 1917: 
«Diffatti il giudice anche nelle cause «boni privati»: 
«a) dirige e modera tutta la fase probatoria, in specie l'escussione dei 
testi (c. 1754); ammette o rifiuta i testi (c. 1760) e ne -riduce il numero exces-
sivo (c. 1762); respinge la futile «reprobatio testium» (c. 1784); ammette o 
vieta la presenza delle parti all'esame dei testi (c. 1771), all'ezecuzione delle 
perizie (c. 1797) e dell'accesso giudiziale (c. 1809); impone alle parti o ai testi 
il giuramento di «veritate dicenda» (c. 1744; c. 1768); 
«b) modera le dillazioni (cc. 1731, n.O 3.°; 1798, par. 2; 1865, par. 1 e 2) e 
decide la «conc1usio in causa» (c. 1860, par. 2); 
«c) opera tutte le citazioni e le notificazioni (cc. 1712; 1724; 1728; 1765; 
ecc.); 
«d) modera le difesse scritte (c. 1864) e l'eventuale discussione orale 
(c. 1866 par. 2-4); 
«e) e piu generalmente reagisce ad ogni tentativo di portar per le lunghe 
il procedimento senza validi motivi (cc. 1749; 1839; 1846), e soggiace all'obligo 
di condurlo a termine entro ilimite massimi fissati dal can. 1620». 
172. En efecto puede trazarse un cuadro muy similar al reproducido en 
la nota anterior, pues el juez puede y debe: 
a) dirigir y moderar toda la fase instructoria o probatoria, especialmen-
te la testifical (c. 1547 del ClC 83), reduce el número de testigos cuando es 
excesivo (c. 1553), admite o prohibe la presencia de las partes en el examen 
de los testigos (c. 1559), puede imponer a las partes el juramento «de verita-
te dicenda» (c. 1532). . 
b) modera adecuadamente las dilaciones o plazos para practicar la prueba 
(c. 1516); para llevar a cabo las alegaciones (c. 1601); decide la «conc1usio in 
causa» (c. 1599 § 3). 
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El problema aquí, como en tantas otras ocasiones, radica princi-
palmente en la misma actuación del juez, que, teniendo en su mano 
tales poderes, puede no hacer uso de ellos. 
Puede decirse que en el proceso canónico están presentes esos po-
deres de dirección formal del proceso que competen al juez, aun 
cuando siga jugando la iniciativa de parte su importante papel, como 
se manifiesta precisamente en la caducidad de la instancia, cfr. c. 1520, 
que demuestra bien palpablemente que se sigue dando una mayor 
prevalencia a la actividad de las partes, en lo tocante al impulso 
procesal. 
En la regulación del nuevo proceso contencioso oral no encontra-
mos una explícita formulación de los poderes del juez unipersonal; 
no existe una expresa remisión a los regulados en sede del proceso 
ordinario, al estilo de la contenida en el arto 322 § 2 del e.p.v. o de la 
que recoge el C. 453 del e.p.o., al tratar de los poderes del juez 
único. 
En efecto, estos dos preceptos recordados establecen que al juez 
único le competen tanto los poderes del presidente del tribunal, como 
aquellos que pertenecen al colegio 173. 
Parece lógico que así sea ya que han de concentrarse en él todos 
los poderes que pertenecen al tribunal y a su presidente, aunque na-
da se diga expresamente a este respecto. De cualquir modo hay que 
tener en cuenta que en la mayor parte de los cánones relativos a las 
facultades y poderes del tribunal, que se encuentran en la regulación 
del proceso ordinario, se está haciendo continuamente referencia al 
juez, sin entrar en excesivas distinciones, aunque la causa sea conoci-
da por un tribunal colegial. 
Quizá hubiera sido de desear una mayor explicitación de los po-
deres del juez en el desarrollo de la audiencia, al estilo de la que lleva 
a cabo el e.p.v., aunque también es verdad que, según hemos visto, 
no son pocos los poderes que le compete ejercer al juez según la ley 
canónica general. 
Unicamente se hace referencia explícita a la ya aludida posibili-
e) lleva a cabo las citaciones y notificaciones: ce. 1507 § 1 Y 1513, etc. 
d) modera las defensas escritas (c. 1602 §§ 1 Y 2); Y la posible discusión 
-oral (c. 1605). 
e) ha de procurar evitar las excesivas dilaciones del proceso (c. 1589; 
1593 § 1) Y tiene la obligación general de conducirlo a término, antes de los 
límites máximos establecidos en el C. 1453 que fija un máximo de un año para 
la primera instancia y seis meses para la segunda instancia. 
173. El arto 322 § 2 del Codicedi Procedura Vaticano dice textualmente: 
-{<Al giudice unico spettano le facolta attribuite al presidente e al Tribunale» 
y el 430 e.p.o. lo reproduce al pie de la letra: «ad iudicem unicum iura spectant 
,cum tribunalis tum praesidis». 
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dad que tiene el juez de admitir pruebas que no hayan sido presenta-
das o pedidas en la demanda o en la contestación (cfr. c. 1665). 
Contiene en cambio el nuevo Codex una norma relativa a los po-
deres del juez que no deja de causar una cierta perplejidad y es la 
del segundo inciso del c. 1670. Este dispone: «Tribunal autem potest 
suo decreto motivis praedito, normis processualibus, quae non sint 
ad validitatem statutae, derogare, ut celeritate, salva iustitia, consu-
lat». Así se viene a otorgar al juez un poder bastante amplio, como 
se aprecia en la lectura del canon. 
Este precepto no tiene efectivamente un paralelo en ninguno de 
los dos procesos que al parecer han servido de fuente de inspiración, 
bien sea el proceso de la Saepe, bien sea el proceso Coram iudice 
unico del C.P.O. Tampoco encontramos una norma parecida en el pro-
cedimiento ante el juez único del Codice di Procedura Vaticano. 
Se trata de algo ciertamente original, que nosotros sepamos, y 
que puede plantear algunos problemas de interpretación, y no pocos 
en la práctica. Hay que decir en primer lugar que el verbo empleado 
en el canon no parece el más adecuado al caso -derogare-, y desde 
luego nada tiene que ver con la acepción de este término en sentido 
técnico legislativo que se emplea en el c. 20 para referirse a la dero-
gación -abrogación parcial- de la ley anterior por la posterior; 
aunque se emplee en la acepción más amplia de este término de ex-
cepción a una norma o menoscabo de una ley 174. 
174. R. NAZ, Derogation, en D.D.C., IV, col. 1166: «cet mot a le sens d'ex-
ception, d'atteinte a une regle. En matiere législative, il signifie: révocation 
partielle d'une loi qui est abrogee dans telle de ses dispositions, mais subsiste 
pour le reste». 
Aunque, desde el punto de vista material guarde una semejanza con la 
dispensa, conviene hacer notar que no se puede asimilar a ella sin más, ya que 
se entiende que únicamente cabe dispensa en el ámbito de las leyes discipli-
nares, no así en las leyes que «determinan los elementos constitutivos esencia-
les de las instituciones o de los actos jurídicos» (c. 86). Igualmente no cabe 
dispensa de las leyes procesales y penales, y así lo establece el c. 87 § 1. «Epi-
scopus dioecesanus fideles, quoties id ad eorundem spirituale bonum conferre 
iudicet, dispensare valet in legibus disciplinaribus tam universalibus quam 
particularibus ( ... ) non tamen in legibus processualibus aut poenalibus». Pen-
samos que la excepcional facuItad otorgada al Obispo en el parágrafo 2.° de 
este canon no se extiende .a las leyes procesales y penales, y en este sentido 
se inclina -a nuestro entender con acierto T. JIMÉNEZ URRESTI en Código de De-
recho Canónico. Edición bilingüe comentada bajo la dirección de L. de ECHE-
VERRÍA, Madrid 1983, pp. 71 ss., comentario a los cc. 86 y 87. 
La razón de esta exclusión de la facultad de dispensar las leyes universa-
les que tiene el Obispo diocesano la ofreCÍa ya el Motu Proprio de Pablo VI 
De Episcoporum muneribus en el n.O 4: <,Leges ad processum spectantes, cum 
ad iurium defensionem sint constitutae, et dispensatio ab iis bonum spirituale 
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En segundo lugar ha de advertirse que el decreto motivado del 
juez puede determinar la no aplicación de la ley procesal relativa 
al procedimento, pues en este contexto nos sitúa el primer inciso de 
este canon. No puede afectar por tanto el decreto a aquellos aspec-
tos comprendidos bajo el nombre del derecho procesal sustancial, o 
conjunto de derechos, facultades y expectativas que legítimamente 
competen a las partes, privadas o públicas, que en el proceso in-
tervienen. 
Este precepto que venimos comentando, en su inciso segundo, 
despertó alguna observación en sede de la Comisión consultora. En 
efecto, en el proyecto del año 1976 se encontraba aislado en el c. 332, 
que decía: «Tribunal potest suo decreto normis processualibus dero-
gare, quae non sint ad validitatem statutae». Potius ipsi Consultores 
animadvertunt hanc normam non integram esse, quia deest remissio 
ad normas de processu contentioso ordinario in ceteris quae ad ra-
tionem procedendi attinent» 175, proponiéndose a continuación la fór-
mula remisoria que ya conocemos del inciso primero en la defini-
tiva redacción del c. 1670. 
Evidentemente, con tal añadido circunscriptivo, la facultad del 
juez queda restringida a la no aplicación en el caso concreto de las 
normas del juicio ordinario que hacen referencia al procedimiento, 
y siempre que en efecto no estén establecidas para la validez 176. 
Nos parece que este canon, tomado en su conjunto, puede ofrecer 
un cierto flanco a la crítica: especialmente por declarar supletorias 
las normas del procedimiento ordinario, para lo que no sea con-
templado expresamente en esta Sección J, pues supone una cierta 
hibridación que en nada beneficia la adecuada regulación del proceso 
contencioso oral y que obedece, en gran medida, a otros principios 
diversos, cuando no contrapuestos, a los principios que informan el 
proceso ordinario de la Sectio J; esta última afirmación cabría mati-
fidelium non respiciunt, non sunt obiectum facuItatis, de que agitur in De-
creto Christus Dominus n.O 86» (cfr. A.A.S. 58 (1966), p. 469). De un lado, por el 
hecho de que están establecidas para la tutela de los derechos de los fieles y 
afectan por tanto a las garantías jurídicas básicas; pero a la vez porque tal 
como se establecía en el n.O 8 b, la facultad de dispensar que se otorga, lo es 
en orden al bien espiritual de los fieles, y éste no se encuentra comprometido 
por la ley procesal. Por esto, hay que decir que se trata de una facultad es-
pecífica del juez, en este tipo de procesos, cuya justificación cabría detectarla 
en la necesidad de obviar de algún modo la posible inadecuación de las nor-
mas del contencioso ordinario, al contencioso oral, y que el mismo c. 1670 
en su primer inciso hace aplicables en cuanto a la ratio procedendi. 
175. Communicationes, XI, 2, 79, p. 254. 
176. R. BERTOLINO, La tutela dei diritti ... , cit., pp. 198-199. 
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zarla un poco habida cuenta de la influencia de la Saepe en el pro-
ceso ordinario. 
Es interesante tener presente 10 que nos muestra la experiencia 
histórica a este respecto, especialmente en relación con la desapari-
ción del proceso sumario del ordenamiento italiano, en el que el fra-
caso de éste vino provocado por la mezcla de principios y la progre-
siva absorción del sumario en el ordinario 177. 
Más adecuado, en este punto, parece el Codex Orientalis, que no 
contiene una norma similar, otorgándole de entrada al proceso ante 
el juez único una autonomía en cierta medida muy interesante. 
Podría objetarse que, en efecto, el arto 322 del Códice di Proce-
dura Vaticano establece como supletorias las normas del proceso or-
dinario, lo cual es totalmente cierto: «il procedimento avanti al giudi-
ce unico é regolato dalle norme dettate nel titolo precedente per il 
giudizio avanti al tribunal e di prima instanza, in quanto non siano 
modificate dalle sequenti disposicioni particolari». 
Conviene, sin embargo, no perder de vista la realidad de que el 
procedimiento ante juez único del Codice di Procedura Vaticano, co-
mo procedimiento simplificado respecto al ordinario, no deja de es-
tar informado por los mismos principios ya que el ordinario goza 
también de una gran inspiración oralística. En cambio, esto no ocurre 
con el proceso contencioso ordinario del Codex, de aquí que no de-
jarán de suscitarse algunos problemas. Esto mismo, es decir, la utili-
zación de las normas de la primera sección como supletorias de las 
contenidas en la sección lI, no podrá hacerse, en algunas casos, de 
modo mecánico; de ahí que se haya visto el legislador canónico en la 
necesidad de otorgar al juez, entre algunos poderes, éste que venimos 
analizando de no aplicar determinadas normas procedimentales cuan-
do lo pida la mayor celeridad de la causa. De esta forma queda en 
manos del juez el decidir cuándo ha de aplicarse o no, y para ello 
deberá recurrir al derecho motivado, lo cual parece también menos 
acorde con la naturaleza de este proceso, pues quiérase o no, el de-
creto escrito supone un cierto retraso, especialmente durante el de-
sarrollo de la audiencia. 
Estimamos, por lo tanto, que hubiera sido preferible haber ex-
177. Véase a este respecto S. GALCANO, Ai margini delta riforma processua-
le civile, 1, La scomparsa del procedimento sommario in Italia e le sue cause, 
en «Rivista di Diritto processuale civile», 11, I (1925), pp. 59-62; L. MORTARA, 
Commentario del Codice e delte leggi di procedura civile, T. 11, Milano 1923, 
pp. 357 Y ss.; G. CHIOVENDA, Instituciones del Derecho Procesal civil, trad. de 
E. GóMEZ ORRANTIA, Madrid 1948, T. 111, p . 205. 
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plicitado más los poderes directivos del juez a la vez que algunas de 
las normas aplicables al desarrollo de la audiencia. 
Admitiendo la solución del nuevo Codex, hemos de poner de ma-
nifiesto otro problema que nos parece se puede plantear y no deja de 
tener ciertas repercusiones en la práctica: será la jurisprudencia 
la que deberá ir concretando cuándo se trata de normas de proce-
dimiento que hacen referencia a la validez o no, dada la dicción del 
canon que comentamos, normis processualibus, quae non sint ad 
validitatem statutae. 
Hay que tener en cuenta que, eliminadas las normas relativas a la 
litiscontestatio, a la publicación de los testimonios y demás pruebas, 
a la conclusión en la causa, etc. -que no tienen cabida en el proceso 
contencioso oral-, no parece, en realidad, que queden muchas nor-
mas relativas al procedimiento no establecidas para la validez, que 
el juez pueda «derogar» para obtener una justicia más rápida. 
Ahora bien, parece abusivo y contra el espíritu de esta norma 
-habida cuenta de lo que hemos recordado de la discusión que se 
suscitó sobre este canon en la Comisión de elaboración del libro De 
processibus-, que se pretenda dar una interpretación de la norma 
contenida en el inciso segundo desconectado del primero, es decir 
entendiendo que el juez puede «derogar» mediante decreto motiva-
do las normas procesales, tanto de la parte general, como las que 
regulan el proceso contencioso oral. No carecía de fundamento la 
objeción propuesta al c. 332, antes aludido, del Schema de 1976, de 
que fácilmente se podría caer en una arbitrariedad por parte del 
juez, al no aplicar normas que en definitiva se muestran como ga-
rantía de los derechos de las partes. , 
Una similar «derogación podría, en algunos casos, causar un 
perjuicio irreparable. Por tanto, de acuerdo con el sistema adoptado 
en la regulación del contencioso oral respecto a la apelabilidad de 
los decretos interlocutorios, cual sería el presente, siempre que ten-
gan vis deffinitiva, se daría lugar a un incidente que fácilmente po-
dría llevar a perder más tiempo del que se tardase llevando a cabo 
las actuaciones de acuerdo con la norma procesal. No se pierda de 
vista que si se suscita una cuestión de iure appellandi, el c. 1631 es-
tablece que de «ea videat expeditissime tribunal appellationis iuxta 
normas processus contentiosi oralis». 
A la vez, si en efecto se siguiese esta interpretación -que juzga-
mos menos adecuada-, no dejaría de sembrarse, entre las partes, una 
cierta desconfianza respecto al proceso contencioso oral, por el te-
mor a verse privadas en algún caso de un derecho procesal; como se 
recuerda, el legislador ha querido dejar a la elección de las partes 
el trámite a seguir: ordinario o sumario. No resulta entonces difícil 
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pensar que las partes o alguna de ellas posiblemente decidan seguir 
la tramitación ordinaria, donde al menos esperan tener más garantías. 
Esta segunda interpretación, pensamos, podría contribuir en cierta 
medida a un vaciamiento del proceso contencioso oral. Puede que nos 
equivoquemos, pero al menos con los datos que tenemos no resulta 
muy difícil pensar bajo la impresión de estos temores, por lo que 
estimamos se debe imponer una interpretación más conectada con la 
parte primera del texto contenido en el c. 1670. 
2.2.8. El principio de publicidad. 
El principio de publicidad se encuentra en una cierta coneXlOn, 
según vimos, con el proceso oral, en la medida en que el desenvol-
vimiento de la instrucción de la causa se lleva a cabo en la audiencia. 
Este principio tuvo una expresión máxima en la Ordenanza Procesal 
Alemana aunque luego paulatinamente se fue aminorando el furor en 
este sentido. La finalidad principal radicaba en la necesidad de hacer 
recobrar la confianza de los justiciables en los tribunales, que, no sin 
algunas razones, podían tener un mayor recelo contra el principio de 
secreto de las actuaciones de la causa. 
En el proceso escrito, se favorece evidentemente el que pueda lle-
varse a cabo sin permitir el acceso al material instructorio a extraños 
al proceso, mientras que el oral facilita la publicidad, aunque no ne-
cesariamente 178. 
El proceso canónico del Codex del 17 admitía como norma gene-
ral el principio de secreto o no publicidad, tanto para los terceros, 
como incluso en algunos puntos para las mismas partes. El c. 1640 del 
ele 17 advertía que durante la instrucción de la causa ante el tribunal 
habían de ser excluidos de la sala todos aquellos que fueran ajenos 
al proceso, con lo que venía a sentar el principio general de secreto 
o de no publicidad de la causa. 
Se impuso la obligación de guardar secreto a los jueces y demás 
miembros y ministros del Tribunal (c. 1623 §§ 1 y 2 del ele 17), lle-
vando aparejada la violación del mismo una serie de penas (1625 §§ 2 
y 3). También se podía imponer la obligación de guardar secreto a 
los testigos, a los procuradores y abogados de las partes, a los peritos 
y a las mismas partes cuando así lo exigía la naturaleza de una deter-
minada causa (cfr. 1769). 
En principio estaba prohibido a las partes asistir al examen de los 
178. Cfr. F. LENT, O.c., pp. 111-112; J. GOTI, Principios rectores ... , cit., pp. 
204-209. 
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testigos (c. 1771), y cada uno de los testigos había de ser interrogado 
por separado, salvo que el juez ordenara el llamado careo de testigos 
(c. 1772). 
Igualmente, en línea de principio, las actas de la causa y del pro-
ceso permanecían secretas hasta tanto no se llevase a cabo la publi-
cación de la causa (cc. 1858 y ss.). 
En el Codex actual se mantiene también la misma línea, debiendo 
estar presentes en el aula únicamente aquellas personas que la ley o 
el juez determinen que deben estarlo durante la instrucción de la 
causa (c. 1470). 
Los jueces y demás miembros del Tribunal y auxiliares deben 
guardar secreto de oficio en el proceso penal y en los demás cuando 
pueda seguirse perjuicio para las partes (c. 1455); si lo incumplen pue-
den ser sancionados a tenor del c. 1457 § 1. 
Se mantiene la prohibición de que las partes asistan al examen 
de los testigos (c. 1559) y éstos deben ser examinados separadamente, 
a no ser que el juez decida hacer un careo entre ellos (c. 1560) . 
Las actas se mantienen secretas hasta su publicación, después 
de concluida la realización de las pruebas (c. 1598). 
Esto afecta al proceso ordinario, ya que en el proceso contencioso 
oral la audiencia tiene un carácter público puesto que a la audien-
cia han de asistir las partes · y sus abogados, tal como establece el 
c. 1663: «Pars eiusque advocatus assistere possunt excussioni cete-
rarum partium testium et peritorum». Ello hace que tenga un carác-
ter público, al menos respecto a las partes y sus abogados, los cua-
les pueden asistir a la realización de todas las pruebas, a la discu-
sión oral de la causa (c. 1667), y a la lectura de la sentencia, si es 
que se dicta en la misma audiencia a tenor del c. 1668 § 1. 
La publicidad que se da en este tipo de proceso es mayor, como 
bien se advierte, que en el proceso escrito; sin embargo no quiere 
ello decir que se considere la audiencia realmente pública, en el sen-
tido de permitir la entrada a personas ajenas a la causa, ya que sigue 
estando vigente el precepto general del c. 1470, que en principio cierra 
la entrada al aula a aquellas personas que ni la ley ni el juez prevén 
como necesarias para el desarrollo de la misma. Parece que en úl-
tima instancia la presencia de público en la sala donde tiene lugar 
la audiencia depende de lo que estime conveniente el juez, de acuer-
do con la naturaleza de la causa. El proceso oral, puede decirse, re-
sulta, según estos cánones, público para las partes y sus aboga-
dos (c. 1663 § 2), si bien no cabe decir que rija el principio de pu-
blicidad, que hace relación a los terceros, como un modo de garan-
tía dado a la comunidad de que el proceso se ajusta a la ley. 
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2.2.9. El significado actual de la oralidad. 
Acabamos de ver la presencia de los diversos princIpIos que in-
forman el proceso oral tal como se pueden apreciar realizados en la 
regulación positiva actual. Hemos de centrarnos ahora en lo que un 
sector de la doctrina, especialmente representada por Cappelletti y 
Nicora, consideran el significado actual de la oralidad. Esta funda-
mentalmente consiste, según estos autores, en la posibilidad de que 
las partes puedan ser interrogadas por el juez en la audiencia y que 
el resultado de interrogatorio pueda ser asumido por el juez y valo-
rado como una prueba de libre valoración 179. 
Ya se ha aludido anteriormente al tema a la hora de hablar de los 
poderes del juez respecto a la prueba, y se ha visto la evolución que 
se produce en el nuevo Código, hacia un incremento de los poderes 
del juez en este terreno. 
El interrogatorio de las partes se convierte en realidad en algo 
más próximo a la prueba, aunque no parece que se haya elevado a 
una plena categoría de medio de prueba. Sin embargo, hemos visto 
que el interrogatorio judicial de las partes deja de ser un simple in-
terrogatorio ad clarificandum tal como aparecía en el Codex del 17, 
para convertirse en un interrogatorio ad eruendam veritatem (c. 1530), 
sin distinguir si la causa afecta al bien público o al bien privado 
únicamente. Añádase a este avance el hecho de que se incluye ya den-
tro de la regulación de las pruebas. 
Así lo hace notar Del Amo: «Ha sido un acierto técnico, respecto 
al crc 17, prescindir del título De interrogationibus partibus in iudicio 
faciendis antes del título De probationibus, e incluir dentro de éste 
las declaraciones de las partes» 180; a la vez hay que tener en cuenta 
que el c. 1536 § 2 permite que «In causis autem quae respiciunt bonum 
publicum, confessio iudicalis et partium declarationes, quae non sint 
confessiones vim probandi habere possunt, a iudice aestimandam una 
cum ceteris causae adiunctis, at vis plenae probationis ipsis tribui 
nequit, nisi alia accedant elementa quae eas omnino corroboren!». De 
donde se desprende que efectivamente la deposición de las partes, al 
179. Más ampliamente expuesto puede verse en M. CAPPELLETTI, La testi-
monianza ... , cit., pp. 187 ss. 
180. L. DEL AMo, Código de Derecho Canónico comentado, edición anotada 
a cargo de P. LOMBARDÍA y J. L. ARRIErA, Pamplona 1983, p. 920. Este autor ya 
describió el interrogatorio judicial de las partes como un medio óptimo que 
tiene el juez para llegar al descubrimiento de la verdad de los hechos y que 
posibilita efectivamente el contacto entre el juez y las partes, en su amplia 
monografía Interrogatorio y confesión en los juicios matrimoniales, Pamplona 
1973, vid. especialmente pp. 28 y ss. 
PROCESO CONTENCIOSO ORAL EN EL CODEX DE 1983 265 
ser interrogadas por el juez, puede tener un cierto valor probatorio, y 
así escribe Del Amo comentando el canon aludido: «Respecto a la 
fuerza probatoria, tanto de las declaraciones de las partes como de la 
confesión judicial en las causas de interés público, el legislador ecle-
siástico reconoce que pueden tener valor probatorio, pero deja su 
apreciación a la prudente discreción del juez, a quien manda medir su 
valor en conjunto con las demás pruebas y circunstancias de la causa. 
Sin embargo, a esta apreciación libre del juez, pone la ley un límite: 
no se puede atribuir eficacia de prueba plena a las declaraciones de 
las partes ni a la confesión judicial por sí solas, sin otros elementos 
probatorios que las corroboren» 181, lo cual quiere decir que se le 
puede conferir un cierto valor como prueba, y en este sentido se ha 
de entender que se aproxima algo más a la idea clave de la oralidad 
o significado primario de la oralidad 182. 
Pero hay que tener también en cuenta que se sigue manteniendo 
la prohibición formal de que la parte pueda actuar como testigo, con-
tenida en el c. 1757 § 3, 1.0 CIC 17, y que el c. 1550 § 2, 1.0 del CIC 
actual reproduce, si no al pie de la letra muy en la misma línea, lo 
cual implica que no se ha aceptado propiamente que las declaraciones 
de las partes puedan ser consideradas como un testimonio, pervi-
viendo el principio nema testis in causa sua. 
Se da por tanto una utilización o posible utilización del conoci-
miento que las partes aportan sobre los hechos controvertidos, pero no 
se admite efectivamente como testimonio propiamente dicho, habida 
cuenta de las limitaciones impuestas. 
No puede decirse en este sentido que se halle plenamente realiza-
da la oralidad entendida con carácter de totalidad como lo hacen Cap-
pelletti y Nicora, quienes ven en la abolición del principio aludido, 
«nema testis in causa sua», la culminación del movimiento de realiza-
ción de la oralidad en los ordenamientos actuales 183. Sin embargo, no 
deja de darse una cierta aproximación a una oralidad más lograda 
que la que pudiera encontrarse en la regulación de los procesos en el 
Codex de 1917. 
3. El ámbito de aplicación del proceso contencioso oral. 
Al tratar de la evolución de los sucesivos esquemas del proceso 
181. L. DEL AMo, Código de Derecho Canónico, edición anotada ... , cit., p. 
923, comentario al c. 1536. 
182. Cfr. M. CAPPELLETTI, La testimonianza ... , cit., 1, pp. 103 ss. 
183. Cfr. M. CAPPELLETTI, La testimonianza ... , cit. 1, pp. 232 ss.; A. NICORA, 
Il principio di oralita ... , cit., pp. 345, 518 ss. 
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contencioso oral hemos tenido ya ocasión de ocuparnos de este tema. 
Basta pues ahora recordar cómo queda configurado definitivamente 
en el nuevo texto legal. 
La delimitación del ámbito de aplicación del proceso contencioso 
oral se lleva a cabo por vía de exclusión. Pueden conocerse, de acuer-
do con las normas que regulan el contencioso oral, todas aquellas 
causas que no están excluidas por el derecho; así lo afirma el c. 1656: 
«Processu contentioso orali ... tractari possunt omnes causae a iure 
non exclusae». 
Veamos a continuación cuáles son las causas excluidas por el 
Derecho. 
El c. 1690 dice textualmente: «causae ad matrimonii nullitatem 
declarandam nequeunt processu contentioso orali tractari», excluyen-
do expresamente del ámbito del contencioso oral las causas ordinarias 
de declaración de nulidad del vínculo matrimonial. 
No faltó quien propusiese que no se prohibiese el tratar las causas 
matrimoniales según el contencioso oral, y así aparece recogido en 
Communicationes: «Nonnulla organa consultationis (quattuor tantum) 
petierunt ut omnes causae matrimoniales tractari possint processu 
contentioso orali, salvo iure partium petendi processum contentiosum 
ordinarium» 184. 
Al parecer esta propuesta fue rechazada, razonándose del modo 
siguiente: «Propositio non placet Consultoribus, sive quia fere omnia 
organa consultationis, uti ex consultatione ipsa constat, praeferunt 
processum contentiosum ordinarium, sive quia processus contentiosus 
oralis nunc primo introducitur in usu nostrorum tribunalium et ideo 
periculosa videtur in re tanti momenti repentina tam gravis immu-
tatio, sive tandem quia ratio assequendi celeriorem celebrationem 
processus non iam cogens videtur cum in novissima revisione simpli-
ciores factae sunt normae de processu contentioso ordinario» 185. 
Posteriormente, hay que volver a insistir en el tema, con relación 
al c. 1642 del Schema de 1980: «Non excludantur causae matrimonia-
les ab hac optima procedura quae utiliter applicari potest ad causas 
de nullitate matrimonii, ita ut istae non amplius formalitatibus pro-
cessus contentiosi ligentur. Proponitur, «Causae ad matrimonii nulli-
tatem declarandam possunt processu contentioso orali tractari» 186. 
Esta nueva sugerencia será rechazada en los siguientes términos: «Pro-
positio admitti nequit. Processus contentiosus oralis non dat satisda-
tiones (<<garanzie»), quae processui matrimoniali propter vinculum sao 
184. Communicationes, XI, 2, 1979, p. 271. 
185. Communicationes, XI, 2, 1979, p. 271. 
186. Relatio, 80, p. 332. 
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cramentale necessarie sunt» 18\ pero además se adopta la decisión de 
añadir una sanción de nulidad al c. 1608 del Schema 80: «Immo, con-
sultores unanimiter, ad praecavendos abusus hac in re, ad c. 1608, 
addere proponunt § 2 qui ita sonat: «§ 2. Si processus oralis adhibea-
tur extra casus iure permissos, actus iudiciales sunt nulli» 188. 
Se muestra evidentemente la preferencia de la Comisión por el 
proceso ordinario del Codex, ya que ofrece mayores garantías, lo 
cual parece ser cierto, y para este tipo de causas puede mostrarse más 
adecuado. De ahí que se establezca un proceso específico para las 
causas ordinarias de nulidad de matrimonio regulado en el cap. I del 
título I de la parte III dedicada a los procesos especiales. Este capítulo 
(cc. 1671-1685) hace especial referencia a la regulación específica de 
las causas de nulidad matrimonial, en aquello que es propio de las 
mismas. Se encuentra fuertemente influenciado por las medidas ace-
leratorias que en su día vino a introducir el Motu Proprio «Causas 
Matrimoniales» 189. Se remite el c. 1691, para aquellas cuestiones no 
reguladas en este capítulo, a lo establecido en los cánones dedicados 
a los procesos en general y a los del juicio ordinario, con especial 
referencia a las causas acerca del estado de las personas, y de aque-
llas otras que se refieren al bien público. 
Sin embargo, para aquellos supuestos en los que es aplicable el 
proceso documental de los cc. 1686 y ss. del nuevo Codex, es decir 
cuando consta de la existencia del impedimento dirimente o del de-
fecto de forma legítima mediante un preciso documento, el proceso 
se desenvuelve de modo mucho más rápido y acelerado que el conten-
cioso oral, ya que en realidad se trata de un proceso documental su-
mario. 
Una segunda exclusión parece llevarse a cabo en relación con las 
causas de nulidad de la sagrada ordenación. Desde luego no existe un 
187. ReZatio, 80, p. 332. 
188. ReZatio, 80, p. 332. 
189. Es bien sabido que las medidas fundamentales que adoptó el M.P. 
«Causas Matrimoniales», de cara a favorecer una más rápida tramitación de 
las causas de la declaración de nulidad del matrimonio, se centraban especial-
mente en una peculiar regulación de la apelación (art. VIII) que viene recibi-
da también en el nuevo Código c. 1682 § 2, aunque se restablece en cierta me-
dida la desigualdad de partes que se podía apreciar en el arto VIII del Motu 
Proprio Paulino (cfr. L. MADERO en Código de Derecho Canónico comentado ... , 
cit., pp. 1006 S. comentario al C. 1682). Hay que hacer notar que desaparece la 
norma del M.P. «Causas Matrimoniales» que regulaba el posible recurso con-
tra el decretum ratihabitionis, que participaba de la naturaleza de la ulterior 
propositio, aunque con una limitación temporal, contenida en el arto IX del 
mismo, dejándose abierta la posibilidad de plantear la ulterior propositio de 
la causa, como se desprende del C. 1684 § 2 del actual Código. 
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precepto tan explícito como el recordado del 1690 respecto a las cau-
sas de nulidad del vínculo matrimonial. Sin embargo, hay que tener 
en cuenta que este tipo de causas admite una doble vía de tramitación, 
la administrativa ante la Congregación competente y la judicial cuan-
do la misma lo estime conveniente, designando un tribunal concreto 
(cfr. c. 1709 § 1). 
En este segundo caso dispone el c. 1710 que «han de observarse, a 
no ser que lo impida la naturaleza del asunto, los cánones sobre los 
juicios en general y sobre el juicio contencioso ordinario, quedando a 
salvo las prescripciones de este título», lo cual parece efectivamente 
excluirlas del cauce del contencioso oral, en línea de principio, ya que 
se advierte nisi rei natura obstet. Esto permite pensar que cabría 
algún supuesto en el que el vicio de nulidad de la ordenación constase 
por ejemplo en documento fehaciente, en cuyo caso pensamos que 
pudiera presentarse como superflua la tramitación del proceso según 
las normas del proceso ordinario. 
Téngase en cuenta, de cualquier forma, que el c. 1425 § 1, 1.0 
establece que las causas de nulidad de la Sagrada Ordenación han de 
ser conocidas por un tribunal colegial de tres jueces, siendo la excep-
ción que conozca el juez único dado el carácter altamente restrictivo 
del § 4 de este canon; por tanto, parece que, en principio, han de 
conocerse según el trámite del contencioso ordinario. 
Parecida exclusión del ámbito del contencioso oral es la que se 
lleva a cabo en el c. 1728 § 1, que emplea una fórmula similar a la an-
terior: «Salvis praescriptis canonum huius tituli, in iudicio poenali 
applicandi sunt, nisi rei natura obstet, canones de indiciis in genere 
et de iudicio contentioso ordinario, servatis specialibus normis de 
causis quae ad bonum publicum spectant». 
Al igual que con las causas matrimoniales, hubo también propues-
tas concretas de que se aplicasen a las causas penales las normas del 
contencioso oral: «nonnulli suggesserunt ut in iudicio criminali appli-
centur canones de iudicio contentioso orali, ut processus celerior 
evadat»; pero no fue aceptada la propuesta: «Consultoribus non pla-
cet haec propositio, quia in casu urgentis necessitatis procedi po test 
per decretum extra iudicium» 190. No se h::lce referencia aquí a las 
mayores garantías del proceso ordinario, atendiéndose en cambio, 
cuando la urgencia de la causa lo pide, a la celeridad del decreto ex-
trajudicial a tenor del c. 1720, que prevé el procedimiento a seguir 
cuando se acude a tal expediente. 
Téngase igualmente en cuenta que estas causas requieren ser co-
190. Communicationes, XII, 1, 1980, p. 199. 
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nocidas, cuando el Ordinario estima que debe procederse judicialmen-
te, por un tribunal colegial (cfr. c. 1425 § 1, 1.0 a). 
Esta ha sido la opción del legislador, en concreto, respecto a las 
causas penales, excluyéndolas del ámbito del proceso contencioso oral, 
asignándoles un proceso con ciertas especialidades por razón de la 
materia específica a tratar (cfr. cc. 1717 ss.), pero que fundamental-
mente tiende a inspirarse en el ordinario habida cuenta de lo que 
preceptúa el c. 1728 191. 
Respecto a las causas incidentales, cuando han de ser conocidas 
con cierto detenimiento y el juez decide, en un determinado caso, que 
sea resuelta mediante sentencia interlocutoria, el c. 1590 § 1 preceptúa 
que han de observarse las normas del proceso contencioso oral, aun-
que puede ocurrir que el juez «attenta rei gravitate ... aliud videatur». 
Esto puede ocurrir en algunos supuestos en los que la cuestión inci-
dental planteada sea una causa de las que han de conocerse en el con-
tencioso ordinario, o simplemente cuando el juez lo considere nece-
sario por la gravedad de la causa incidental. 
Queda en estos casos a la discrecionalidad del juez el emplear 
uno u otro procedimiento. Lo lógico es que habitualmente se emplee 
el contencioso oral que es mucho más rápido, y siempre será más ade-
cuado para evitar innecesarias dilaciones del proceso principal. 
Ya se ha recordado que la resolución del llamado incidente de 
iure appellandi expresamente es remitida por el c. 1631 a las normas 
del contencioso oral, debiendo resolverla el juez expeditissime, para 
lo cual es posible pensar que deberá reducir los plazos que se esta-
blecen en el contencioso oral, sobre todo convocando la audiencia 
para la fecha más próxima posible (c. 1661 § 1). 
También se establece que pueden conocerse siguiendo este pro-
cedimiento más rápido las causas relativas a la querela nullitatis: 
«Causae de querela nullitatis secundum normas de processu conten-
tioso orali tractari possunt» (c. 1627), especialmente cuando no se 
acumula a la apelación, pues cuando esto ocurre (c. 1625), lógicamen-
te se dará una absorción dentro del procedimiento ordinario, ya que 
tratándose de apelación de una sentencia dictada en el proceso con-
tencioso ordinario, ha de seguirse el proceso ordinario a tenor del 
191. Ya hemos dejado constancia de la opinión contraria mantenida a la 
vista del Schema de 1976 por Z. GROCHOLEWSKI (vid. nota 54) y de las más auto-
rizada del Relator del Coetus de Processibus Mons. Sabattani, que se inclina 
a considerar que todas las causas del 1425 § 1 están excluidas de la tramita-
ción sumaria, es decir del contencioso oral. Vid. también en este sentido R. 
BERTOLINO, La tutela dei diritti ... , cit., pp. 196-197. 
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c. 1640 que manda: «in gradu appellationis eodem modo, quo in pri-
ma instantia, congrua congruis referendo, procedendum est; sed nisi 
forte complendae sint probationes, statim post litem ad normam 
c. 1513 § 1 et c. 1639 § 1 contestatam, ad causae deveniatur discussio-
nem sententiam». 
Si se trata de una querella de nulidad de la sententia, acumulada 
a la apelación del c. 1682 § 2, cuya exacta naturaleza aún no ha que-
dado completamente determinada, ya que se trata de una revisión del 
juicio emitido en primera instancia, más que de una apelación en el 
sentido canónico tradicional 192 ; en tal caso parece que no cabría la 
acumulación de la querela nullitatis a la apelación, puesto que o bien 
se acude al trámite rápido del 1682 § 2, donde no parece que quepa 
sea examinada la querela nullitatis, o bien el tribunal de apelación, 
en este caso de acumulación, optará por el trámite ordinario de la 
segunda instancia normal. 
El Codex mantiene la posibilidad de acudir al proceso contencioso 
oral cuando se trate de una causa de separación matrimonial. El 
c. 1693 establece en su primer parágrafo que, «si una de las partes o 
el promotor de justicia no solicitan el proceso contencioso ordinario, 
se seguirá el proceso contencioso oral». 
Según el sistema que se prevé, en el c. 1692 es fácil pensar que 
serán pocas las causas de separación que se tramiten ante los tribu-
nales eclesiásticos ya que se puede decidir la causa bien por decreto 
del Obispo diocesano, siguiendo por tanto la vía gubernativa (c. 1692 
& D. o bien remitiéndose la causa a los tribunales civiles: «Ubi deci-
sio ecclesiastica effectus civiles non sortitur, vel si sententia civilis 
praevideatur non contraria iuri divino, Episcopus diocesis commora-
tionis coniugum poterit, perpensis peculiaribus adiunctis, licentiam 
concedere adeundi forum civile» Cc. 1692 § 2); también deberá remi-
tirse la causa a los tribunales civiles cuando versa sobre efectos mera-
mente civiles del matrimonio, con las cautelas anteriores (c. 1692 § 3). 
No resulta difícil prever que serán pocas las causas de separación 
que lleguen a conocerse por los tribunales eclesiásticos. Añádase a 
esto el hecho de que poder tramitar la causa mediante el proceso 
contencioso oral queda en último extremo a la decisión de las partes, 
192. Ciertamente no puede decirse que exista acuerdo fundamental acer-
ca de la naturaleza de esta peculiar apelación acelerada introducida por la ya 
aludida norma del arto VIII del M.P. «Causas Matrimoniales». Puede verse 
un intento interesante de conceptualización de la misma llevado a cabo por 
R. PASCALI, Il «processus brevior» come «giudizio sul giudizio», en «Studi di 
diritto ecclesiastico e canonico» a cura dell'lstituto di diritto ecclesiastico e 
canonico dell'Universita di Napoli, 1, 1978, pp. 315-417. 
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pudiendo solicitar cualquiera de ellas o el promotor de justicia que 
se siga el proceso ordinario; con ello se tendrá una idea exacta de la 
previsible escasa utilización del proceso contencioso oral en este tipo 
de causas, al menos cuando las partes estén de acuerdo en la sepa-
ración y deseen obtenerla por sentencia judicial. 
No parece, a la vista de lo expuesto, que sea exagerado decir que 
se aprecia como una cierta desconfianza inicial respecto a este tipo 
de procesos; de ahí que se verá bastante reducido en la práctica su 
ámbito de aplicación. En el fondo quizás se piensa que ofrece menos 
garantías que el ordinario, pero, aunque esto pueda ser cierto en al-
guna medida, no tendría por qué serlo si se hubiesen evitado ciertos 
factores de indeterminación, que ya a priori hacen temer sea esca-
samente aplicado. 
Desde luego, respecto a las causas de separación de cónyuges, 
bien podía haberse establecido como cauce obligatorio y no dejarlo 
como cauce alternativo con el ordinario. Si se estima que estas cau-
sas pueden ser tratadas ante los tribunales civiles, parece un tanto 
curioso el recelo por el contencioso oral, de otra parte tan alabado 
en sede de la Comisión codificadora 193, Y ser considerado en ella co-
mo máximamente idóneo para este tipo de causas 194. 
Una vez vistas las causas excluidas por el derecho y aquellas en 
las cuales expresamente se remiten al contencioso oral, hay que decir 
que comunmente todas las demás causas pueden ser conocidas si-
guiendo las normas de este proceso (c. 1656 § 1), mientras lo permi-
tan las normas que exigen la constitución de tribunal colegial con-
tenidas en el c. 1425, así como los cánones que remiten la compe-
tencia a determinados tribunales que son siempre colegiales (vid. cc. 
1444 y 1445). 
El carácter facultativo que asume por tanto la utilización de esta 
vía procesal, no ya sólo en las causas expresamente remitidas por el 
193. Cfr. Communicationes, XI, 2, 1979, p. 248. 
194. Communicationes, IV, 1, 1972, p. 67: «Iam supra (n. 11) retuli de 
ineptitudine praesentis disciplinae circa vehiculum processuale, quo duci debet 
separatio coniugum in foro Ecclesia. 
»Ideo Coetus animadvertit opportunitatem radicitius innovandi regimem 
harum causarum, quae natura sua sunt contentiosae, ac proinde per se solvi 
debent per processum iudicialem. 
»Quia vera in his quaestionibus necessaria est brevitas tractationis, quae 
coniuncta sit cum sufficientibus cautionibus ad tutandam dignitatem persona-
rum, instrumentum processuale maxime idoneum ad rem visum est processus 
contentiosus summarius. 
»Ast non debet negligi ius partis habendi cautiones adhuc maiores per pro-
cessum contentiosum ordinarium». 
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Codex, tal como acabamos de exponer, sino también en cualquier 
tipo de causa, es algo evidente y expresamente previsto en el c. 1656 
§ 1 al establecer la cláusula «nisi pars processum ordinarium peta!». 
Esta cláusula, en definitiva, deja a la elección de una de las partes el 
camino o vía procesal aseguir, y se nos muestra en este momento 
también, en cierta medida, limitadora del ámbito, si no teórico, al 
menos práctico del proceso contencioso oral: a la vez muestra bien 
a las claras que esta forma procesal es en definitiva un proceso de 
los denominados procesos plenarios rápidos, tal como hemos tenido 
ocasión de recalcar. Conviene sin embargo advertir que tanto en el 
caso de la querela nullitatis (cfr. c. 1627), como en la resolución de 
las cuestiones incidentales (cfr. c. 1590), la elección de la vía procesal 
a seguir corresponde al juez y no a las partes, mientras que necesa-
riamente ha de conocerse según el proceso contencioso oral la reso-
lución del incidente de iure appellandi (cfr. c. 1631). 
Esta libertad de elección del procedimiento que se otorga gene-
ralmente a las partes va un tanto más lejos de cuanto ocurría en el 
proceso de la Saepe, donde se requería, para que el juez pudiese cam-
biar de un procedimento a otro, el consentimento de ambas partes. 
Aquí basta que una de ellas lo solicite al juez. 
Nada se dice respecto al momento procesal en el que puede lle-
varse a cabo la solicitud de que se dé el tránsito del proceso conten-
cioso oral al proceso contencioso ordinario, es decir, hasta qué mo-
mento puede pedirse el cambio; es decir si, a este tipo de actividad, 
se la somete a cierta preclusión. 
Pensamos que lo lógico es no admitir la petición de cambio de 
procedimiento una vez que se ha fijado el dubium, pues es fácilmen-
te probable que el cambio pedido con posterioridad pueda tener una 
clara finalidad retardataria. 
Si el demandado no desea emplear en la causa concreta el proce-
so contencioso oral ha de manifestarlo así en la contestación a la de-
manda, en todo caso antes de la fijación del dubium. 
Si es el actor quien solicita el cambio de proceso o de vía pro-
cesal -posibilidad ésta que parece admitirse por el Codex al no dis-
tinguir entre actor y demandado-, pensamos que podría darse algún 
caso de este tipo, un tanto excepcional, pues lo habitual será que si 
ha planteado la demanda inicialmente para que se conozca la causa 
según el proceso oral ha de entenderse hecha su elección en principio 
irrevocable, por la fuerza vinculante de los actos propios, máxime 
cuando tal acto de elección ha sido aceptado por el Juez. El caso ex-
cepcional podría darse cuando a la vista de la contestación a la 
demanda, llevada a cabo por el demandado, éste introduce alguna ac-
ción reconvencional: en tal caso podría al actor interesarle pedir tal 
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cambio, cosa que le sería permitido hacer en la oportunidad proce-
sal que le brinda el c. 1660, antes lógicamente de la determinación del 
dubium o formula dubii por el juez. 
Admitirla más tarde de este momento pensamos que sería facili-
tar el fraude procesal, en perjuicio de una de las partes, que se ve-
ría en no poca medida perjudicada por la demora y los nuevos gas-
tos que pueden suponer tal cambio. 
4. El juez competente para el proceso contencioso oral. 
En principio, según determina el c. 1657, el proceso contencioso 
oral se desarrolla ante el juez único en primera instancia, de acuer-
do con el c. 1424, que permite al juez único ser asistido por dos 
asesores. 
Lógicamente estos asesores cumplen una función técnica, como 
su propio modo de ser designados revela, de asesoramiento y conse-
jo, que era vista por Mons. Sabattani en este sentido: «Forsam uni-
cus ille iudex molestam patitur solitudinem praesertim quando, bre-
vi post finem discusionis, debet sententiam pronuntiare. Ideo praevi-
detur quoad Vicario iudiciali dari possint ab Episcopo diocesano duo 
assessores tamquam consulentes, derici vel viri laici probatae vitae 
et bonae etsimationis, qui sessiones participen!» 195. 
La determinación del juez copetente, ha de llevarse a cabo de 
acuerdo con las normas de competencia generales establecidas en el 
título primero de la parte primera del libro VII, que trata del fuero 
competente (cc. 1404 y ss.), y en este punto nada en particular deter-
mina el c. 1657. 
Sin embargo, conviene tener presente que en algunos casos el 
juez competente para conocer una causa de acuerdo con el proceso 
contencioso oral no será evidentemente el juez de primera instancia, 
pues hay que atender también a otros criterios de competencia deri-
vativos, que no se encuentran recogidos en la regulación del fuero 
competente. Piénsese por ejemplo en la querella de nulidad de la sen-
tencia, cuando ésta ha sido dictada por un tribunal colegial: sería 
este mismo el que ha de conocer de la querela nullitatis a tenor del 
c. 1450; o en el caso de la utilización del proceso contencioso oral en 
la resolución de incidentes, cuando se plantean en una causa en la 
que se encuentra conociendo un tribunal colegial: será éste el com-
petente para conocer de la misma. 
195. Communicationes, IV, I, 1972, p. 62. 
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Nada se dice expresamente en la regulación del proceso conten-
cioso oral acerca del juez competente de segunda instancia, que ha-
brá de determinarse de acuerdo con los criterios generales de com-
petencia jerárquica (cc. 1438 ss.). . 
Hay que tener presente que, en el proyecto de 1976 (Schema 76), 
el c. 333 contenía una norma al respecto que fue convenientemente 
suprimida a instancias de uno de los consultores; este canon decía en 
concreto: «§ 1. Ad recipiendas appellationes competens est tribunal 
a iure designatum vel a conferentia Episcopali determinandum. 
«§ 2. In causis, quae versantur circa privatum tantum partium 
bonum, tribunal appellationis, si in primo gradu iudex unicus iudi-
caverit et partes consentiant, potest ex unico iudice constare; secus 
debet ex tribus iudicibus constitui». Queda suprimido, remitiéndose 
a las normas generales de competencia, lo cual parece más lógico 196. 
La composición del tribunal de segunda instancia es igual a la 
del de primera instancia según establece el c. 1441, por lo tanto, en 
línea de principio ha de estar compuesto por un juez único, cuando 
así ocurrió en primera instancia. Indudablemente esta norma favore-
ce la oralidad y especialmente la inmediación también en segunda 
instancia en la medida de lo posible; cuando necesiten por ejemplo 
completarse pruebas, etc., siempre es más fácil que el juez único re-
ciba las pruebas directamente, que no el tribunal colegial. 
El c. 1441 no dice explícitamente nada para el supuesto de que 
habiéndose conocido la causa por el juez único asistido de dos ase-
sores, si es o no necesario que los tenga en segunda instancia aunque 
parece conveniente que así sea, especialmente si la causa reviste cier-
ta importancia o complicación, pero no parece preceptivo. 
El criterio que acaba de señalarse, no está en contradicción con 
lo que antes se indicó de que, cuando para un determinado proceso, 
rige la norma de tribunal colegial, queda excluido el contencioso oral. 
En rigor, este proceso está concebido, en principio, para ser trami-
tado ante juez único y por este juez pronunciada la sentencia, por lo 
que no puede darse una competencia originaria en un tribunal cole-
giado sobre un proceso que haya de tramitarse según las reglas del 
juico oral. Pero la hipótesis indicada de la querela nullitatis es cole-
gial cuando colegial fue el tribunal que dictó la sentencia que se afir-
ma adolecer del vicio de nulidad, y este mismo juez (c. 1621), en este 
caso colegial, será a quien compete conocer de la nulidad alegada; lo 
mismo ocurrirá cuando se trata de una cuestión de iure appellandi: 
planteada la cuestión, según las normas del contencioso oral (c. 1631), 
196. Cfr. Communicationes, XI, 2, 1979, p. 255. 
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por lo que si el tribunal de apelación es colegial, colegialmente ha de 
tramitarse y juzgarse la cuestión de iure appellandi planteada. 
El mismo problema de competencia derivativa, de naturaleza 
funcional, puede originar que un incidente tramitado en proceso oral 
(c. 1590 § 1) sea resuelto por sentencia de un órgano judicial consti-
tuido como tribunal colegial. 
5. Desarrollo del Procedimiento 
Ya se ha aludido con cierta amplitud al modo en que se desen-
vuelve el procedimiento, al menos en sus trazos fundamentales. Con-
viene que nos detengamos ahora a considerar los sucesivos momentos 
en los que se despliega este procedimiento, tal como queda definitiva-
mente fijado en la regulación del Codex. 
5.1. La presentación de la demanda 
El procedimiento comienza con la presentación de la demanda 
que ha de llevarse a cabo por el actor ante el Tribunal competente. 
Se hizo referencia a la mayor exigencia que impone el c. 1658 
respecto al escrito de demanda en el proceso oral, al exigir que se 
haga, con brevedad, una enumeración clara y completa de los hechos 
en los que se basa el actor para plantear la demanda, además de la 
indicación de las pruebas mediante las cuales piensa demostrar los 
hechos, y que no puede aportar junto con la demanda (cfr. § 1 del 
c. 1658). 
Pero además el § 2 de este canon establece: «Libello adnecti de-
bent, saltem in exemplari authentico, documenta quibus petitio inni-
titur»; lo cual podría hacer pensar que estamos en presencia de un 
proceso documental; sin embargo no es así, pues puede ocurrir que 
no exista tal documento, piénsese por ejemplo en una demanda de se-
paración conyugal, y sea utilizable este proceso; conviene interpretar 
este precepto un tanto ampliamente ya que de lo contrario vendría 
a verse aún más restringido su campo de aplicación. Por ello nos in-
clinamos a pensar que tales documentos o su copia auténtica han de 
unirse a la demanda, cuando existen, y ésta se funda en ellos. 
Es cierto que el c. 1517 señala como momento crucial en el que 
da comienzo la instancia el momento en que se lleva a cabo la cita-
ción, y en efecto, una vez ha llegado al demandado la notificación de 
la citación, puede decirse con toda propiedad que la relación procesal 
ha quedado perfectamente instaurada; pero no lo es menos que el 
276 L. MADERO 
hecho de presentar la demanda determina ya el ponerse en marcha 
ciertos mecanismos procesales, como lo es el de generar la obligación 
que tiene el juez de examinar el libelo (c. 1505), y de admitirlo o re-
chazarlo en plazo breve (cfr. c. 1506). 
En el proceso sumario, el plazo para que el juez lo admita y 
lleve a cabo la citación, es mucho más breve, puesto que el c. 1659 
preceptúa que «si aestimet (iudex) libellum aliquo fundamento niti, 
intra tres dies, decreto ad calcem ipsius libelli apposito, praecipiat 
ut exemplar petitionis notificetur parti conventae». 
Antes, sin embargo, ha de estimar el juez si puede o no llevarse 
a cabo el intento de conciliación a tenor del c. 1446. No parece que se 
imponga como obligación el hacerlo, basta con que el juez lo estime 
como inviable, para que pueda proceder a citar al demandado 197. Se-
guir otro criterio puede orignar dilaciones que en este proceso se 
han de evitar siempre en lo posible, lo que explica lo dispuesto en 
el c. 1659 § 1. 
5.2. La citación del demandado y la constestación de la demanda 
La citación, en este proceso, se hace mediante notificación al de-
mandado de una copia del ejemplar del libelo de demanda: «Haec 
notificatio effectus habet citationis iudicialis de quibus in c. 1512» 
(c. 1659 § 2). Esta notificación ha de realizarse de acuerdo con lo esta-
blecido en el c. 1509, mediante el servicio público de correos o por 
otro medio muy seguro observando las normas establecidas por ley 
particular. 
Conviene hacer notar que en las causas en las cuales se puede 
utilizar el proceso contencioso oral no parece que puedan plantearse 
los problemas que, respecto a las causas matrimoniales y otras de 
197. Esto parece desprenderse de Communicationes, XI, 2, 1979, p. 250, 
donde aparece referido el cambio que se opera respecto al c. 322, que regula 
el tema en los términos siguientes: «§ 1. Accepto libello iudex in primis sa-
tagat ut pacificatio inter partes fíat, vel saltem ut ad compositionem deve-
niatur, vitatis tamen inutilibus moris. 
«§ 2. Quando conamem conciliationis incassum cesserit, iudex si aestimet 
libellum.. . etc.». Así parecía imponerse la necesidad de una previa concilia-
ción, mientras que la fórmula a la que se llega es la de suprimir el par. 1 y 
redactar el § 2 en la forma siguiente: «Si conamen conciliationis ad normam 
can. 46 § 2 inutile cesserit ... iudex si aestimet libellum ... etc.» . El § 2 del 
c. 46 del Schema da libertad al juez, recordándole que «Judex in limine litis, 
et etiam quolibet alio momento, quandocumque spem aliquam boni exitus 
perspicit, partes hortari et adiuvare ne omittat .. . ", pero no impone como tal 
una conciliación previa, que en algunos casos no se ve posible. 
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cierta gravedad, parece que pueden suscitarse especialmente en países 
del área del «common law», donde es menos aconsejable que en tales 
causas no se envíe copia del libelo de demanda al demandado 198. Por 
esta razón el c. 1677 § 1, relativo a la notificación del decreto de ci-
tación en las causas matrimoniales, dispone que ha de hacerse con-
forme al c. 1508, el cual establece la posibilidad que el juez tiene de 
apreciar la conveniencia o no de enviar copia del libelo al demandado. 
Por tratarse de causas de menor entidad -aunque no necesariamen-
te- en el c. 1659 se deroga en cierta medida el 1508 haciendo obli-
gatoria la remisión del escrito de demanda al demandado. 
El demandado, a la vista del escrito de demanda, puede enviar la 
contestación a la demanda en el plazo de 15 días a la cancillería del 
Tribunal (c. 1659 § 1). Esta será la actitud normal, aunque obviamen-
te puede, si lo desea, no responder, en cuyo caso sería declarado ausen-
te a tenor del c. 1592. 
Debe constar en autos (cfr. c. 1509 § 2), por recibo del servicio 
público por el que se hace la notificación, la fecha de ésta, a ser po-
sible, reuniendo tal constatación cierta autenticidad pues, en otro ca-
so, el cómputo del plazo para responder que otorga el c. 1659 § 1 
puede carecer de dato garantizador para ser exigido con justeza, ori-
ginándose, en caso contrario, problemas que afectan a fund~men­
tales garantías de las partes. 
Pensamos que si el demandado desea hacer uso del derecho de 
elección que le concede el c. 1656, es en este momento cuando debe 
hacer constar su voluntad de utilizar el proceso contencioso ordina-
rio, para evitar dilaciones innecesarias, aunque como hemos dicho 
no se establece una norma específica a este respecto en el Codex. 
El c. 1660 establece la posibilidad que tiene el juez de, a la vista 
de las excepciones propuestas por la parte demandada en su escrito 
de contestación a la demanda, establecer un plazo -que debe ser 
breve- para que el actor responda a tales excepciones. 
Lógicamente ésto se hará aún más necesario en el caso de que el 
demandado plantee una acción reconvencional de acuerdo con el 
198. Cfr. Communicationes, XI, 2, 1979, p. 261, que es donde se inicia la 
duda acerca de si conviene o no que en las causas matrimoniales se notifique 
la citación con copia del libello de demanda. En la Relatio 81, p. 317, aparece 
la razón del problema: ad can. 1460 § 1 (del Schema 80): "libellus litis non 
notificetur parti conventae una curn decreto citationis. In nationibus ubi viget 
systema iuridicum "Common law» ut vocant, hoc fieri non potest sine periculo 
querelae apud Tribunal civile, quae vero gravia consectaria pro administra-
tione iustitiae in Ecelesia securnfert. Sufficit ut pars conventa generali tan-
tum modo de libelli contentu edoceatur». 
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c. 1494 § 1. Esta posibilidad es perfectamente admisible, y lo era ya 
en el proceso clementina 199. El problema que se podría plantear ra-
dica en la posibilidad de que se incoe la reconvención mediante el 
ejercicio de una acción que implique la necesidad de conocer la cau-
sa en sede de contencioso ordinario. 
Quizá una de las pocas hipótesis en que se puede plantear este 
supuesto es el caso de que conociéndose o habiéndose planteado de-
manda de separación personal de los cónyuges, la parte demandada 
ejercite, en su contestación a la demanda, la acción de nulidad del 
matrimonio 200, en cuyo caso, por imperio de los cc. 1690 Y 1656 § 1, 
ha de conocerse la causa siguiendo el trámite del proceso ordinario, 
con las peculiaridades de los cc. 1671 Y ss. 
El hecho de que se reconvenga -en un sentido amplio claro es-
tá- mediante el ejercicio de la acción de nulidad de matrimonio de-
terminará incluso la paralización de la causa de separación hasta 
tanto se resuelva sobre la nulidad, ya que esta es prejudicial, respec-
to a la de separación 201. Nos encontraríamos posiblemente ante lo que 
la doctrina denomina reconvención impropia, ya que se haría nece-
saria la suspensión de la causa principal, la de separación, para 
resolver sobre la que entendemos es prejudicial 202. 
199. Vid. lo. ANDREA, o.c., fol. 52 v.o, glossa in v.O voluerit, donde se man-
tiene la idea de la posible reconvención del demandado en una causa sumaria, 
debiendo llevarse a cabo in exordio litis. 
200. L. DEL AMo, Sentencias, casos y cuestiones en la Rota Española, Pam-
plona 1972, p. 1353: «En las causas matrimoniales procesalmente nos parece 
correcto que, siendo el tribunal competente, no sólo se pueda reconvenir ale-
gando para la separación conyugal otro capítulo legítimo, sino también cuan-
do un cónyuge pide contra el otro la separación J el demandado reconviene 
acusando el matrimonio de nulidad y disyuntivamente pidiendo la separación 
por causa legítima, para el caso de que no conste la nulidad que acusa». 
201. Aunque se haya suprimido el c. 1632 CIC 17, que estableCÍa el con-
cepto de prejudicialidad, «id est eiusmodi ex cuius solutione pendeat solutio 
quaestionis principalis», junto con la obligación del juez de conocer de la 
cuestion prejudicial con anterioridad a la principal, una lógica estricta postula 
que así se haga. 
202. L. DEL AMo, Sentencias, casos y cuestiones ... , cit., p. 1353: «La doctri-
na y la jurisprudencia suelen distinguir dos especies de acción reconvencio-
nal: a) la que llaman propia, es decir la que se propone al principio del pro-
ceso y se tramita y resuelve simultáneamente con la acción principal, y b) la 
que dicen reconvención impropia, porque si bien es conocida por el mismo 
juez de la acción principal, sin embargo tiene un proceso distinto del proceso 
no simultáneo seguido en la causa principal. Algunos subdistinguen la propia 
en perfecta e imperfecta, según concurran o no la simultaneidad y la prórroga 
de la competencia». Añadiendo a continuación: «Sería lícito prescindir de la 
simultaneidad, no sólo cuando ella es imposible, sino cuando para dejar de 
observarla, a juicio del Tribunal, hay motivo grave, por ejemplo, las diferen-
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Sobre el momento de proponer la reconvención, hay que decir 
<clue con buen sentir el Código actual limita, frente a la amplitud con 
que regulaba este tema el c. 1630 del CIC 17, que permitía plantear 
la reconvención en cualquier momento del juicio antes de la senten-
cia, a un plazo de treinta días después de la litis contestatio tal como 
expresamente lo dice el c. 1463 § 1: «Actiones reconventionales pro-
poni intra triginta dies a lite contestata». En el caso del proceso con-
tencioso oral sería admisible, en principio, en el plazo de 30 días, que 
se computarán a partir del momento en el que quede fijada la fór-
mula del dubium (c. 1661 § 1), lo cual permitiría plantear la recon-
vención en la misma audiencia ya que esta ha de ser convocada, a 
tenor del último canon citado, en un plazo máximo de treinta días. 
En este sentido parece que en efecto se favorecería la posibilidad de 
plantearla dentro de la misma audiencia, lo que podría dar origen a 
diversos retrasos, en contra de la celeridad buscada con este tipo de 
proceso. 
Hubiera sido preferible establecer un plazo más breve, específi-
-co para el proceso contencioso oral, durante el cual fuese posible plan-
tear la reconvención, antes de la audiencia, ya que siempre queda 
salvada la posibilidad que tiene el demandado de ejercitar su acción 
independientemente, y si la plantea per modum reconventionis tar-
díamente, es presumible que puede hacerlo con una finalidad retar-
dataria. 
Se podría haber limitado la posible reconvención al escrito de 
'contestación a la demanda, o antes de la fijación de la fórmula del 
,dubium por el juez. De todas formas, en estas hipótesis de plantea-
miento tardío de la reconvención, parece recomendable para el pro-
ceso oral que el Juez haga uso del poder que le otorga el c. 1463 § 2, 
y ordenar que sea tramitada la reconvención por separado 203. 
En el escrito de contestación a la demandada, el demandado pue-
-de hacer uso de todas las excepciones dilatorias que le asistan, de 
modo muy especial las que se refieren a las personas y al modo del 
cias del objeto de una y otra acción que piden pruebas de hechos muy diver-
sos y actos judiciales distintos; lo claro y lo obvio de una acción y lo impli-
cado y difícil de la otra; la naturaleza de una demanda cuya urgente solución 
no es compatible con la duración prolongada propia del juicio especial que 
corresponde a la otra causa». Vid. también L. DEL AMO, Código de Derecho 
Canónico, edición anotada ... , cit., p. 881, comento al c. 1463. 
203. Los autores que comentaban la Saepe a este respecto, al menos co-
mo opinión más extendida sostuvieron que sólo cabría plantear la reconven-
-ción, en las causas sumarias, in exordio litis, no siendo posible plantearla ul-
teriormente. Puede consultarse en este tema, a lo. ANDRE, o.c., fol. 52 V.o; tam-
:bién lo. ab IMOZA, o.c., fol. 22 3R. 
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juicio que necesariamente han de proponerse in limine litis, es decir 
antes de que se fije la fórmula de las dudas 204. Una vez que se ha 
llevado a cabo la fijación del dubium se entiende precluida la posibi-
lidad de plantearlas, a no ser que surjan con posterioridad a este de-
creto del juez. 
Por lo que se refiere a las excepciones perentorias de pleito aca-
bado deben proponerse, según el c. 1462, antes de la litis contestatio, 
ya que si bien la proposición tardía es admisible, ha de probarse por 
el demandado que no se ha hecho maliciosamente para retardar el 
pleito, pues de lo contrario será condenado en costas. En el proceso 
oral ha de entenderse como momento clave a este respecto el de la 
fijación del dubium por el juez, en cuyo momento el juez ha de co-
nocer todos los datos que las partes aportan, para que ese dubium 
sea fijado con certeza. 
Las demás excepciones perentorias han de proponerse antes de 
la litis contestatio, es decir en la contestación a la demanda, si es el 
demandado quien excepciona, o en el supuesto de que el demandado 
ejercite acción reconvencional, el actor podrá esgrimir las excepcio-
nes que le asistan en el escrito que le autoriza el c. 1660. Lógicamen-
te estas excepciones perentorias de fondo han de tratarse junto con 
la cuestión principal y resolverse en la misma sentencia definitiva. Se 
tratará de ellas en la misma audiencia, con la cuestión principal, pues 
hacen referencia a la materia del proceso. 
Una vez que el juez tiene en su poder todos los escritos de las 
partes, demanda, contestación y, si lo hubiese, el del actor replicando 
a la reconvención planteada por el demandado, y a la vista de los 
mismos, ha de proceder a la fijación del dubium (c. 1661) que se lle-
va a cabo por el juez ex offico mediante decreto, que habrá de notifi-
carse a las partes. 
Cabría la posibilidad de que alguna de las partes, disconforme con 
el dubium, plantee el peculiar recurso que establece el c. 1513 § 3 al 
objeto de obtener su modificación, ante el mismo juez, el cual deberá 
resolver la cuestión planteada a la mayor brevedad posible mediante 
decreto. El plazo para interponer tal recurso es de 10 días a partir 
de la notificación del decreto de fijación del dubium. El decreto que 
resulve la cuestión planteada no es susceptible de apelación indepen-
diente, pudiendo, eso sí, ser apelado cumulativamente con la apela-
204. Cfr. c. 1459 § 2. L. DEL AMo, en Código de Derecho Canónico, edición 
anotada ... , cit., p. 878, estima que «la nueva legislación urge más el momento 
de proponerlas. Se proponen in limine litis, antes de contestar a la demanda, 
principalmente las relativas a las personas y al modo del juicio, a no ser que 
surjan después de la litiscontestación». 
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ción principal. Una vez fijada la fórmula de las dudas no cabe sea 
modificada, a no ser que medie decreto del juez, a instancia de parte 
y oídas las demás, y sólo por causa grave (c. 1514). 
Fijada la fórmula de las dudas y notificada a las partes, el juez 
ha de citarlas para la audiencia: igualmente, habrá de citar a aquellos 
testigos que hayan indicado las partes (c. 1661 § 1). El plazo para que 
tenga lugar la audiencia es de treinta días a contar desde la fijación 
de la fórmula de las dudas 205. 
5.3. Los escritos de ampliación 
Las partes pueden presentar ante el Tribunal algún breve escrito 
para demostrar sus afirmaciones, que habrá de depositarse en la Can-
cillería del Tribunal, al menos tres días antes de la celebración de la 
audiencia (c. 1661 § 2). 
Estos escritos, en el sentir de Galtier, serían similares a los pre-
vistos en el proceso ordinario (c. 1601 ClC 83), llamados de alegacio-
nes y defensas, al menos así lo daba a entender comentando el c. 460 
§ 1 del C.P.O. que es el paralelo del 1661 § 2 del ClC 206. En cambio, 
para Cabreros, el c. 460 aludido «no tiene lugar paralelo en el proceso 
canónico escrito. En el párrafo primero se admiten los escritos de 
ampliación de la propia defensa, que en nuestro proceso han sido su-
primidos por innecesarios» 207. El objeto de estos escritos parece ser 
el de perfilar mejor aun sus defensas y probar sus afirmaciones tanto 
el actor como el demandado 208. 
205. En el Schema 76 se decía que la audiencia debía celebrarse en un 
plazo no inferior a 10 días ni superior a treinta, decidiéndose eliminar el lí-
mite inferior de los diez días (cfr. Communicationes, XI, 2, 1979, p. 252). 
206. F. GALTIER, O.c., p. 443, escribe: «A la différence du procf!s devant le 
Tribunal CollegiaI, les plaidoires ne sont pas présentés aprés la clóture de 
l'instruction et apres avoir pris connaissance de l'ensemble des actes. Elles 
sont rédigees sur les données journies par les notes échangées par le canal 
du juge, et communiquees trois jours au moins avant l'audience». 
207. M. CABREROS, El principio de oralidad ... , cit., p. 149. 
208. Pueden asimilarse también a los escritos de dúplica y ampliación, 
aunque no exactamente; a esta consideración nos mueve el parentesco exis-
tente entre el § 2 del c. 1661 C.LC. 83 y el c. 460 § 1 del C.P.O., que depende a 
su vez del arto 238 § 1 del Codice di Procedura Vaticano: «Le parti e i chiamati 
in causa, almeno tre giomi liberi prima dell'udienza preliminare, potranno de-
positare in cancelleria ulteriori replique ... » (cfr. 1. ZUZEK, Trials before ... , cit., 
p. 523; Y especialmente M. CABREROS, El principio de oralidad .. . , cit., p. 147). 
Sin embargo nada parece más alejado de esos escritos, que un cruzamiento de 
escritos entre las partes dirigido a rebatirse sus respectivos alegatos. En el 
caso del C. 1661 § 2 no hay ese cruce de escritos aunque las partes deban co-
nocer en la audiencia, cada una de ellas, el de su contraria. 
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En el proceso contencioso oral latino no existe una norma simi-
lar a la contenida en el c. 460 § 2 del C.P.O., que permite, siguiendo 
el arto 327 § 1 del CPV en parte 209, la presentación, tanto por el actor 
como por el demandado, de testigos aún no pedidos en el escrito de 
demanda, para lo cual ha de depositarse relación de los mismos, con 
indicación de los nombres, condición y domicilio de cada uno de ellos, 
en la cancillería del Tribunal, tres días antes de la audiencia. En el 
nuestro, esta posibilidad se encuentra regulada, de forma distinta y 
con referencia a las pruebas en general, ya que el C. 1665 establece 
que «las pruebas que no hayan sido presentadas o solicitadas en la 
petición o en la respuesta únicamente pueden ser admitidas por el 
juez en conformidad con el C. 1452; pero después de que haya sido 
oído aunque sea un solo testigo, el juez únicamente puede ordenar 
otras pruebas de acuerdo con el C. 1600». Parece por tanto _que en la 
misma audiencia cabe ser solicitado al juez que admita testigos no 
relacionados anteriormente. Si el juez lo admite, lógicamente habrá 
de hacer uso del poder que le otorga el C. 1666, sobre todo cuando 
el nuevo testigo no se encuentre en la sala. 
5.4. La Audiencia 
El día fijado para la audiencia han de comparecer, ante el juez, 
las partes, sus abogados si los tienen, y los testigos y peritos, si es 
que se requiere la participación de los peritos en la causa. 
La audiencia asume el papel más importante en el desarrollo del 
procedimiento, ya que es en ella donde ha de llevarse a cabo, en 
presencia del juez, toda la instrucción de la causa, resolviéndose en 
primer lugar aquellas excepciones que aun no hayan sido resueltas, 
especialmente las excepciones perentorias, salvo aquellas que por tra-
tarse de cuestiones de fondo que requieren prueba, han de resolverse 
necesariamente en la sentencia. 
El C. 1662 establece en efecto que «en la audiencia han de tra-
tarse en primer término las cuestiones a que se refieren los cC. 1459-
1464», lo cual podría hacer pensar que todas las posibles excepciones 
han de tratarse en la audiencia, pero estimamos que no es necesario, 
ya que algunas, especialmente las que hacen referencia a los presu-
209. Cfr. l. ZUZEK, Trials before .. " cit., p. 523. Decimos en parte, porque 
como este autor pone de -relieve más adelante, «but the 'Motu Proprio' omits 
what follows in the Vaticane Code: 'Tuttavia, le parti possono presentare al· 
.l'udienza i loro testimoni, anche senza avere precedentemente resi noti i loro 
nomi in cancelleria» (o.c., p. 524). 
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puestos procesales y al modo de constitución del juicio han de cono-
cerse y resolverse antes, pues iría contra la economía procesal el re-
trasar su resolución hasta la audiencia (cfr. cc. 1459 § 2, 1460); no 
hacerlo así permitiría proseguir el proceso mal constituido ab initio, 
y llegada la audiencia, si se admite la excepción por el juez, todo lo 
actuado puede convertirse en inútil. Dígase esto especialmente de las 
excepciones de pleito acabado (c. 1462 § 1), que por otra parte son 
fácilmente apreciables, aunque su naturaleza no sea propiamente di-
latoria, si bien se opongan como dilatorias. 
En la audiencia han de tratarse también aquellas otras «excep-
ciones» que señala el c. 1459 § 1, que hacen referencia a la nulidad 
de la sentencia: «Vitia, quibus sententiae nullitas haberi potest, in 
quolibet iudicii statu vel gradu excipi possunt itemque a iudice ex 
officio declarari». Se trata de una novedad que ofrece el Código de 
1983, que permite plantear la nulidad de los actos procesales en el 
momento en el que estos se producen, evitando así que se llegue a 
una sentencia nula, aunque en realidad, más que de una excepción 
propiamente dicha, se trata aquí de una acción de nulidad procesal 
que se ejercita in situ, al igual que ocurría con la actio ex attentati del 
CIC 17 (cc. 1854-1857), con la que no deja de guardar cierto parecido 
en su función 210, aunque obviamente sea más amplio su campo de 
aplicación, puesto que cualquier acto nulo puede ser declarado como 
tal a instancia de parte o ex officio por el juez. 
La indudable ventaja que a este respecto ofrece la influencia del 
principio de concentración radica precisamente en que tal declara-
ción, incluso en el caso de que se haga ex officio por el juez, se ha de 
llevar a cabo ante las partes y sus abogados, dándoles posibilidad de 
alegar sus razones respectivas, resolviéndose el incidente en contra-
dictorio. 
Lógicamente ha de resolverse en la audiencia el modo en que ha 
de tramitarse la acción reconvencional si es que se ha planteado (cfr. 
1463 § 2). 
Igualmente han de solventarse previamente las posibles cuestio-
nes incidentales, acerca de la caución del pago de las costas judiciales 
(cfr. c. 1649 § 1, 5.°), concesión de patrocinio gratuito, reducción de 
costas (cfr. c. 1649 § 1, 3.°), que si en el proceso ordinario han de 
210. Véase lo expuesto en relación con la función que desempeñaba en el 
CIC 17 el atentado por A. QUINTELA, El atentado en el proceso canónico, Pam-
plona 1972, cit., pp. 127 ss. y 148 ss. Con referencia a la problemática que plantea 
la declaración ex officio de la nulidad de un acto procesal que conlleva la de 
la sentencia, véase C. DE DIEGo-LORA, La jurisdicción y su ejercicio extraterri-
,torium: la nulidad procesal, «Ius Canonicum», vol. X (1970), pp. 471 ss. 
284 L. MADERO 
resolverse a tenor del c. 1464, en el contencioso oral se resuelven con 
carácter previo en la audiencia. 
La práctica de las pruebas propuestas también tiene lugar dentro 
de la audiencia a tenor del c. 1663 § 1, como hemos tenido ya ocasión 
de ver extensamente. Es precisamente aquí donde alcanza pleno sig-
nificado el principio de inmediación, y por ende el de oralidad espe-
cialmente en la relación con la prueba testifical y el interrogatorio de 
las partes 211. 
Después de practicada la prueba se procede a la discusión oral 
de la causa, dentro de la misma audiencia, que ha de ser moderada 
por el juez, que será quien otorgue la palabra a una u otra de las 
partes o de sus representantes, participando él en la medida que le 
interese aclarar algún extremo, etc. (cfr. c. 1667). 
Si el juez, después de la discusión oral considera que es necesa-
ria alguna instrucción supletoria, ha de llevarse a cabo ésta, quedan-
do reservada al poder del juez el ordenarla (cfr. c. 1668 § 1). 
Si la instrucción de la causa a juicio del juez se encuentra com-
pleta, y no hay algún motivo grave que aconseje el no dictar senten-
cia en tal momento, debe decidir la causa inmediatamente y a solas, 
«iudex illico, expleta audientia, causam seorsum decidat» dice literal-
mente el canon, dando a entender que el juez ha de retirarse un mo-
mento para decidir la causa y dictar la sentencia. Si actúa asistido por 
dos asesores, es de suponer que éstos deben aconsejarle prudente-
mente, pero ha de ser él personalmente quien redacte la sentencia tal 
como lo preceptúa el c. 1610 § 1. De todos modos, la necesidad que 
tenga de acudir al consejo de sus asesores, no le autoriza a dilatar por 
ello el plazo de dictar sentencia. 
El c. 1668 § 1 prescribe, con carácter general, que se debe leer 
inmediatamente la parte dispositiva de la sentencia: «dispositiva sen-
tentiae pars statim coram partibus presentibus legatur». Es también 
este precepto una consecuencia o aplicación concreta del principio de 
concentración que postula que la causa sea decidida prontamente de 
211. G. CHIOVENDA, L'oralita ... , cit., p. 16, ya había afirmado: «Conviene 
porre in maggior rilievo il valore intimo dell'oralita, considerata in quello dei 
suoi poliedrici aspetti che si suot chiamare l'inmediatezza d'oralita, intesa 
come inmediatezza di raporti fra il giudice che deve pronunciare la sentenza 
e la condizione indispensabile per l'attuazione del principio della libera con-
e gli elementi de cui deve trarre la sua convinzione (persone, oggetti, luoghi), 
vinzione del giudice in opposizione al sistema della prova legale». Vid. también 
A. NrcoRA, 11 principio di oralita ... , cit., p. 347. 
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forma que se eviten los olvidos por parte del juez de cuantas impre-
siones ha recibido en el desarrollo de la audiencia 212. 
Hubo quienes se opusieron a este precepto y no sin cierta razón, 
ya que parece un tanto excesivo obligar al juez a resolver inmediata-
mente la causa; así se recoge esta observación en Communicationes: 
«Nonnullis parum probatur quod iudex debeat in fine audientiae cau-
sam decidere et dispositivam sen ten tia e partem statim coram partibus 
legere. Iudex enim indiget aliquo tempore et quiete ut rem mature 
perpendat, quare utile esset decisionem ad quintum diem et propter 
necessitatem, ad decimum diem differre» 213. Sin embargo, esta obje-
ción fue rechazada por el Coetus ya que «Consultores censent normam 
§ 2 sufficienter cavere difficultatibus contingentibus, attamem censent 
ut iudex seorsum, causam decidere possit. Ideo formula § 1 ita mu-
tatur « ... sententiam rite proferre, iudex illico, expleta audientia, cau-
sam seorsum decidat; dispositiva sententiae pars statim ... » 214. 
Con la introducción de la palabra seorsum parece querer conce-
derse al juez unos momentos o un tiempo de deliberación, de forma 
que pueda pensar por su cuenta, detenidamente, el contenido de la 
parte dispositiva de la sentencia y escribirla con tranquilidad. 
Evidentemente el juez, por la dificultad de la causa o cualquier 
otra causa justa, puede diferir la sentencia durante cinco días útiles, 
tal como se prevé en el § 2 del c. 1668; se deja esta posibilidad, en de-
finitiva, a la apreciación del juez, que será quien decida cuándo ha de 
dictarse la sentencia, en su parte dispositiva, siempre que no rebase 
el plazo indicado de los cinco días. 
El texto completo de la sentencia, que ha de comprender tanto la 
parte dispositiva como la motivación del fallo Cc. 1611), ha de notifi-
carse a las partes en el plazo de quince días, según preceptúa el c. 
1668 § 3. 
Este parágrafo 3 dice exactamente, «lnteger sententiae textus mo· 
tivis expressis, quam primum ordinarie non ultra quindecim dies, par-
tibus notificetur», lo que hace suponer que en algún caso extraordina-
rio podría diferirse aún más, lo cual ha de ser realizado mediante de-
creto motivado. Ordinariamente no será necesario el retrasarla más, 
pues el tiempo que se otorga es suficiente para que el juez proceda 
a su redacción completa. 
Evidentemente la publicación formal, o mejor, completa de la 
sentencia es la que determina la eficacia jurídica de la misma y así 
212. Cfr. A. SCHONKE, Derecho procesal civil, trad. L. PRIETO CASTRO, Barce-
lona 1950, p. 44; G. CHIOVENDA, Principios ... , cit., JI, p. 151. 
213. Communicationes, XI, 2, 1979, p. 254. 
214. Communicationes, XI, 2, 1979, p. 254. 
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lo dispone el c. 1614: «Sententia quam primum publicetur, indicatis 
modis quibus impugnari potest; neque ante publicationem vim ullam 
habet, etiamsi dispositiva pars, iudice permitente, partibus significata 
si!»; por tanto, es necesaria la notificación formal de la íntegra sen-
tencia, tal como establece el c. 1615 y el c. 1668 § 3, a las partes o 
a sus procuradores, para que adquiera eficacia jurídica y pueda ser 
impugnada, ya que los plazos para las impugnaciones corren a partir 
del momento en que se tiene noticia o conocimiento de la publicación 
íntegra de la sentencia. Así la querella de nulidad por vicio de nulidad 
insanable puede proponerse «per modum vero actionis coram iudice 
qui sententiam tulit intra decem annos a die publicationis sententiae» 
(c. 1621), y la fundada en vicio de nulidad sanable «proponi potest in-
tra tres menses a notitia publicationis sententiae» (c. 1623). Igualmen-
te para la apelación el c. 1630 § 1 establece que ha de proponerse «in-
tra peremptorium terminum quindicem dierum utilium a notitia pu-
blicationis sententiae»; y, para la restitutio in integrum, cfr. c. 1646 § 2. 
6. El procedimiento en segunda instancia 
Por lo que respecta al procedimiento para tramitar la apelación 
hay que decir que debe seguirse el procedimiento del contencioso oral, 
pues tendría poco sentido el buscar una mayor celeridad en la primera 
instancia, tal como se ha visto, y obligar a una tramitación lenta en 
la segunda, o al menos no tan rápida. El c. 1640 establece que «in gra-
du appellationis eodem modo, quo in prima instantia, congrua congruis 
referendo, procedendum es!», de manera que si en primera instancia 
se conoció la causa siguiendo el trámite del proceso ordinario, en se-
gunda ha de conocerse siguiendo el mismo procedimiento. Si por el 
contrario se sigue el contencioso oral en primera instancia, este será 
el modo en que ha de conocerse en segunda instancia, con las debidas 
acomodaciones. 
Se facilita así la rapidez de la tramitación de la segunda instan-
cia en el proceso contencioso oral. 
Si han de recogerse nuevas pruebas, la audiencia en segunda ins-
tancia es el lugar más adecuado y no deberá suprimirse, puesto que 
aun cuando no se presenten nuevas pruebas, es siempre conveniente 
que la discusión oral de la causa se tenga ante el juez en la audiencia, 
y esta discusión no puede dejar de llevarse a cabo a tenor del c. 1640. 
Las actas escritas de la audiencia celebrada en primera instancia, en 
las que se recogerán las respuestas de partes, testigos y peritos, faci-
litan en gran modo la segunda instancia sin necesidad de que en la 
audiencia que en ésta se celebre haya necesidad de repetir la prueba. 
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Se tendrá, pues, en cuenta, a este efecto, lo que con carácter general 
para la prueba en segunda instancia prescribe el c. 1639. Y lo mismo 
se ha de decir acerca del cambio o adición de algún motivo nuevo de 
demanda. 
Una cierta y peculiar especialidad, respecto al procedimiento a 
seguir en apelación, presentan las causas de separación conyugal en 
el nuevo Código, de la que nos ocupamos por sus peculiaridades, apar-
te de que comunmente sigan el trámite del proceso contencioso oral. 
Se trata obviamente del c. 1693 § 2 que establece: «Si processus con-
tentiosus ordinarius adhibitus sit et apellatio proponatur, tribunal se-
cundi gradus ad normam c. 1682, § 2 procedat, servatis servandis». 
El c. 1682 en su parágrafo 2 contempla la posibilidad, en relación 
con las causas matrimoniales de declaración de nulidad, de que la 
segunda instancia se lleve a cabo de acuerdo con el procedimiento su-
mamente breve regulado por el c. 1682 § 2, en el que el tribunal de 
apelación, a la vista de la sentencia de primera instancia y las obser-
vaciones del defensor del vínculo y las de las partes, si las han pro-
puesto, puede mediante decreto confirmar la decisión de primera ins-
tancia sin demora, o admitir la causa a tramitación ordinaria de se-
gunda instancia. 
Evidentemente, en el primer supuesto, en el que se dicte el lla-
mado decreto de ratificación, el trámite ha de ser mínimo, con lo que 
se favorece especialmente la celeridad de la segunda instancia. Sin 
embargo, el supuesto del c. 1693 § 2 únicamente será aplicable cuando 
se haya seguido en el tratamiento de la causa de separación el trámite 
ordinario a instancia de una de las partes o del promotor de justicia 
(c. 1693 § 1), mientras que si se siguió el proceso contencioso oral en 
primera instancia, la causa ha de conocerse según los trámites del con-
tencioso oral en segunda instancia como hemos visto. 
La razón de ser de esta norma estriba en la posibilidad de otorgar 
una tramitación más rápida en la apelación a aquellas causas de sepa-
ración conyugal que siguieron en primera instancia el trámite más 
complejo del contencioso ordinario; al menos esto parece despren-
derse del modo en que fue introducido este parágrafo del canon men-
cionado 215. En cambio, las menores posibilidades de alegatos, de de-
fensas y constataciones escritas de todo tipo que tiene el contencioso 
oral en la primera instancia, si se le compara con el proceso ordi-
215. Comunicationes, XI, 2, 1979, p. 273: «Aliquis consultor proponit ut 
norma can. 347 de examine secundi gradus per decretum facto, applicetur 
etiam in causis separationis coniugum, quando in prima instantia adhibitus 
sit processus contentiosus ordinarius». El c. 347 del Schema 76 corresponde 
al § 2 del c. 1682 del actual Codex. 
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nario, parece haber movido al legislador a establecer que en la ape-
lación conserven las partes por lo menos las mismas garantías que go-
zaron en aquella primera instancia; garantías, por lo que se aprecia 
ante lo dispuesto en el c. 1693 § 2, que no hay que mantener ya en 
la apelación de la sentencia dictada en proceso ordinario. 
Lo anterior, por consiguiente, es una norma específica de la sepa-
ración conyugal para cuando estas causas siguen el proceso ordinario, 
pues la norma general de la apelación de la sentencia dictada en pro-
ceso contencioso oral, aunque nada se diga en los cc. 1656-1670, es 
también, en todo caso, la misma de este proceso oral como hemos 
puesto de manifiesto. Y así se deduce, a contrario sensu, del c. 1693 
específico para las causas de separación de cónyuges. 
7. Consideraciones y aspectos finales 
Primera: El nuevo proceso contencioso oral, habida cuenta de 
sus antecedentes doctrinales y legislativos más cercanos, es un pro-
ceso que en gran medida responde a los postulados de lo que en la 
moderna doctrina se entiende por proceso oral. Como se ha dicho, 
no deja de tener sus bases fundamentales en el proceso sumario in-
determinado de la Saepe y los ordenamientos estatutarios italianos, 
si bien haya sido ampliamente desarrollado por la doctrina. 
Segunda: Se trata en realidad de un proceso que responde a lo 
que la moderna ciencia procesal, o al menos un sector importante de 
ella, denomina proceso plenario rápido, que se separa del ordinario 
(plenario ordinario) únicamente por la mayor celeridad que se le im-
prime al tratamiento de la causa: 
a) Hay efectivamente un conocimiento plenario de la causa que 
se somete al tratamiento procesal según el contencioso oral. Toda la 
relación jurídica sometida a juicio es conocida en su plenitud, con 
todas las posibles implicaciones que pueda tener, relaciones conexas 
o subordinadas, etc. No se da, cual ocurre en los procesos sumarios 
determinados o sumarios simpliciter, una limitación de la cognitio 
veri, pues no hay ese acotamiento procesal de un determinado punto 
concreto de la relación jurídico material, característico del juicio su-
mario determinado. 
b) La celeridad o mayor rapidez que se pretende alcanzar me-
diante el contencioso oral no obedece ciertamente a criterios de índole 
substancial o material, que es lo que sucede con el proceso sumario 
determinado, sino únicamente a exigencias de una mayor economía 
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procesal que el ordenamiento persigue en línea general, si bien 
algunas cuestiones jurídicas determinadas, como los incidentes, etc., 
son asignadas especialmente a ser tratadas por este proceso. 
c) Para el logro de tal celeridad no se prescinde de ninguno de 
los medios de ataque, y defensa y pruebas que a las partes procesa-
les corresponden, mientras que en los sumarios de corte moderno o 
actual sí existe tal limitación. El demandado puede oponer todas las 
excepciones que estime pertinentes, e incluso puede plantear la acción 
reconvencional si es que se presenta tal posibilidad; del mismo modo 
ambas partes pueden aportar las mismas pruebas que se aportan al 
proceso ordinario. 
d) No existe tampoco, como se da en el sumario según la con-
-cepción actual del mismo, una limitación respecto a los medios de im-
pugnación de la sentencia, siendo susceptible de ser impugnada la sen-
tencia recaída en el proceso contencioso oral, por las mismas vías, 
>ordinarias y extraordinarias, que el código contempla. 
e) La sentencia que se dicta en el proceso contencioso oral es 
una sentencia definitiva, al contrario de lo que caracteriza a la re-
solución que pone fin a un proceso sumario, la cual tiene un cierto 
carácter de provisionalidad, pudiendo volver a verse el tema en el pro-
ceso declarativo ordinario. 
Por estas razones se puede calificar este proceso contencioso oral 
como un proceso plenario rápido. La comisión codificadora arrojó luz 
sobre la naturaleza de este proceso al situarlo fuera de los procesos 
especiales, donde se encontraba inicialmente, y cambiarle la denomi-
nación que se le asignó en un primer momento, de proceso contencioso 
sumario, por la de contencioso oral. 
Tercera: Respecto al procedimiento a seguir en el proceso con-
tencioso oral cabe destacar, resumiendo sus hitos fundamentales, la 
existencia de dos fases principales, sin perjuicio de lo dicho respecto 
a la efectiva supresión de las fases preclusivas que caracterizan el 
proceso ordinario: la primera, que tiene un carácter previo de pre-
paración de todo el material que ha de utilizarse en la audiencia; y 
la audiencia propiamente dicha, en la que se lleva a cabo la instruc-
ción de la causa y, si no estima el juez otra cosa, ha de dictarse la 
sentencia en su parte dispositiva. 
La fase introductoria se inicia mediante la presentación ante el 
juez competente, del libelo de demanda, cuyos requisitos vienen esta-
'blecidos en el c. 1658; debiendo el actor adjuntar las pruebas docu-
mentales que obren en su poder o al menos indicando aquellas otras 
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que piensa utilizar para demostrar los hechos en los que fundamenta 
su petición. 
El juez ha de examinar el libelo de demanda y si no existe espe-
ranza de una conciliación entre las partes, decidirá sobre la admisión 
del libelo de demanda, mediante decreto ad calce m en la demanda, cu-
ya copia habrá de notificarse al demandado haciéndole saber que dis-
pone de un plazo de 15 días para contestar a la demanda. 
Esta notificación, que ha de llevarse a cabo, de acuerdo con el 
c. 1509, por medio del servicio público de correos o cualquier otro me-
dio muy seguro que establezca la ley particular, tiene los efectos de 
la citación judicial que establece el 1512. 
El demandado puede contestar a la demanda en el plazo estableci-
do mediante un escrito que deberá dirigir a la Cancillería del Tribunal 
(c. 1659 § 1). Si no contesta en plazo puede declarársele ausente a 
tenor del c. 1592, pudiendo proseguirse la tramitación de la causa. 
El juez, teniendo presente la contestación del demandado y, cuan-
do ello sea necesario, puede otorgar un plazo al actor para que ejer-
cite su derecho de réplica a las excepciones ejercitadas por el deman-
dado o a la posible reconvención, plazo que deberá ser breve para evi-
tar retrasos innecesarios (cfr. c. 1660). 
La determinación de la fórmula de las dudas ha de llevarse a ca-
bo por el juez, mediante decreto, que deberá notificarse a las partes. 
Fijará el juez la fecha de la audiencia, en un plazo no superior a trein-
ta días (c. 1661 § 1). 
Las partes pueden presentar algún escrito breve, al menos tres días 
antes de la fecha fijada para la audiencia, para demostrar sus afirma-
ciones (c. 1661 § 2). 
La fase instructoria se desarrolla en la audiencia, que asume así 
el papel fundamental de ser el momento en el que se resuelven las po-
sibles cuestiones preliminares (c. 1662), se recogen las pruebas, espe-
cialmente la testimonial, donde juega un papel preponderante la in-
mediación y la oralidad. 
A la vez el juez puede llevar a cabo el interrogatorio de las partes 
a tenor del c. 1530, al objeto de clarificar algún extremo, e incluso en 
la medida apuntada con finalidad probatoria (cfr. c. 1536 § 2), extremo 
este como es sabido de especial importancia en la moderna concepción 
del principio de oralidad. 
Cuando no pueda llevarse a cabo la instrucción de la causa en una 
única sesión el juez puede convocar otra audiencia a la mayor breve-
dad posible, de forma que se mantenga vivo el recuerdo de lo actuado 
en la anterior, y teniendo siempre en cuenta el principio de unidad y 
uniformidad de la audiencia (cfr. c. 1666). 
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La discusión oral de la causa ha de realizarse también, una vez 
recogidas las pruebas, dentro de la misma audiencia, y bajo la mode-
ración del juez (c. 1667). 
Una vez concluida la discusión oral y el juez considere suficiente-
mente instruida la causa, él puede proceder a dictar sentencia, retirán-
dose para redactar la parte dispositiva de la sentencia, que habrá de 
leer ante las partes presentes (c. 1668 § 1). 
Puede también el juez diferir la publicación de la sentencia en su 
parte dispositiva, por la dificultad del asunto u otra causa justa, du-
rante cinco días útiles (c. 1668 § 2) . 
El texto íntegro de la sentencia habrá de notificarse a las partes 
en plazo ordinariamente no superior a quince días (c. 1668 § 3). A par-
tir de la fecha de esta notificación correrá el plazo para las posibles 
impugnaciones de la sentencia. 
El procedimiento en apelación será también, con las debidas adap-
taciones, el procedimento oral (cfr. c. 1640). 
Cuarta: El ámbito de aplicación de este proceso, habida cuenta de 
la exclusión que se hace de las causas matrimoniales de nulidad, que 
son las que con más frecuencia se presentan ante los tribunales ecle-
siásticos, queda muy reducido en la práctica. 
Esto obedece, como es lógico, a dos razones: de un lado el afán 
del legislador canónico de ofrecer una tutela jurídico formal al víncu-
lo del matrimonio canónico que se manifiesta en la adopción del pro-
ceso ordinario, más dotado de garantías procesales por su mayor am-
plitud de las diversas opciones procesales, y de otro lado a una cierta 
desconfianza del proceso oral al que se le considera más desprovisto de 
las máximas garantías procesales. 
Sin embargo conviene concluir que se trata de un proceso que su-
pone la introducción en el ámbito canónico de un módulo procesal 
sumamente interesante desde el punto de vista de la economía procesal 
y un logro positivo de cara a dotar a los tribunales de justicia de la 
Iglesia de un proceso acorde con las necesidades actuales. Muchos de 
los problemas que se suscitan a lo largo de la presente investigación, 
podrán verse resueltos, y subsanadas las dificultades que plantean, 
por una oportuna jurisprudencia. 

